






























CAPITULO 1 

INCIDENCIAS PERSONALES Y 
ASPECTOS ORGANIZATIVOS DEL MINISTERIO FISCAL 

A) MOVIMIENTO DE LA CARRERA FISCAL DURANTE 
EL AÑO 1996 

Por Real Decreto 11311996, de 27 de enero, fue nombrado Te- 
niente Fiscal del Tnbunal Supremo don José Aparicio Calvo-Rubio 
que ostentaba ya la categona personal de Fiscal de Sala, tras una ca- 
rrera, que se inició en 1955 con primer destino en la Audiencia Pro- 
vincial de Badajoz y posteriores en las Audiencias Territoriales de Se- 
villa y Madrid y en la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional. Para 
desempeñar la Jefatura de la Fiscalía Especial para la Represión del 
Tráfico de Drogas Tóxicas y Estupefacientes. 

Por otro Real Decreto 237111996, de 18 de noviembre, don Enri- 
que Abad Fernández fue destinado a la Jefatura de la Fiscalía del Tri- 
bunal de Cuentas. Ascendido antes a la 1." categoría desempeñaba la 
Jefatura de la Fiscalía especial antes citada, tras prestar servicio en la 
Fiscalía ante el Tribunal Constitucional, Audiencia Nacional y Au- 
diencias Territoriales de Madrid y Albacete. 

Sólo se produjo un ascenso a la l." categoría de la Carrera Fiscal. 
Por Real Decreto 206911996, de 13 de noviembre, ascendió a ella don 
Eduardo Torres-Dulce Lifante, destinado antes en la Fiscalía ante el 
Tnbunal Constitucional. 

A la Fiscalía del Tribunal Supremo accedieron como Fiscales don 
Alvaro García Barreiro, doña Consuelo Madrigal Martínez de Pereda, 
doña Pilar Barroso Juan, don Antonio Vercher Noguera y doña Sole- 
dad Cazorla Prieto. 

Don Juan José Barrenechea de Castro fue nombrado Teniente Fis- 
cal de la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional y se nombró Jefes de 
las Fiscalías de Barcelona a don José María Mena Alvarez; de Mála- 
ga a don Manuel Villén Navajas y de Salamanca a don Federico Be- 
llo Landrove. 



Las jubilaciones se redujeron a tres y se produjeron cinco exce- 
dencias voluntarias, bajas no compensadas con dos reingresos en el 
servicio activo. 

Al terminar el año existían 202 vacantes, lo que representa el 14,2 
por 100 de la plantilla establecida por Real Decreto 29811966, de 23 de 
febrero, de la que se hallaban cubiertas las plazas de las categorías 
l." y 2.", quedando por tanto reducida la composición de la plantilla de 
3." categoría. El Real Decreto citado aumentaba la plantilla con 127 pla- 
zas nuevas que unidas a las existentes por jubilaciones y excedencias 
sumaban la cifra dicha de 202 vacantes. Este déficit quedará paliado en 
parte por la incorporación, ya producida, de 54 nuevos Abogados-Fis- 
cales, pero es cada día más urgente la convocatoria de nueva oposición 
lo que, habrá tenido lugar cuando la presente Memoria se publique. 

~l déficit de personal fue cubierto en parte con nombramientos de 
Abogados-Fiscales sustitutos hechos al amparo de lo establecido en el 
Real Decreto 105011987, de 26 de junio, solución provisional que pro- 
movió la incorporación de 197 sustitutos, de los que cinco estaban 
destinados en el Tribunal Supremo y los 192 restantes lo estaban en 
los Tribunales Superiores, Audiencias y Adscnpciones. Este último 
grupo -192- quedará reducido en el presente año. 

Durante el año 1996 se han convocado o resuelto cuatro concw- 
sos, manteniendo la periodicidad trimestral que ordena el Real Decre- 
to 54511983, de 9 de febrero. 

El primer concurso, convocado el 10 de enero de 1996, afectó 
a catorce plazas de 2." categoría que se cubrieron en su totalidad y a 
veinticuatro de 3." de las que se cubrieron trece plazas, quedando de- 
siertas las once plazas restantes. 

Fue resuelto por Orden de 12 de febrero y Real Decreto 35111996, 
de 23 de febrero. 

El segundo concurso, convocado por Orden de 24 de abril, fue de 
mayor complejidad como consecuencia de la publicación del Real De- 
creto 29811996, de 23 de febrero, que amplió y reformó la plantilla del - 
Ministerio Fiscal reconvirtiendo aigunas plazas que fuero; baja en las 
Fiscalías afectadas. creándose otras en igual número de Adscri~ciones " 
permanentes, dependientes de la misma Fiscalía. A los Fiscales afec- 
tados -y con el fin de evitar traslados forzosos- se les concedió op- 
ción a permanecer en la Fiscalía de origen o trasladarse a la nueva pla- 
za en Adscripción. En todos los casos los interesados optaron por la 
permanencia, si bien en este momento de las veintiocho plazas a que 
afectó la reconversión quedan tan sólo pendientes siete plazas, una en 
Granada, reasignada a Moml, otra en Oviedo, reasignada a Langreo, 
y cinco en Valencia, reasignadas dos a Alzira y una a Gandía. 



En concurso se ofrecieron doce plazas de 2." categoría, cubiertas 
en su totalidad y noventa y siete plazas nuevas de igual categoría, cu- 
briéndose ochenta y ocho; a su vez se ofrecieron treinta y nueve pla- 
zas de 3." ya existentes, de las que se cubrieron nueve. También se 
ofrecieron treinta plazas nuevas de 3." categoría de las que se cubrie- 
ron catorce y se ofrecieron siete plazas de 3." reasignadas de las que 
se cubrió una. 

El concurso fue resuelto por Real Decreto 144911996, de 17 de ju- 
nio, y Orden de 13 del mismo mes y año. 

El tercer concurso se convocó por Orden de 5 de septiembre. 
Afectó a treinta y ocho plazas de 2." cubiertas en su totalidad y a no- 
venta y dos de 3." de las que se cubrieron sesenta y dos. 

Fue resuelto por Real Decreto 227911996, de 25 de och~bre, y Or- 
den de 16 de los mismos. 

Y por último, el cuarto concurso convocado por Orden de 27 de 
noviembre de 1996, en el que se utilizó por vez primera el mecanis- 
mo previsto en el artículo 118 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
para cubrir destinos con reserva de plaza. En tal concepto se ofrecieron 
cinco plazas de 2." que se cubrieron y dos de 3." de las que se cubrió una. 

Se ofrecieron veintidós plazas de 2." cubiertas en su totalidad, y 
setenta y tres plazas de 3." de las que se cubrieron veinticinco. Ade- 
más se cubrieron tres plazas de 3." categoría de las ocho reasignadas 
ofrecidas. 

El concurso fue resuelto por Real Decreto 911997, de 10 de enero, 
y Resolución de 21 de diciembre. 

No pueden acabarse estas líneas sin dedicar un emocionado recuer- 
do al Excmo. Sr. don Miguel Ibáñez y García de Velasco que falleció en 
el mes de enero de 1996. A sus cualidades humanas que le hicieron me- 
recedor del afecto, respeto y admiración de cuantos le trataron, unía 
unas extraordinarias dotes profesionales que fueron unánimemente re- 
conocidas y eran orgullo de cuantos integran la Carrera Fiscal. 

B) VISITAS DE INSPECCION 

He aquí las visitas realizadas a las Fiscalías y Adscripciones Per- 
manentes en 1996: 

Enero 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Cuenca. Fiscalía del Tribu- 

nal Superior de Justicia del País Vasco (Bilbao), y Adscripción Per- 
manente de Baracaldo. 



Febrero 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Huesca. 
Fiscalía del Tnbunal Superior de Justicia de Murcia y Adscrip- 

ciones Permanentes de Cartagena y Lorca. 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Ciudad Real. 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de San Sebastián. 

Marzo 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Jaén y Adscripción Perma- 

nente de Linares. 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Córdoba y Adscripción 

Permanente de Lucena. 

Abril 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Sevilla. 
Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja. 

Mayo 
Fiscalía del Tnbunal Superior de Justicia de Canarias (Las Palmas). 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Tenerife. 

Junio 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Huelva. 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Salamanca. 

Julio 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Tarragona. 
Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria (Santan- 

der) y Adscnpciones Permanentes de Torrelavega, Laredo y subsede 
de Santoña. 

Septiembre 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Gerona y Adscripción Per- 

manente de Figueres. 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Lérida y Adscripción Per- 

manente de La Seo D'Urgel. 

Octubre 
Fiscalía de la Audiencia Nacional. 

Noviembre 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Toledo y Adscripciones 

Permanentes de Talavera y Ocaña. 



Diciembre 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Segovia. 
Fiscalía de la Audiencia Provincial de Soria. 

C) CONSEJO FISCAL 

Ascensos 
Aprobación del Pleno a la propuesta de ascenso reglado a la se- 

gunda categoria de don José Luis Navarro Salas (Pleno de 31 enero 
de 1996). 

Ascensos reglados de doña María del Carmen Avila Alvarez y do- 
ña Esther González Martínez (Comisión Permanente de 3 1 de mayo). 

Propuesta de ascenso reglado de don Francisco Ríos Pintado en 
vacante económica producida por el ascenso de don Eduardo Torres- 
Dulce (Comisión Permanente de 26 de septiembre de 1996). 

Concursos 
Remisión al Ministerio para su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado» de propuesta de Concurso Reglado de la Carrera Fiscal 
(Comisión Permanente de 26 de septiembre de 1996). 

Condecoraciones 
Dación de cuenta de las propuestas de Cmces de San Raimundo 

de Peñafort por el Consejo Fiscal (Pleno de 31 de enero de 1996). 
Propuesta de concesión de Cruces de la Orden de San Raimundo 

de Peñafort (Pleno de 29 de mayo de 1996). 
Propuesta de concesión de Cruces de San Raimundo de Peñafort 

(Pleno de 24 de octubre de 1996). 
Propuestas de Cmces de San Raimundo de Peñafort. En este ac- 

to el Fiscal General manifiesta su intención de proponer la concesión 
de la Gran Cruz al anterior Fiscal General (Pleno de 10 de diciembre 
de 1996). 

Consejo Fiscal 
Estudio del Decreto regulador del Trabajo en beneficio de la Co- 

munidad y el Arresto de Fin de Semana (Pleno de 3 l de enero de 1996). 
Informe favorable al nombramiento de un Fiscal de apoyo en 

la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional (Pleno de 31 de enero 
de 1996). 

Se nombra a don Isidoro Hidalgo Baras, director del Curso so- 
bre el Consejo Fiscal y Organos de la Carrera (Pleno de 31 de enero 
de 1996). 



Debate sobre el Anteproyecto de Modificación del Real Decreto 
de Policía Judicial (Pleno de 28 de febrero de 1996). 

Se nombra Experto Nacional con Sede en la Unidad de Coordi- 
nación Antifraude en Bruselas a don Joaquín González González (Ple- 
no de 29 de mayo de 1996). 

Se aprueba la propuesta de provisión de destinos realizados por la 
Inspección Fiscal de fecha 24 de abril de 1996 (Pleno de 29 de mayo 
de 1996). 

Se acuerda se saquen a concurso las plazas de los Fiscales en ser- 
vicios especiales según el artículo 118 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial (Pleno de 29 de mayo de 1996). 

Acuerdo sobre la remuneración de las guardias (Pleno de 29 de 
mayo de 1996). 

Acuerdo sobre los nuevos funcionarios que han de servir los des- 
tacamentos de nueva creación (Pleno de 29 de mayo de 1996). 

Se estudia el criterio que debe seguirse para el nombramiento de 
Tenientes Fiscales de Tribunales Su~eriores de Justicia. acordándose 
por 9 votos a 3 el nombramiento antigüedad (Pleno de 24 de oc- 
tubre de 1996). 

Por el Teniente del Tribunal Supremo se pregunta por qué no ha 
sido posible sacar la plaza vacante en el Tribunal Supremo dejada por 
el Sr. Vercher, por el Fiscal General se contesta que va a salir a con- 
curso junto con la vacante de la Fiscalía del Tribunal Constitucional 
(Pleno de 24 de octubre de 1996). 

Estudio sobre el proyecto de Real Decreto por el que se aprueba 
el Reglamento de ayuda a las víctimas de los delitos violentos y con- 
tra la libertad sexual (Pleno de 24 de octubre de 1996). 

Se estudian otras cuestiones como Concursos y publicación; 
puesta en marcha de nuevos destacamentos; informatización de las 
Fiscalías; planes de formación (facilitando las ponencias por escri- 
to); que otro Fiscal comience a conocer del caso Banesto; oferta pre- 
via y pública de los cargos de nombramiento discrecional; problema 
de un Abogado-Fiscal de Canarias que ocupa plaza de 2." y es Co- 
ordinador y que sólo se le paga por segunda (Pleno de 24 de octubre 
de 1996). 

Se nombra a don Rafael Valero Oltra director del Curso a organi- 
zar por el Consejo Fiscal (Pleno de 17 de diciembre de 1996). 

Se da cuenta de un escrito remitido por el Ilmo. Sr. Fiscal Jefe de 
Valladolid, sobre la redistribución de trabajo en esa Fiscalía (Pleno de 
17 de diciembre de 1996). 

Expediente de remoción del Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional 
(Pleno de 17 de diciembre de 1996). 



Fiscales 

Previo al Consejo, toma de posesión de don Carlos Bautista Sa- 
maniego como miembro del Consejo Fiscal (Pleno de 31 de enero 
de 1996). 

Se acuerda la Adscripción temporal de don Javier Huete a la Fis- 
calía del Tribunal Supremo (Pleno de 3 1 de enero de 1996). 

Se acuerda destacar a la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional a 
don Javier Sánchez-Junco (Comisión Permanente de 12 de febrero de 
1996). 

Bienvenida al Teniente Fiscal del Tribunal Supremo don José 
Aparicio (Pleno de 12 de febrero de 1996). 

Se deniega a don Luis Barroso la exoneración de trabajo en un 50 
por 100 por el hecho de formar parte de un Tribunal de Oposiciones 
(Pleno de 12 de febrero de 1996). 

Se acuerda prorrogar el nombramiento de don Javier Sánchez- 
Junco en la Fiscalía del Tribunal Constitucional (Comisión Perma- 
nente de 3 de julio de 1996). 

Se acuerda prorrogar el nombramiento, como Fiscal Destacado en 
el Tribunal Supremo de don Javier Huete (Comisión Permanente de 
8 de julio de 1996). 

Fiscal General del Estado 

Salutación al nuevo Fiscal General (Pleno de 10 de septiembre 
de 1996). 

El Fiscal General ratifica en la Secretaría Técnica a los señores 
Del Moral y Moreno. Anuncia la proposición de los señores Vercher 
y Marchena y la señora Rodríguez Olmedo (Pleno de 10 de septiem- 
bre de 1996). 

El Fiscal General anuncia su propósito de conseguir presupuesto 
individualizado para el Ministerio Fiscal (Pleno de 10 de septiembre 
de 1996). 

Fiscales sustitutos 
Propuesta de nombramiento de sustitutos (Pleno de 29 de mayo 

de 1996). 

Fiscalía Anticorrupción 
Se debaten los asuntos que pueden ser competencia de la Fiscalía 

Especial (Pleno de 12 de febrero de 1996). 
Se debate la necesidad de crear delegados de la Fiscalía Antico- 

mpción en Madrid y Barcelona (Pleno de 12 de febrero de 1996). 



Se debaten y remiten a la Fiscalía Anticorrupción diversos asun- 
tos (Pleno de 29 de mayo de 1996). 

Se debaten los asuntos que deben ser competencia de la Fiscalía 
Anticorrupción (Pleno de 24 de octubre de 1996). 

Debate de los asuntos que deben ser competencia de la Fiscalía 
Anticorrupción (Pleno de 17 de diciembre de 1996). 

Formación 

Se designa a don Rogelio Gómez Guillamón para la organización 
de los Cursos de Formación para Jueces y Fiscales centroamericanos 
(Comisión Permanente de 2 de julio de 1996). 

Se estudia propuesta para el nombramiento de directores de cur- 
sos, elaborados por la Comisión de Formación (Pleno de 17 de di- 
ciembre de 1996). 

Jubilaciones 

Se informa favorablemente la jubilación anticipada de don Ricar- 
do Leiva (Pleno de 31 de enero de 1996). 

Nombramientos 

Propuesta de nombramiento de don José María Mena como Fis- 
cal Jefe del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (Pleno de 31 de 
enero de 1996). 

Propuesta de nombramiento de don Federico Bello Landrove co- 
mo Fiscal Jefe de Salamanca (Pleno de 31 de enero de 1996). 

Propuesta de nombramiento de don Manuel Villen como Fiscal 
Jefe de Milaga (Pleno de 31 de enero de 1996). 

Propuesta de nombramientos como Fiscales del Tribunal Supre- 
mo de los Ilmos. Sres. García Barreiro, Madrigal, Barrero, Cazorla y 
Vercher (Pleno de 31 de enero de 1996). 

Propuesta de nombramiento como Fiscal Antidroga en el País Vas- 
co a doña María Jesús Cuarteno Iturralde (Pleno 28 de febrero de 1996). 

Se nombran Delegados Antidroga en Madrid a don Pedro Pérez 
Enciso y en Cádiz a doña María José Parrado Benito (Pleno de 29 de 
mayo de 1996). 

Se nombra Delegado Anticorrupción en Cataluña a don Carlos 
Ramos, y en Madrid a doña Ana Isabel Vargas (Pleno de 29 de mayo 
de 1996). 

Se acuerda nombrar a don Juan Moral de la Rosa, Fiscal Especial 
Antidroga del Territorio de Canarias y el cese de don Miguel Serrano 
Solis en dicho cargo (Comisión Permanente de 18 de julio de 1996). 



Nombramiento de don Eduardo Torres Dulce como Fiscal Jefe de 
la Secretm'a Técnica (Pleno de 10 de septiembre de 1996). 

Nombramiento del Fiscal Jefe del Tribunal de Cuentas, que re- 
cae en el Excmo. Sr. don Enrique Abad Femández (Pleno de 24 de 
octubre de 1996). 

Nombramiento de Teniente Fiscal ante el Tribunal Constitucional, 
que recae en el Ilmo. Sr. don Juan José Barrenechea (Pleno de 24 de 
octubre de 1996). 

Se nombra Delegada de la Fiscalía Antidroga a doña Belén Suá- 
rez Pantin en Cataluña (Pleno de 24 de octubre de 1996). 

Nombramiento de un Fiscal para cubrir una vacante en el Tribu- 
nal Supremo, se acuerda el nombramiento de don Javier Huete (Pleno 
de 17 de diciembre de 1996). 

Oposiciones 

Modificaciones Técnicas del Programa de Oposiciones a la Ca- 
rrera Fiscal (Pleno de 3 l de enero de 1996). 

Dación de cuenta de cuándo se van a convocar las oposiciones a 
Fiscal (Pleno de 29 de mayo de 1996). 

Acuerdo para que la Escuela comience en septiembre para los 53 
Fiscales que han aprobado (Pleno de 29 de mayo de 1996). 

Reingresos 

Informe favorable de la Comisión Permanente al reingreso en la 
Carrera Fiscal de doña Alicia Valverde (Comisión Permanente de 2 de 
febrero de 1996). 

Se acuerda el reingreso de don Javier Moscoso (Comisión Per- 
manente de 14 de agosto de 1996). 

Retenciones 

Acuerdo de la Comisión Permanente de no acceder a ninguna de 
las retenciones propuestas (Comisión Permanente de 12 de febrero 
de 1996). 

Se accede a las retenciones solicitadas por las distintas Fiscalías 
(Comisión Permanente de 12 de junio de 1996). 

Se accede a retener en la Secretaría Técnica a la señora Cazorla y 
el señor Vercher hasta que se cubran las vacantes de esa Fiscalía (Co- 
misión Permanente de 2 de julio de 1996). 

Acuerdo sobre Retenciones (Comisión Permanente de 16 de oc- 
tubre de 1996). 



D) RETIRADAS DE ACUSACION PRODUCIDAS DURANTE 
EL PASADO AÑo EN LAS DISTINTAS FISCALIAS 

Audiencia Naclonal 1 Ninguna 
- 

T . S . J . Andalucía (Granada) ...................... 
A . P . Almena ............................................. 

. ................................................. . A P Cádiz 

. ............................................ . A P Córdoba 

. .............................................. . A P Huelva 

. .................................................. . A P Jaén 
A . P . Málaga ............................................. 

. .............................................. . A P Sevilla 
T . S . J . Aragón (Zaragoza) ........................ 

. ............................................ . A P Huesca 

. ................................................ A . P Teniel 
T . S . J . Asturias (Oviedo) .......................... 
T . S . J . Baleares ......................................... 
T . S . J . Canarias ........................................ 
A . P . Santa CNZ de Tenerife .................... 
T . S . J . Cantabria (Santander) ................... 
T . S . J . Castilla-La Mancha (Albacete) .... 
A . P . Toledo .............................................. 

. ..................................... . A P Ciudad Real 
A . P . Cuenca ............................................. 
A . P . Guadalajara ...................................... 
T . S . J . Castilla-León (Burgos) ................. 

. ................................................. . A P Avila 
A . P . León ................................................. 
A . P . Palencia ............................................. 
A . P . Segovia ............................................. 

. ................................................. . A P Soria 
A . P . Salamanca ........................................ 
A . P . Valladolid .......................................... 
A . P . Zamora .............................................. 
T . S . J . Cataluña (Barcelona) .................... 
A . P . Gerona ........................................... 
A.P.Lérida .......................................... 
A . P . Tarragona ......................................... 
T . S . J . Extremadura (Cáceres) ................. 
A . P . Badajoz ............................................ 
T . S . J . Galicia (La Comña) ...................... 
A . P . Lugo ................................................. 
A . P . Orense ............................................... 
A . P . Pontevedra ....................................... 
T . S . J . La Rioja (Logroño) ...................... 
T . S . J . Madrid .......................................... 
T . S . J . Murcia ................... .. ................. 
T . S . J . Navarra (Pamplona) ...................... 
T . S . J . País Vasco (Bilbao) ....................... 

36 
26 
5 

52 
3 

20 
25 
87 
23 
11 
5 

66 
127 
239 

10 
16 
22 
7 

21 
Ninguna 
Ninguna 

13 
21 
49 
18 
14 
1 
6 
6 
1 

330 
100 
110 
233 

5 
8 

16 
10 
15 
65 
28 

489 
Ninguna 
Ninguna 

32 



Audiencia Nacional 1 Ninguna 

Total ............................................. 2.495 

A. P. Guipúzcoa (San Sebastián) ............... 
A. P. Vitoria .............................................. 
T. S. J. Valencia ......................................... 
A. P. Alicante ........................................... 
A. P. Castellón .......................................... 

Como puede observarse hay una notable diferencia entre las reti- 
radas de acusación producidas durante el año 1995 y las efectuadas du- 
rante 1996, ya que en aquél, al menos de las que tuvo conocimiento es- 
ta Inspección Fiscal fueron 505, mientras que en el último ascienden a 
2.495. El motivo de este aumento se debe en esencia a que la entrada 
en vigor del nuevo Código Penal, con la despenalización de algunas fi- 
guras penales, ha hecho que asuntos calificados o escritos de acusación 
confeccionados bajo el sistema punitivo anterior, el Fiscal, en el acto 
del Juicio no tuviera otra disyuntiva que retirar la acusación a la que 
estaba sometido el afectado, por no constituir los hechos delito. 

6 
37 
45 

Ninguna 
34 

E) AUTORES DE LAS MEMORIAS DE LAS 
DISTINTAS FISCALIAS 

- Fiscalía de la Audiencia Nacional: Don Eduardo Fungairiño 
Bringas. 
- Fiscalía del Tribunal de Cuentas: Don Enrique Abad Fernández. 
- Fiscalía Especial para la Prevención y Represión del Tráfico 

Ilegal de Drogas: Don Javier Zaragoza Aguado. 
- Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos Económicos 

Relacionados con la Corrupción: Don Carlos Jiménez Villarejo. 
- Fiscalía ante el Tribunal Constitucional: Don José Julián Her- 

nández Guijarro. 

Albacete: Fiscal Jefe don Andrés López Mora. 
Barcelona: Fiscal Jefe don José María Mena Alvarez, 
Bilbao: Fiscal Jefe don Jesús Cardenal Fernández. 
Burgos: Fiscal Jefe don José Luis García Ancos. 
Cáceres: Fiscal Jefe don Jorge Sena Argüelles. 
Granada: Fiscal Jefe don Luis Portero García. 
La Coruña: Fiscal Jefe don Ramón García Malvar. 



Las Palmas: Fiscal Jefe don Juan Guerra Manrique de Lara. 
Logroño: Fiscal Jefe don Eduardo Peña de Benito. 
Madrid: Fiscal Jefe don Mariano Fernández Bermejo. 
Murcia: Fiscal Jefe don Francisco Goyena de la Mata. 
Oviedo: Fiscal Jefe don Rafael Valero Oltra. 
Palma de Mallorca: Fiscal Jefe don Antonio de Vicente Tutor. 
Pamplona: Fiscal Jefe don José María Felez Carreras. 
Santander: Fiscal Jefe don Lucio Valcarce Pestaña. 
Valencia: Fiscal Jefe don Enrique Beltrán Ballester. 
Zaragoza: Fiscal Jefe don Alfonso Arroyo de las Heras. 

AUDENCIAS PROVINCIALES 

Alicante: Fiscal Jefe don Ricardo Cabedo Nebot. 
Almería: Fiscal Jefe don Juan Manuel Oña Navarro. 
Avila: Fiscal Jefe don Juan Gómez Cortés. 
Badajoz: Fiscal Jefe don Manuel Ruiz Fernández. 
Cádiz: Fiscal Jefe don Isidoro Hidalgo Baras. 
Castellón: Fiscal Jefe don Eduardo Vicente Castelló. 
Ciudad Real: Fiscal Jefe don Olayo González Soler. 
Córdoba: Fiscal Jefe don Narciso Ariza Dolla. 
Cuenca: Fiscal Jefe don Juan Carlos López Coig. 
Gerona: Fiscal Jefe don Carlos Ganzenmuller Roig. 
Guadalajara: Fiscal Jefe doña M." Angeles García García. 
Huelva: Fiscal Jefe don Francisco Ontiveros Varela. 
Huesca: Fiscal Jefe don Fernando García Vicente. 
Jaén: Fiscal Jefe don Luis González Gómez. 
León: Fiscal Jefe don Félix Herrero Abad. 
Lérida: Fiscal Jefe don Martín Rodríguez Sol. 
Lugo: Fiscal Jefe don Jesús M." García Calderón. 
Málaga: Fiscal Jefe don Manuel Villen Navajas. 
Orense: Fiscal Jefe don Alfonso Vez Pazos. 
Palencia: Fiscal Jefe don Manuel Martín Granizo. 
Pontevedra: Fiscal Jefe don Jaime Gago Sevilla. 
Salamanca: Fiscal Jefe don Federico Bello Landrove. 
San Sebastián: Fiscal Jefe don Luis Manuel Navajas Ramos. 
Segovia: Fiscal Jefe don Miguel Colmenero de Luarca. 
Sevilla: Fiscal Jefe don Alfredo Flores Pérez. 
Soria: Fiscal Jefe don Jesús Gómez Herrera. 
Tarragona: Fiscal Jefe don José María Parra Llonch. 
Tenerife: Fiscal Jefe don José Civantos Ccrro. 
Teruel: Teniente Fiscal don Jesús Gargallo Giner. 



Toledo: Fiscal Jefe don Miguel González Blanco. 
Valladolid:.Fiscal Jefe don Luis Manuel Delgado López. 
Vitoria: Fiscal Jefe don Alfonso Aya Onsalo. 
Zamora: Fiscal Jefe don José María Caballero Sánchez-Izquierdo. 



CAPITULO 11 

1. DESARROLLO LEGISLATIVO DURANTE 
EL AÑO 1996 Y ALGUNAS PROPUESTAS 

DE REFORMAS LEGALES 

A) DESARROLLO LEGISLATIVO 

1. Legislación del Estado 
El año 1996 no ha sido abundante en actividad legislativa. Todas 

las leyes que se publicaron en el mes de enero de 1996 fueron apro- 
badas en el período legislativo del año anterior. La disolución de las 
Cortes y la convocatoria de elecciones generales en el mes de marzo, 
supuso una paralización de la actividad legislativa, que se ha prolon- 
gado prácticamente hasta el último trimestre del año. 

No obstante destacamos las siguientes: 

a) Leyes orgánicas 

1. Ley Orgánica 111996, de 15 de enero, de protección jurídica 
del menor: 

La Ley Orgánica 111996 ha supuesto la culminación de un proce- 
so importante que se había iniciado en el año 1987, con la Ley 
2111987, de 11 de noviembre, que continuó con las sucesivas reformas 
relativas a menores, con la ratificación por España de la Convención 
sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989 y del Con- 
venio de La Haya de 29 de mayo de 1993. La Ley de Protección Jurí- 
dica del Menor ha creado, según reconoce su Exposición de Motivos, 
un «amplio marco jurídico de protección que vincula a todos los Po- 
deres Públicos, a las Instituciones específicamente relacionadas con 
los menores, a los padres y familiares y a los ciudadanos en general». 
Responde a las diversas demandas de adecuar el ordenamiento a la 
realidad de nuestra sociedad actual y a los cambios que en ésta se han 
operado en los últimos años. 



De esta Ley, merece especial mención el reconocimiento expreso 
de que el interés superior de los menores primará sobre cualquier otro 
interés legítimo, y la consagración del principio de «protección inte- 
gral» del menor, que se desarrolla a lo largo de su articulado, tanto 
cuando regula los derechos de los menores, como cuando ordena los 
principios rectores de la acción administrativa y las actuaciones en 
materia de desprotección social del menor. Otra de las características 
de la nueva norma es la mayor responsabilización del conjunto de la 
sociedad en los temas de desprotección del menor, obligando a cual- 
quier persona o autoridad a comunicar la situación de riesgo o posible 
desamparo de un menor. También se amplía la esfera de actuación de 
los Poderes Públicos y de los particulares, y se contempla la denomi- 
nada «situación de riesgo», que sin llegar a precisar de la asunción de 
tutela por la Administración, si el riesgo supone un claro perjuicio pa- 
ra el desarrollo personal y social del menor, determinará, una vez ve- 
rificada esta situación, el correspondiente seguimiento de la evolución 
del menor en la familia o núcleo en que se encuentre. En el orden 
práctico de actuación, implicará una necesaria coordinación entre los 
servicios Sociales de c en ores y los correspondientes Servicios So- 
ciales comunitarios, de Ayuntamientos y Diputaciones, que habrán de 
aunar sus esfuerzos para que el oportuno seguimiento de la situación 
del menor sea efectivo y real. 

En este sentido, la previsión de la Ley de poner en conocimiento de 
las Autoridades Públicas competentes la circunstancia de que un menor 
no esté escolarizado o no asista al centro escolar de forma habitual, 
apunta a que la «Autoridad competente» será aquella que en cada tem- 
torio tenga encomendada la Protección de Menores, pues no cabe otra 
medida respecto del menor que la del estudio de su situación familiar, y 
en su caso,-la adopción de la medida protectora que proceda. 

La nueva Ley modifica el articulado del Código Civil y de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil en materia de guarda, acogimiento y adopción, 
y dentro de esta última, regula expresamente la adopción internacional, 
tan necesitada en los últimos años de una normativa expresa. 

Igualmente se modifica el artículo 158 del Código Civil para in- 
troducir la posibilidad, importante, de que cualquiera de las medidas 
cautelares de protección que ya antes contemplaba, se puedan adoptar 
por el Juez, de oficio y dentro de cualquier proceso (civil o penal), o 
en un procedimiento de jurisdicción voluntaria. En el mismo sentido, 
dispone que se seguirán por los tramites de la jurisdicción voluntaria 
las-actuaciones contra las resoluciones de desamparo, cualesquiera 
otras que surjan con motivo del ejercicio de sus competencias por par- 
te de las Entidades Públicas, y contra la que declare la idoneidad de 



los solicitantes de adopción, posibilidad esta última que difícilmente 
puede darse teniendo en cuenta la necesaria reserva que ha de guar- 
darse respecto a la identidad de los adoptantes de cara a los posibles 
impugnantes de tal resolución. 

En la Ley se amplían las facultades del Ministerio Fiscal en ma- 
teria de Protección de Menores, encomendándosele, como ya antes se 
recogía, la superior vigilancia de la tutela, acogimiento y guarda de 
menores, disponiendo la necesidad de llevar en cada Fiscalía un Indi- 
ce de tutelas de Menores, para anotar las sucesivas variaciones en la 
situación de cada menor tutelado. A ello se une la comprobación se- 
mestral de la situación del menor y la vigilancia sobre centros que 
acogen a menores, sin perjuicio de las responsabilidades de la ~nt idad  
Pública. Igualmente se hace constar de forma expresa lo que ya venía 
haciéndose en el actuar diario de las Fiscalías: suplir la pasividad de 
los particulares en esta materia y asesorarles sobre sus derechos y po- 
sibilidades de actuación. 

Por último, destacar que la Ley consta de 25 artículos, precedidos 
por una Exposición de Motivos y distTibuidos en dos Títulos, a su vez 
subdivididos en tres Capítulos, seguidos de tres Disposiciones Adicio- 
nales, una Disposición Transitoria, una ~ i s ~ o s i c i ó n  Derogatoria y 24 
Disposiciones Finales, previendo la última de éstas su entrada en vigor 
a los treinta días de su publicación en el Boletín Ojicinl del Estado. 

2. Ley Orgánica 211996, de 15 de enero, complementaria de la 
Ordenación del Comercio Minorista: 

Introducidas modificaciones por el Senado durante la tramitación 
parlamentaria de la Ley de Ordenación del Comercio Minorista, algu- 
nas de las cuales deben tener rango de Ley Orgánica, el Congreso las 
aprueba y con las mismas integra la presente Ley Orgánica, en la que, 
además de transferir a la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares 
la competencia para la ejecución de la legislación del Estado en ma- 
teria de comercio interior, consagra la libertad de horarios en los esta- 
blecimientos comerciales, cuya efectividad condiciona a una decisión 
conjunta del Gobierno Central con el de cada una de las Comunidad 
Autónomas, que no podrá adoptarse antes del 1 de enero del año 2001, 
estableciéndose hasta entonces un régimen transitorio, cuya regula- 
ción transfiere a las Comunidades Autónomas. 

3. Ley Orgánica 311996, de 27 de diciembre, de Modificación 
Parcial de la Ley Orgánica 811980, de 22 de septiembre, de Financia- 
ción de las Comunidades Autónomas. 

4. Ley Orgánica 411996, de 30 de diciembre, de Reforma de la 
Ley Orgánica 1011982, de 10 de agosto, del Estatuto de Autonorriía de 
Canarias. 



5 .  Ley Orgánica 511996, de 30 de diciembre, de Reforma de la 
Ley Orgánica 811982, de 10 de agosto, del Estatuto de Autonomía 
de Aragón, modificada por la Ley Orgánica 611994, de 24 de mar- 
zo, de Reforma de dicho Estatuto. 

b) Leyes ordinarias 

La escasa actividad legislativa desarrollada a lo largo de 1996 no 
solamente se manifiesta en las Leyes Orgánicas, sino también en las 
Leyes Ordinarias, de las cuales pocas guardan relación con la achia- 
ción del Ministerio Fiscal, pese a lo cual se dará cuenta de las que pa- 
recen más significativas. 

1) Ley 111996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita 
La primera de las disposiciones con rango de ley a lo largo 

de 1996 tiene una especial incidencia en el ámbito funcional del Mi- 
nisterio Fiscal, ya que, con independencia de las competencias que 
tiene que continuar ejerciendo en el procedimiento cuando el aboga- 
do designado se excusa por considerar insostenible la pretensión del 
solicitante, se le atribuyen otras nuevas, dudosamente compatibles 
con las que se terminan de expresar y, además, para las que no se ha 
previsto hasta ahora la correspondiente dotación de elementos perso- 
nales y de medios materiales que permitan confiar en que su aplica- 
ción se va a llevar a la práctica. Y es que, como en Memorias de años 
anteriores se denunciaba, las leyes reguladoras de derechos que exi- 
gen prestaciones por parte del Estado pueden convertirse en normas 
vacías de contenido si no van acompañadas de las correspondientes 
disposiciones presupuestarias. 

Tal vez por ello desde el Ministerio de Justicia se instaba a los Co- 
legios de Abogados el mismo día de la entrada en vigor de la norma a 
que, en la solución de las cuestiones reguladas por ella que se pudie- 
sen plantear, se continuase aplicando la legislación anterior, preten- 
sión que, naturalmente, no podía ser atendida en su integridad, dado 
que las modificaciones introducidas en la regulación del hasta ahora 
denominado beneficio de pobreza, que afectan tanto al contenido del 
derecho como al procedimiento para su obtención, eran incompatibles 
con la aplicación de la regulación anterior, al menos en algunos as- 
pectos. 

Las modificaciones introducidas en cuanto al fondo guardan rela- 
ción con el contenido del derecho -que ahora comprende tanto el 
asesoramiento previo al proceso cuando tenga por objeto evitar éste, 
como la propia deferisa en el proceso y, además, la asistencia pericial, 
la obtención gratuita de copias y la reducción del 80 por 100 de los 



aranceles por el otorgamiento de escrituras y por la obtención de sus 
copias o testimonios, así como por los asientos que tengan acceso a los 
Registros de la Propiedad y Mercantil y por la obtención de sus certi- 
ficaciones-, y con su extensión, ya que alcanza también de manera 
expresa a algunos procesos laborales y, en general a todos aquellos en 
los que, con independencia de que no sea preceptiva la intervención de 
letrado, ésta resulte requerida por el principio de igualdad de armas. 

Por lo que respecta al procedimiento, la novedad más importante 
es que la concesión del derecho de asistencia iurídica gratuita se des- 
judicializa en su primera instancia, atribuyéniose su concesión defi- 
nitiva a una Comisión, presidida por un miembro del Ministerio Fis- 
cal y de la que forman parte dos funcionarios de la Administración del 
Estado y los Decanos de los Colegios de Abogados y de Procurado- 
res, cuya actuación, la de la Comisión, resulta obligada para modifi- 
car la designación provisional realizada por los Colegios respectivos 
a instancia del solicitante o por requerimiento judicial, ya que el si- 
lencio de la Comisión se presume por la Ley que equivale a ratificar 
la designación provisional efectuada, entendiéndose, por tanto, que el 
mismo tiene sentido positivo, incluso en el caso de que no se efectúe 
designación por el Colegio de Abogados. 

Hay también otras cuestiones de procedimiento que resulta nece- 
sario destacar porque su regulación puede resultar problemática, tales 
como la incidencia que su tramitación puede tener en el proceso prin- 
cipal para el que se solicita el derecho de justicia gratuita o, en su ca- 
so, en el plazo de prescripción de la acción que se pretende ejercitar o 
las repercusiones que pueda producir la configuración del derecho, 
cuyo ejercicio se condiciona al cumplimiento de determinadas cargas 
por parte de los solicitantes del mismo. Para el examen de tales cues- 
tiones se tomará en consideración también las disposiciones regla- 
mentarias contenidas en el Real Decreto 210311996, de 20 de sep- 
tiembre. 

2) Ley 311996, de 10 de enero, de medidas de control de sustan- 
cias químicas catalogadas susceptibles de desvío para la fabricación 
ilícita de drogas 

La norma, que tiene por objeto adaptar el Derecho interno al Or- 
denamiento Comunitario sobre las sustancias que, siendo necesarias 
para la industria química o farmacéutica, son susceptibles de ser utili- 
zadas para la elaboración de drogas tóxicas o estupefacientes, esta- 
blece una serie de requisitos para operar con los mismos y una serie 
de obligaciones para los sujetos autorizados, cuyo incumplimiento 
puede dar lugar a sanciones de hasta cien millones de pesetas, cuya 



imposición se realiza a través de un procedimiento cuya regulación 
está inspirada en los principios de contradicción y de non bis in idenz 
cuando exista identidad de sujetos, hechos y fundamentos, paralizán- 
dose en tal caso el procedimiento administrativo para dar traslado de 
los hechos al Ministerio Fiscal, sin que aquél se pueda reanudar con- 
tra quienes hayan sido condenados en vía penal y debiéndose respetar 
en todo caso la declaración de hechos probados de la resolución que 
ponga fin al procedimiento penal. 

3) Ley 411996, de 10 de enero, por la que se modifica la Ley 
711985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local en 
relación con el padrón municipal 

Las modificaciones mas importantes que introduce la norma son 
las siguientes: 

l." Suprime la necesidad de efectuar renovaciones quinquenales 
del Padrón, ya que su gestión informatizada determina que su actuali- 
zación sea permanente, y su coordinación por parte del Instituto Na- 
cional de Estadística evita los errores en su confección. 

2." Se suprime la condición de documento público que se asigna- 
ba al Padrón, que se configura como un Registro, airibuyendo la con- 
dición documental indicada a las certificaciones que del mismo se ex- 
pidan, las cuales prueban el domicilio de los inscritos en el mismo, ya 
que se ha suprimido la distinción entre domicilio y residencia, lo que, 
a su vez, determina que la inscripción de los extranjeros en el Padrón 
no constituya prueba de su residencia legal en España ni les atribuya 
derecho alguno que no esté reconocido en la legislación vigente. 

4) Ley 511996, de 10 de enero, de creación de determinadas en- 
tidades de derecho público 

La presente Ley tiene por objeto la creación de dos entidades de 
derecho público, la Agencia Industrial del Estado y la Sociedad Esta- 
tal de Participaciones Industriales, cuyo régimen jurídico, de confor- 
midad con los principios del Derecho Comunitario, se establece tam- 
bién en la norma, que viene a derogar, a su vez, las disposiciones 
reguladoras del Instituto Nacional de Industria y del Instituto Nacio- 
nal de Hidrocarburos, organismos que son sustituidos por aquéllos. A 
la primera, a la Agencia Industrial del Estado, se transfieren todas las 
participaciones públicas en entidades mercantiles sujetas a planes de 
reestmchiración o de reconversión industrial u otros regímenes espe- 
ciales, mientras que la segunda, la Sociedad Estatal de Participaciones 
Industriales, será la sociedad tenedora de las participaciones públicas 
en las restantes entidades mercantiles. 



5) Ley 611996, de 15 de enero, del voluntariado 
La norma tiene por objeto la regulación de la actividad del volun- 

tariado, por la que entiende el conjunto de actividades de interés ge- 
neral y de carácter altruista y solidario, siempre que no sean ocasio- 
nales, y se desarrollen fuera del marco de una relación jiirídica que, 
cualquiera que sea su naturaleza, implique la existencia de una retri- 
bución por la realización de la actividad. 

6) Ley 711996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Mi- 
norista 

La disposición tiene por objeto establecer el régimen jurídico del 
comercio minorista, entendiendo por tal toda actividad desarrollada 
profesionalmente con ánimo de lucro consistente en oferta la venta 
de cualquier clase de artículo a los destinatarios finales de los mismos, 
con independencia de que se utilice o no un establecimiento para de- 
sarrollarla, si bien con ocasión del establecimiento de la regulación de 
tal actividad se introducen importantes modificaciones en la regula- 
ción del contrato de compraventa mercantil que, en la mayor parte de 
los casos, aparecen inspiradas en el principio de protección del con- 
sumidor. 

Los principios que inspiran la regulación son los de libertad de 
empresa, libertad de circulación de bienes y libertad de estableci- 
miento, si bien la instalación de grandes establecimientos está sujeta 
a la obtención de licencia, cuya expedición compete a las Comunida- 
des Autónomas. 

Se regula de manera expresa la eficacia de las ofertas públicas de 
venta, a las que se asimilan la exposición de artículos en los estable- 
cimientos comerciales, las cuales obligan al oferente a realizar la ven- 
ta a los demandantes que cumplan las condiciones en las que se anun- 
cia la venta o el producto, estando obligado el vendedor, en todo caso, 
además de a responder de la calidad de los objetos vendidos en la for- 
ma establecida por la legislación general (Código Civil o Mercantil y 
legislación de consumidores y usuarios) durante un plazo de seis me- 
ses, a garantizar la existencia de un servicio técnico para los bienes de 
carácter duradero así como al suministro de repuestos durante un pla- 
zo de cinco años, contado desde que el producto deje de fabncarse. 

En cuanto a los precios rige el principio de libertad para su esta- 
blecimiento, si bien en determinados casos, como cuando se trate de 
productos de primera necesidad o fabricados o comercializados en ré- 
gimen de monopolio, el Gobierno puede controlar los precios o esta- 
blecer márgenes de comercialización, estando en todo caso prohibida 
la venta a pérdidas. 



Por lo que respecta al régimen del pago del precio de las adquisi- 
ciones efectuadas por los comerciantes, la ley establece el principio de 
pronto pago o, en su defecto, que el mismo se instrumente mediante 
títulos que incorporen acción cambiaria para exigir su cumplimiento, 
disponiendo al efecto la obligación de pagar al tiempo que se recibe 
la mercancía, cuya recepción se debe documentar el mismo día en que 
se produce y con expresión de fecha, y cuando se convenga el pago en 
plazo superior a sesenta días desde la fecha de recepción, se deberá 
instrumentar en documentos que incorporen acción carnbiaria. 

El resto de la disposición está destinado a la regulación de las ac- 
tividades de promoción de ventas (entre las que se ocupa de las ven- 
tas en rebajas, de promoción, en liquidación, con obsequio y ofertas 
de venta directa), de las ventas especiales (entre las que incluye las 
ventas a distancia, la venta automática, la venta ambulante, la venta en 
pública subasta y la venta en régimen de franquicia) y al régimen san- 
cionador, en el que se prevén infracciones sancionables con multas de 
hasta cien millones de pesetas. 

7) Ley 1211996, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1997 

En su Disposición Adicional Undécima se establece que el inte- 
rés legal del dinero para el año 1997 será del 7,5 por 100. 

8) Ley 1311996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Ad- 
ministrativas y del Orden Social 

La norma recoge un conjunto de disposiciones, de las que sola- 
mente se van a mencionar algunas de las que afectan más directa- 
mente al Ministerio Fiscal. 

En primer lugar, se establece (cfr. art. 79) que los órganos juris- 
diccionales del orden social son los competentes para el conocimien- 
to de los recursos que, previo el agotamiento de la vía administrativa, 
puedan interponerse contra las resoluciones que la Entidad Gestora 
dicte en las siguientes cuestiones: 

1 ." Reconocimiento, denegación, suspensión o extinción de pres- 
taciones por desempleo. 

2." Exigencia de devolución de prestaciones indebidamente per- 
cibidas. 

3." Reintegro de prestaciones de cuyo pago sea directamente res- 
ponsable el empresario conforme a lo dispuesto en el artículo 227.1 de 
la Ley General de la Seguridad Social, aprobada por Real Decreto Le- 
gislativo 111994, y con excepción de las actuaciones en materia de ges- 
tidn recaudatoria, según lo previsto en el artículo 3 0) de la Ley de Pro- 
cedimiento Laboral aprobada por Real Decreto Legislativo 211995. 



4." Abono de desempleo en su modalidad de pago único estable- 
cido en el artículo 228.3 de la Ley General de la Seguridad Social 
aprobada por el Real Decreto Legislativo 111994. 

5." Sanciones impuestas a los trabajadores por infracciones leves 
y graves conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1 y 4 de la Ley 
811988. 

En segundo lugar, se reconoce al padre o madre adoptivos dere- 
cho a disfrutar de una suspensión del contrato de trabajo o de un per- 
miso de dieciséis semanas, que se contarán a partir de la aprobación 
del acogimiento o de la adopción y cuya duración se reducirá a seis 
semanas cuando el hijo adoptivo sea mayor de nueve meses y menor 
de cinco años (art. 89). La equiparación entre la filiación natural y 
adoptiva también provoca otra modificación en el régimen de las pen- 
siones suprimiéndose el requisito de la supervivencia por dos años, 
contados a partir de la constitución de la adopción, del adoptante o 
adoptado según se trate de pensiones de orfandad o en favor de los pa- 
dres (art. 131). 

En tercer lugar, el capítulo ID de la Ley se destina a la regulación 
de las ayudas a los afectados por delitos de terrorismo, tanto por da- 
ños de naturaleza personal como material, que son compatibles con 
cualesquiera otras ayudas a que tengan derecho las víctimas o sus cau- 
sahabientes, pudiendo concederse cantidades a cuenta durante la tra- 
mitación del procedimiento, cuya resolución compete al Ministerio 
del Interior, siendo impugnables sus resoluciones ante la Comisión 
Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y 
contra la Libertad Sexual prevista en la Ley 3511995. 

Finalmente se modifica la regulación de la excedencia voluntaria 
por interés particular (art. 104), se establece como causa de la pérdi- 
da de la condición de funcionario la condena a la pena de inhabilita- 
ción absoluta, sea con carácter principal o accesorio (art. 105), y se 
prolonga la permanencia en el servicio activo de los funcionarios has- 
ta los setenta años, siempre que lo soliciten los interesados y con ex- 
cepción, en todo caso, de aquellos que pertenezcan a cuerpos o esca- 
las que tengan normas específicas de jubilación. 

C) Decreto Legislativo 
Real Decreto Legislativo 111996, de 12 de abril, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, regula- 
rizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales sobre la 
materia: 

El Real Decreto Legislativo responde a la previsión contcnida cn 
la Disposición Final Segunda de la Ley 2711995, de 11 de octubre, de 



incorporación al derecho español de la Directiva 93/98/CEE, del Con- 
sejo, de 29 de octubre, relativa a la armonización del plazo de protec- 
ción del derecho de autor y de determinados derechos afines. 

Refunde en un solo texto legal todas las disposiciones legales so- 
bre la materia, a las que a su vez deroga expresamente. 

d) Decretos 

1) Real Decreto 3911996, de 19 de enero, del Ministerio de Jus- 
ticia e Interior, por el que se concede la nacionalidad española a los 
combatientes de las Brigadas Internacionales en la guerra civil espa- 
ñola. 

El objeto de la norma es reconocer que, en los combatientes de las 
Brigadas Internacionales que participaron en la guerra civil entre los 
años 1936 y 1939, concurren las circunstancias excepcionales a que 
alude el artículo 21.1 del Código Civil, pudiendo ejercitar el derecho 
que se les reconoce en el plazo de tres años contados a partir de la en- 
trada en vigor de la norma, lo que ocumó el 5 de marzo de 1996. 

2) Real Decreto 14511996, de 2 de febrero, del Ministerio de Jus- 
ticia e Interior, por el que se modifica y da nueva redacción al Regla- 
mento de Espectáculos Taurinos aprobado por Real Decreto 1761 
1992, de 28 de febrero. 

El interés de la norma radica en que establece deberes de cuidado 
para sus destinatarios, cuya infracción puede dar lugar, además de a 
las sanciones administrativas correspondientes, a realizar uno de los 
elementos que integran el tipo objetivo de algunos delitos culposos. 

3) Real Decreto 15511996, de 2 de febrero, del Ministerio de la 
Presidencia, por el que se aprueba el Reglamento de ejecución de la 
Ley Orgánica 711985, de 1 de julio, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España. 

Aunque la norma, como su propia denominación indica, es el de- 
sarrollo de la Ley Orgánica 711985, contiene disposiciones que afec- 
tan de manera inmediata a la actuación del Ministerio Fiscal, de las 
que se dará cuenta a continuación. 

Cuando de menores extranjeros se trata el Reglamento contiene 
las siguientes previsiones: 

1 ." El tratamiento de los menores extranjeros que se hallen en te- 
mtorio español se acomodará a lo previsto en la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 1989 y tendrán de- 
recho a la educación, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgáni- 
ca 111990, y a la asistencia sanitaria y demás prestaciones sociales 



conforme a lo dispuesto en dicha Convención y en el artículo 10.3 de 
la Ley Orgánica 1/1996. 

2." Si el menor extranjero que se hallare en España estuviese en 
situación de desamparo conforme a lo dispuesto en la legislación ci- 
vil, se encomendará a la protección de la Entidad pública competente 
en la materia, poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal, sin 
que en ningún caso pueda ser objeto de las medidas de expulsión pre- 
vistas en el artículo 26.1 de la Ley y en el propio Reglamento, sino 
que, si es solicitante de asilo, se estará a lo dispuesto en la legislación 
reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, y en 
los demás casos se procederá a su repatriación, en su país de origen o 
en el que se encontrase su grupo familiar, siempre que dicho retorno 
no ponga en peligro su integridad ni suponga riesgo de persecución 
para él mismo o para sus familiares y, en el caso de efectuarse al país 
de origen, siempre que los servicios de protección de menores de di- 
cho país se responsabilicen del menor. 

3." A instancia de la Entidad que asuma la tutela se le otorgará 
permiso de residencia y, si el menor careciese de documentación, se 
le proveerá de una documentación provisional. 

4." Tratándose de menores procedentes de países, o de regiones, 
en conflicto bélico, no se podrá autorizar su traslado a España con fi- 
nes adoptivos, salvo que se acredite fehacientemente que ha resultado 
infruc6osa su búsqueda por los órganos competentis y que se han 
cumplido las obligaciones internacionales contraídas por el Estado y 
las recomendaciones de los organismos internacionales. 

5." No se procederá a acordar el internamiento de menores ex- 
tranjeros en los centros a ello destinados más que cuando, previo in- 
forme favorable del Ministerio Fiscal, sus padres lo hayan solicitado 
y, encontrándose en el mismo establecimiento, éste ofrezca condicio- 
nes idóneas para garantizar la unidad e intimidad familiares. 

Por lo que respecta a los extranjeros mayores de edad, su interna- 
miento, que sólo debe durar el tiempo imprescindible para llevar a ca- 
bo la expulsión sin que en ningún caso exceda de cuarenta días, sólo 
podrá acordarse si se encuentra incurso en alguno de los supuestos de 
expulsión previstos en el artículo 26.l.a), c) y f J  de la Ley Orgáni- 
ca 711985, y durante el tiempo del internamiento se encontrará a dis- 
posición del Juez que lo autorizó, que debe ser el del lugar en el que 
la detención se produjo, gozando aquéllos de los derechos recogidos 
en el capítulo preliminar del Reglamento (educación y libertad de en- 
señanza, rcsidencia y libre circulación, reunión y asociación, sufragio 
y acceso al desempeño de cargos públicos y profesiones tituladas, sin- 



dicación y huelga, asistencia y prestaciones sociales y salud) en la 
medida en la que resulten compatibles con la privación de libertad y, 
especialmente, a la asistencia letrada, que será proporcionada de ofi- 
cio en su caso, y a la de un intérprete gratuito si no entendiera el cas- 
tellano. 

4) Real Decreto 14911996, de 2 de febrero, del Ministerio de In- 
dustria y Energía, por el que se amplía la protección jurídica de las to- 
pografías de los productos semiconductores a los nacionales de los 
países miembros de la Organización Mundial del Comercio. 

5) Real Decreto 19011996, de 9 de febrero, por el que se aprue- 
ba el Reglamento penitenciario. 

Como novedades destacables citaremos las siguientes: profundi- 
zación en el principio de individualización científica en la ejecución 
del tratamiento penitenciario; mayor potenciación y diversificación 
de la oferta de actividades; la aperhira de las prisiones a la sociedad 
para fortalecer los vínculos entre los delincuentes y sus familias y la 
comunidad; la redefinición del régimen cerrado con el estableci- 
miento de dos modalidades de vida y la incorporación en su articula- 
do de las recomendaciones del Consejo de Europa sobre reclusos ex- 
tranjeros. 

Finalmente destacar la intervención del Ministerio Fiscal en el 
control de la actividad penitenciaria en numerosas materias y una ma- 
yor comunicación con la jurisdicción de vigilancia. 

6) Real Decreto 24911996, de 16 de febrero, del Ministerio de 
Justicia e Interior, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico de 
los Cuerpos de Oficiales, Auxiliares y Agentes de la Administración 
de Justicia. 

Como se expresa en su preámbulo, la justificación de la elabora- 
ción del nuevo Reglamento del Personal al servicio de la Administra- 
ción de Justicia radica en la necesidad de reconocer a las Comunida- 
des Autónomas que hayan asumido competencias en dicha materia, 
las facultades derivadas de dicha asunción de competencias, que se re- 
ducen esencialmente a la intervención en los procesos de selección y 
formación, y a la valoración del conocimiento del idioma de aquellas 
que tengan lengua propia. 

7) Real Decreto 25011996, de 16 de febrero, del Ministerio de Jus- 
ticia e Interior, por el que se modifica el Reglamento Orgánico del Cuer- 
po de Secretarios Judiciales, aprobado por Real Decreto 42911988, 
de 29 de abril. 



La modificación que se introduce consiste en añadir al Regla- 
mento una disposición adicional en cuya virtud los Secretarios Judi- 
ciales, en su calidad de Jefe de Personal, deben colaborar con las Co- 
munidades Autónomas que hayan asumido competencias en materia 
de Administración de Justicia en el cumplimiento de las mismas, es- 
tando obligados a respetar las comunicaciones que reciban de los ór- 
ganos competentes de las materias citadas en relación con las materias 
transferidas. 

8) Real Decreto 29611996, de 23 de febrero, por el que se aprue- 
ba el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Médicos Forenses. 

La necesidad de la reforma del Reglamento anterior. que databa 
de 1968, resulta tan patente como la del Reglamento de la Carrera Fis- 
cal, aunque la publicación de este último sigue sin producirse, siendo 
de destacar que se reconoce de manera expresa que las funciones de 
asistencia de los Médicos Forenses tienen que prestarse también a las 
Fiscalías. 

9) Real Decreto 29811996, de 23 de febrero, del Ministerio de 
Justicia e Interior, por el que se establece la plantilla orgánica del Mi- 
nisterio Fiscal. 

También esta disposición constituye una manifestación evidente 
de la relación existente entre la voluntad del ejecutivo y la efectividad 
de las reformas legislativas introducidas en el servicio de la Adminis- 
tración de Justicia, ya que, como se reconoce en el preámbulo de la 
norma, son las nuevas funciones atribuidas al Ministerio Fiscal por la 
Ley Orgánica del Tribunal del Jurado las que determinan el incre- 
mento de la plantilla de aquella institución. 

10) Real Decreto 38511996, de 1 de marzo, del Ministerio de 
Justicia e Interior, por el que se establece el régimen retributivo e in- 
demnizatorio del desempeño de las funciones de Jurado. 

La cita de la presente disposición se realiza para poner de mani- 
fiesto, de una parte, que la efectividad de las reformas que se intro- 
duzcan en el servicio de la Administración de Justicia depende de la 
voluntad del poder ejecutivo, y, de otra, que la retribución de los Ju- 
rados es equivalente a la de los funcionarios de la Administración del 
Estado que, con el mayor rango, intervienen en la sustanciación de ta- 
les procedimientos. 

11) Real Decreto 38611996, de 1 de marzo, del Ministerio de 
Justicia e Interior, por el que se aprueba el Reglamento de los Institu- 
tos de Medicina Legal. 



La modificación del régimen estatutario de los Médicos Foren- 
ses se culmina con la regulación de los Institutos de Medicina Le- 
gal, que, obligatoriamente, deben radicar en la sede de los Tribuna- 
les Superiores de Justicia y en la de sus Salas con jurisdicción en 
una o más provincias, y, faciiltativamente, en aquellas ciudades en 
las que reglamentariamente se establezcan, agrupan a todos los Mé- 
dicos Forenses, sin perjuicio de la posibilidad de establecer delega- 
ciones de uno de los servicios en que se estructuran los Institutos en 
aquellos partidos judiciales en los que no radique el Instituto de 
Medicina Legal. 

La estructura de los Institutos de Medicina Legal es la siguiente: 
Los órganos de dirección los constituyen el Director y el Subdi- 

rector, que se proveerán por el sistema de libre designación en convo- 
catoria pública entre todos los Médicos Forenses, y el Consejo de 
Dirección, que estará integrado por aquéllos, por los Jefes de los Ser- 
vicios que compongan el Instituto y por uno o varios Médicos Foren- 
ses, en los términos que se establezcan en la orden de creación de ca- 
da Instituto. Los servicios de los Institutos se a,mpan en Servicios 
Generales y Administrativos, componiendo aquéllos el Servicio de 
Patología Forense, al que corresponde la investigación de las muertes 
violentas o sospechosas de criminalidad, y el de Clínica Médico-Fo- 
rense, en el que se realizarán los peritajes médico-legales y, en con- 
creto, el control de los lesionados y la valoración de los daños corpo- 
rales. Además, podrá crearse en los Institutos de Medicina Legal una 
Comisión de Docencia e Investigación, de la que formarán parte pro- 
fesores universitarios también y cuyas funciones serán las de impul- 
sar las tareas docentes y de investigación del propio Instituto. 

12) Reales Decretos 411,412 y 41311996, de 1 de marzo, sobre 
actividades relativas a la utilización de tejidos humanos, donantes y 
usuarios relacionados con las técnicas de reproducción humana asisti- 
da, creación del Registro Nacional de Donantes de Garnetos y Preem- 
briones con fines de reproducción humana y autorización y homolo- 
gación de Centros relacionados con dichas técnicas. 

13) Real Decreto Legislativo 111996, de 12 de abril, del Minis- 
terio de Cultura, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, regularizando, aclarando y armonizando las 
disposiciones legales vigentes sobre la materia. 

La norma se dicta en virtud de lo previsto en la Disposición Final 
Segunda de la Ley 2711995, a la que deroga, así como a las siguientes: 
Ley 2211987, de 11 de noviembre; Ley 2011992, de 7 de julio; Ley 



1611993, de 23 de diciembre; Ley 4311994, de 30 de diciembre, y Ley 
2811995, de 11 de octubre. 

14) Real Decreto 69011996, de 26 de abril, del Ministerio de Jus- 
ticia e Interior, por el que se establecen las circunstancias de ejecución 
de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y mesto de fin 
de semana. 

La norma consta de dos Capítulos, destinados a la regulación del 
cumplimiento de cada una de las penas que se expresan en su título, 
cuya regulación sustantiva (cfr. arts. 37.4 y 49 párrafo último del Có- 
digo Penal) remite al desarrollo reglamentario las circunstancias de 
ejecución, que es lo que se realiza con la presente disposición. 

Por lo que respecta a la pena de trabajo en beneficio de la comu- 
nidad, hay que llamar la atención sobre la distinta intervención de la 
Autoridad Judicial en los casos en los que existen convenios con otras 
Administraciones o entidades públicas o privadas para el desarrollo de 
tales actividad es,^ y en los casos en los que tales convenios no existen 
o no disponen de plazas suficientes, ya que, en el primer caso, la in- 
tervención judicial consiste, además de determinar las jornadas de 
trabajo, su duración y el plazo en el que deben ser cumplidas, en apro- 
bar el informe final sobre cumplimiento que le remita la Administra- 
ción penitenciaria, mientras que, cuando no exista convenio o cuando 
resulten insuficientes las plazas, será la propia Autoridad Judicial la 
que tenga que aprobar el trabajo que proponga el penado para el cum- 
plimiento de la pena. 

Por lo que respecta a la pena de arresto de fines de semana, sería 
necesario completar la regulación estableciendo la forma de abono de 
la privación provisional de libertad que el penado haya sufrido, ya que 
cuando se trate de un número impar de días, no está previsto si el día 
de sobra se computará haciéndolo equivaler a un fin de semana com- 
pleto o a dieciocho horas, que es la mitad de la duración de la pena. 

15) Real Decreto 163811996, de 5 de julio, del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda, por el que se modifica el Real Decreto 18 161199 1, 
de 20 de diciembre, sobre Transacciones Económicas con el Exterior. 

La publicación de la presente disposición es una consecuencia ne- 
cesaria de las sentencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas de 23 de febrero y 14 de diciembre de 1995, en cuya virtud 
se declara contraria al principio de la libre circulación de capitales la 
exigencia de la autorización administrativa previa para la exportación 
física de moneda metálica, billetes de banco y cheques bancarios por 
importe superior a 5.000.000 de pesetas que venía establecida en el 
Real Decreto 181611991, de 20 de diciembre. 



En consecuencia, se deja sin efecto la autorización administrati- 
va, que es sustituida por una simple declaración, lo que determina la 
restricción de la extensión del tipo de injusto del artículo 6 de la Ley 
4011979, modificada por la Ley Orgánica 1011983, de manera que, a 
partir de la entrada en vigor de la norma, dejan de tener relevancia pe- 
nal las exportaciones de capitales realizadas sin autorización adrninis- 
trativa, que únicamente podrán ser sancionadas administrativamente 
si la exportación se realizó sin declaración previa a la autoridad com- 
petente, ya que el incumplimiento de tal requisito, compatible con el 
principio de libertad de movimientos en la circulación de los capita- 
les, está sancionado en la norma que se modifica con la presente. 

16) Real Decreto 178411996, de 19 de julio, del Ministerio de 
Justicia, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil. 

Las novedades introducidas en la regulación de las sociedades de 
responsabilidad limitada por la Ley 211995, de 23 de marzo, han de- 
terminado la necesidad de modificar el Reglamento del Registro Mer- 
cantil, tanto para desarrollar dichas novedades como para regular tam- 
bién algunas de las previsiones contenidas en las disposiciones 
adicionales de la Ley, de las cuales las más importantes son el cierre 
del Registro Mercantil a las sociedades que incumplan la obligación 
de depositar las cuentas anuales o la prohibición de emitir obligacio- 
nes o-valores negociables, agrupados en emisiones, a las sociedades 
que no sean anónimas así como a los comerciantes individuales y a las 
personas físicas. 

17) Real Decreto 188211996, de 2 de agosto, del Ministerio de 
Administraciones Públicas, por el que se establece la estructura bási- 
ca del Ministerio de Justicia. 

Mediante la presente disposición se regula la estructura del Mi- 
nisterio de Justicia, una vez desaparecida la unificación del mismo 
con el Ministerio del Interior, que se articula en una Secretaría de Es- 
tado de Justicia y, una Subsecretaría de Justicia. 

De la Secretaría de Estado dependen las Direcciones Generales si- 
guientes: Registros y Notariado, Objeción de Conciencia, Relaciones 
con la Administración de Justicia, Servicio Jurídico del Estado y 
Asuntos Religiosos. 

De la Subsecretaría de Justicia dependen la Secretaría General 
Técnica y las Gerencias Temtoriales. 

18) Real Decreto 210311996, de 20 de septiembre, del Ministe- 
rio de Justicia, por el que se aprueba el Reglamento de asistencia ju- 
rídica gratuita. 



La presente disposición desarrolla la Ley 111996, de 10 de enero, 
y constituye el instrumento básico de trabajo de la Comisión de Asis- 
tencia Jurídica Gratuita. 

19) Real Decreto 236811996, de 18 de noviembre, por el que se 
dictan normas sobre dotación y constitución de plazas de Magistrado 
y Juzgados correspondientes a la programación del ejercicio presu- 
puestario 1996. 

2. Legislación autonómica 

Las disposiciones con rango de ley publicadas han sido las si- 
guientes: 

1) Ley de 10 de enero de 1996, de regulación del comercio inte- 
rior. Se dicta en virtud de título competencia1 de la Junta de Andalu- 
cía en materia de comercio interior y defensa del consumidor y usua- 
rio, sin perjuicio de la política general de precios y de la legislación 
sobre defensa de la competencia. 

2) Ley de 17 de julio de 1996, por la que se modifica la Ley 
111988, de 17 de marzo, de la Cámara de Cuentas de Andalucía. 
La reforma se basa en el respeto a las minorías y el establecimien- 
to de cauces para su participación en el órgano regional de fisca- 
lización. 

3) Ley de 17 de julio de 1996, por la que se modifica la Ley 
911983, de 1 de diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz. Se basa 
en iguales criterios de respeto a las minorías y se modifica la compo- 
sición de la institución, creando un tercer Adjunto. 

4)  Ley de 17 de julio de 1996, por la que se modifica la Ley 
211982, de 21 de diciembre, reguladora del Consejo Asesor de RTVE 
en Andalucía, modificada por la Ley 411987, de 14 de abril. Participa 
de igual fundamento que las dos anteriores leyes y modifica la forma 
de elección del Consejo Asesor, asegurando un miembro al menos a 
cada grupo parlamentario, con excepción del mixto. 

5) Ley de 18 de julio de 1996, relativa a la modificación de los 
artículos 9.1 y 11 de la Ley 811987, de 9 de diciembre, por la que se 
crea la Empresa pública de la Radio y Televisión de Andalucía y re- 
gulación de los servicios de radiodifusión y televisión gestionados por 
la Junta de Andalucía, atribuyendo al Parlamento la competencia pa- 
ra el nombramiento y cese del Director General, que anteriormente 
dependía del Gobierno Autónomo. 



6) Ley de 18 de julio de 1996, relativa a la modificación del artícu- 
lo 20 de la Ley 211989, de 18 de julio, por la que se aprueba el inventa- 
no de los espacios naturales protegidos de Andalucía. Dota a las Juntas 
Protectoras de los Parques Naturales no sólo de funciones consultivas, 
sino también de colaboración con la Administración Ambiental, aproxi- 
mando la participación ciudadana a la gestión del medio natural. 

7) Ley de 31 de julio de 1996, de presupuestos de la Comunidad 
Autónoma. Los aprueba para 1996. En efecto, pese a haber transcurri- 
do ya más de la mitad del ejercicio económico, las circunstancias pre- 
vias a las elecciones autonómicas comportaban unas minorías parla- 
mentarias que impedían su aprobación. La nueva Ley presupuestaria 
mantiene como objetivo prioritario la generación de empleo, poniendo 
el énfasis en el impulso a la actividad productiva y a la movilización 
del capital físico y humano de la Comunidad a través de un conjunto 
de políticas dirigidas a cambios estructurales que permitan avanzar al 
contexto en que ha de desenvolverse. 

8 )  Ley de 26 de diciembre de 1996, del presupuesto de la Co- 
munidad Autónoma de Andalucía para 1997. La nueva composición 
de la Cámara permitió su aprobación en las fechas habituales. Los ob- 
jetivos son similares a los de la ley anterior, con especial atención a la 
reducción del gasto público. 

La ley más importante es el Nuevo Texto de Autonomía de Ara- 
gón, conforme a la redacción dada al mismo por la Ley Orgáni- 
ca 511996, de 30 de diciembre (BOE número 315, de 31 de diciem- 
bre de 1996). 

El Estatuto de Autonomía de Aragón consta de un Título Prelimi- 
nar; de un título 1 que comprende la Organización Institucional de la 
Comunidad Autónoma de Aragón; Título Ii: Competencias de la Co- 
munidad Autonoma; Título IIi: La Administración Pública en Aragón; 
Título IV: Economía y Hacienda; Título V: Reforma del Estatuto; Dis- 
posiciones Adicionales y las Disposiciones Transitorias. 

El referido Estatuto, define a Aragón como Nacionalidad, acce- 
diendo a un Autogobierno de conformidad con la Constitución y el 
presente Estatuto, que es su norma institucional básica. 

Los poderes de la Comunidad Autónoma, emanación de la Cons- 
titución y del pueblo aragonés. 

Respecto a la eficacia del Derecho propio de Aragón, el artículo 
9, número 2, dice: «Las normas que integran el Derecho Civil de Ara- 
gón tendrán eficacia personal y serán de aplicación a todos los que os- 
tenten la vecindad civil aragonesa, independientemente del lugar de 



residencia, y excepción hecha de aquellas disposiciones a las que le- 
galmente se les atribuya eficacia territorial.» 

Las instituciones de la Comunidad Autónoma, son a tenor de lo 
dispuesto en el artíczilo 11: Las Cortes de Aragón, el Presidente; la 
Diputación General y el Justicia de Aragón. 

Las Cortes de Aragón representan al pueblo aragonés, ejercen la 
potestad legislativa, aprueban sus presupuestos, impulsan y controlan 
la acción de la Diputación General, y ejercen las demás competencias 
que les confieren la Constitución, el Estatuto y las normas del Orde- 
namiento Jurídico. 

El Presidente, es elegido por las Cortes de Aragón de entre sus di- 
putados y nombrado por el Rey. Ostenta la suprema representación de 
Aragón, y la ordinaria del Estado en el territorio aragonés. Preside la 
Diputación General. 

La Diputación General ejerce la función ejecutiva y la potestad 
reglamentaria. Está constituida por el Presidente y los Consejeros, que 
el Presidente nombra y separa libremente. 

El Presidente y los demás miembros de la Diputación General du- 
rante su mandato y por los actos delictivos cometidos en el territorio 
de Aragón, no podrán ser detenidos ni retenidos, sino en supuesto de 
flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su incul- 
pación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justi- 
cia de Aragón. 

Fuera del ámbito temtorial de Aragón, la responsabilidad penal 
será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tri- 
bunal Supremo. 

El Tribunal Superior de Justicia es el órgano jurisdiccional en que 
culmina la organización judicial en su ámbito temtorial, y ante el que 
se agotan las sucesivas instancias procesales en los términos del ar- 
ticulo 152 de la Constitución. 

El Presidente y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
de Aragón son nombrados en la forma prevista por la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, siendo mérito preferente el conocimiento del De- 
recho propio de Aragón, sin que pueda establecerse excepción alguna 
por razón-de naturaleza o vecindad. 

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Aragón es nom- 
brado por el Rey. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Se- 
cretarios se realiza en la forma legalmente establecida siendo mérito 
preferente el conocimiento del Derecho propio de Aragón. 

La organización y funcionamiento del Ministerio Fiscal corres- 
ponde al Estado, de conformidad con las leyes generales. 

El Justicia de Aragón, tiene las siguientes funciones: 



- La protección y defensa de los derechos individuales y colec- 
tivos reconocidos en el Estatuto. 
- La tutela del ordenamiento jurídico aragonés. 
- La defensa del Estatuto. 
- Supervisar la actividad de la Administración de la Comunidad 

Autónoma. 
El Estatuto aragonés no se ha atribuido algunas competencias de 

las que disfrutan otras Autonomías, como la posibilidad de crear una 
policía propia o la relativa a la ejecución de la legislación general del 
Estado en materia penitenciaria, por motivos de oportunidad política, 
pese a que Aragón, pretenda con este Estatuto estar a la misma altura 
que las Comunidades llamadas de primer grado. 

Otras leyes de la Comunidad Autónoma: 
A título enunciativo podemos enumerar las siguientes: 
- Decreto 411996, de 30 de enero, de la DGA, por el que se 

aprueba la estructura orgánica del Departamento de Sanidad, Bienes- 
tar Social y Trabajo. 
- Decreto 8111996, de 30 de abril, del Gobierno de Aragón por 

el que se reestructura la Administración periférica de la Comunidad 
Autónoma de Aragón. 
- Ley 511996, de 31 de mayo, de Presupuestos de la Comunidad 

Autónoma de Aragón para 1996. 
- Decreto 13211996, de 11 de julio, por el que se aprueba el Re- 

glamento de Organización y Funcionamiento de la Comisión Jurídica 
Asesora. 
- Ley 811996, de 2 de diciembre, de delimitación comarcal de 

Aragón. 

La actividad legislativa de la Junta General del Principado de As- 
tunas, se manifestó durante el año 1996, en la publicación de las si- 
guientes disposiciones: 
- Ley 111996, de 26 de abril, de concesión de créditos extraor- 

dinarios y suplementos de créditos destinados a atender la actualiza- 
ción de retribuciones, modificaciones de plantilla y otras obligaciones 
del personal al servicio de la Administración, organización Autónoma 
y Servicios de Salud del Principado de Asturias. 
- Ley 211996, de 25 de junio, de Presupuestos Generales del 

Principado para 1996. 
- Ley 311996, de 21 de noviembre, reguladora de la tasa por ins- 

pección y control sanitario de carnes frescas y de aves de corral. 



- Ley 411996, 13 de diciembre, de modificación de la Ley 31 
1985 de Ordenación de la función pública del Principado de Asturias. 
- Ley 511996, de 27 de diciembre, de creación del Colegio pro- 

fesional de Protésicos Dentales. 
- Ley 611996, de 27 de diciembre, de creación del Colegio pro- 

fesional de Fisioterapeutas. 
- Ley 711996, de 27 de diciembre, de creación del Colegio pro- 

fesional de Podólogos. 
- Ley 811996, de 27 de diciembre, de declaración del Parque 

Natural de Redes. 
- Ley 911996, de 27 de diciembre, reguladora del Consejo Es- 

colar del Principado de Asturias. 
- Ley 1011996, de 3 1 de diciembre, de Presupuestos Generales 

del Principado de Asturias para 1997. 
Dada la naturaleza de las disposiciones reseñadas, sin incidencia 

apreciable en él materias jurídicas de relevancia a los fines de esta me- 
moria, omitimos cualquier otro comentario sobre ellas. 

d) BALEARES 
De la Legislación Autonómica de las Islas Baleares hablaremos de: 
- Ley 111996: Ley de modificación del artículo 45 de la Ley 

211989, de 22 de febrero, de la Función Pública de la Comunidad Au- 
tónoma de las Islas Baleares. 
- Ley 211996: Ley de incompatibilidades de los miembros del 

Gobierno y de los Altos Cargos de la Comunidad Autónoma de las Is- 
las Baleares. 
- Ley 311996: Ley de atribuciones de competencias a los Con- 

sejos Insiilares de Menorca, Ibiza y Formentera en materia de Orde- 
nación Turística. 
- Ley 411996: Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad 

Autónoma de las Islas Baleares para el año 1997. 
- Ley 511996: Ley de diversas medidas tributarias y adminis- 

trativas. 
- Ley 611996: Ley por la cual se crea y regula el Plan de Moder- 

nización de la Oferta Turística Complementaria de las Islas Baleares. 

e) CANARIAS 
- Ley 111996, de 31 de mayo, de creación del Colegio Oficial 

de Fisioterapeutas de Canarias. 
- Ley 211996, de 8 de julio, de creación del Colegio Profesional 

de Diplomados y Técnicos de Empresas y Actividades Turísticas de 
Canarias. 



- Ley 311996, de 11 de julio, de participación de las personas 
mayores y de la solidaridad entre generaciones. 
- Ley 411996, de 5 de noviembre, de Modificación Parcial de la 

Ley 1411990, de 26 de julio, de Régimen Jurídico de las Administra- 
ciones Públicas de Canarias. 
- Ley 511996, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales 

de la Comunidad Autónoma de Canarias para 1997. 
- Ley 611996, de 30 de diciembre, de Modificación de la Ley 

Territorial 711992, de 25 de noviembre, de Creación del Instituto Ca- 
nario de Formación y Empleo. 

f) CANTABRIA 

De las leyes elaboradas por la Asamblea Regional de Cantabria 
destacaremos como más significativas la Ley 111996, de 14 de ma- 
yo, de Salud Mental de Cantabria, que pretende regular en el ámbi- 
to de esta Comunidad las actuaciones necesarias en materia de asis- 
tencia psiquiátrica y su coordinación con las distintas Admi- 
nistraciones Públicas, para lograr así un mayor grado de eficacia, 
asegurando una estrecha colaboración entre los Servicios Sanitarios 
y Sociales dependientes de la Consejería de Sanidad y Bienestar 
Social. Con esta Ley se consuma el traspaso de funciones y servi- 
cios de la Administración del Estado a la comunidad autónoma en 
materia de sanidad. 

Esta Ley era muy necesaria para evitar los continuos roces con la 
Administración Central respecto a la asunción de competencias y, es- 
pecialmente, en materia económica, donde por lo regular siempre ha- 
bía discrepancias sobre quién había de soportar los gastos de interna- 
miento de enfermos u otros derivados de esa atención sanitaria. 

Ley 311996, de 24 de septiembre, sobre Accesibilidad y Supresión 
de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y de Comunicación. Se pro- 
mulgó con objeto de garantizar el uso y la utilización de los bienes y 
servicios a todas aquellas personas con movilidad reducida o con 
cualquier otra limitación física, psíquica o sensorial, tratando, de esta 
manera, de eliminar las barreras que perturban la total incorporación 
de las personas con minusvalía a la vida activa de la nación española, 
eliminando en definitiva cualquier discriminación en razón a un défi- 
cit físico o psíquico. 

Ley 811996, de 27 de diciembre, de los Presupuestos Generales de 
la Diputación Regional de Cantabria. 

Hay otras leyes que afectan a temas puntuales referentes a carre- 
teras, modificaciones de impuestos y suplementos de crédito. 



Durante el año 1996 han sido varias las leyes, decretos y órdenes 
publicadas en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, de las que, a 
continuación, vamos a hacer referencia a aquellas que, desde la pers- 
pectiva jurisdiccional, ofrecen mayor interés. 

a)  Decreto 511996, de 16 de enero, sobre Constitución del Con- 
sejo Superior de los Colegios de Abogados de Castilla-La Mancha. 

El artículo 32 del Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha 
atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia sobre el desarro- 
llo legislativo y la ejecución, en el marco de la legislación básica del 
Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca, en ma- 
teria de Corporación de Derecho Público representativas de intereses 
económicos o profesionales. 

Los Colegios de Abogados existentes en la Comunidad Autóno- 
ma, en ejercicio de sus facultades asociativas y siguiendo la tendencia 
general en el resto de las Comunidades, han resuelto constituirse en 
Consejo Superior, circunscrito al ámbito temtorial regional, siendo 
éste un Organismo de funcionamiento similar al Consejo General de 
la Abogacía. 

En la actualidad no existe legislación de desarrollo sobre Cole- 
gios Profesionales en esta Comunidad Autónoma, ni ha parecido pro- 
picio el realizarla teniendo en cuenta que la Administración del Esta- 
do está estudiando la reforma de la ley vigente, lo cual podría incidir 
en la normativa regional que se vería alterada al poco tiempo de su 
aprobación. 

Como consecuencia de ello se ha estimado aplicable con carácter 
supletorio el derecho del Estado, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 149.3 de la Constitución, en concreto la Ley 211974, de 13 de 
febrero, sobre Colegios Profesionales, modificada por la Ley 7411978, 
de 26 de diciembre, cuyo artículo 4.4 dispone que cuando estén cons- 
tituidos varios Colegios de la misma profesión de ámbito inferior al 
nacional existirá un Consejo General. 

Por este decreto se aprueba la Constitución del Consejo Superior 
de los Colegios de Abogados de Castilla-La Mancha, integrado por 
los Colegios de Abogados de Albacete, Ciudad Real, Cuenca, Guada- 
lajara, Talavera de la Reina y Toledo, estableciéndose que dicha nor- 
ma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario O$- 
cial de Castilla-La Mancha (lo que tuvo lugar el 19 de enero de 1996). 

El Decreto recoge en los siete títulos de que se compone, tanto la 
constitución, naturaleza, personalidad jurídica y sede corporativa (que 



se fija en el domicilio donde resida el Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla-La Mancha, sin perjuicio de que puedan convocarse reunio- 
nes en cualquier otro lugar de la comunidad), como la competencia y 
funciones de dicho Consejo Superior, entre las que había que señalar: 

1) Las atribuidas al Consejo General de la Abogacía en cuanto 
se refieran a la Comunidad de Castilla-La Mancha. 

2) Coordinar a los Colegios integrados dentro del Consejo y re- 
presentarlos en las cuestiones de interés común, sin perjuicio de la in- 
dependencia de cada Colegio. 

3) Aprobar y modificar sus propios Estatutos. 
4) Velar por el cumplimiento de los fines de la Abogacía y por 

el prestigio y la libertad de la profesión de Abogado, ejercitando cuan- 
tas acciones y recursos sean necesarios ante las Jurisdicciones y Au- 
toridades Competentes. 

5) Colaborar con la Administración de Justicia y con los Pode- 
res Públicos en el respeto, realización y desarrollo de los derechos de 
la persona, dentro del propio temtorio del Consejo. 

6) Elegir representantes de la Abogacía para participar en los 
Consejos y Organismos consultivos de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha, cuando fuera requerido para ello o estuviera así 
establecido. 

7) Convocar y celebrar Asambleas, Congresos, Seminarios, 
Jornadas o Conferencias relacionadas con el ejercicio de la Abogacía 
y los fines de ésta. 

8) Fomentar y mantener las relaciones de la Abogacía con los 
diversos Organos de la Administración de Justicia, dentro del respeto 
y colaboración necesaria para el cumplimiento de los fines propios de 
la Abogacía. 

9) Convocar y resolver los recursos de los Colegiados de Cas- 
tilla-La Mancha contra los acuerdos de sus respectivos Colegios. 

10) Fijar la cooperación de los Colegios a los gastos del Conse- 
jo de la forma que sea más conveniente, así como establecer los in- 
gresos propios y administrar el patrimonio del Consejo, sin otras 
limitaciones que las que se deduzcan de sus propias normas de fun- 
cionamiento. 

11) Informar de los Proyectos de Ley que se presenten en las 
Cortes de Castilla-La Mancha y Normas que prepare el Gobierno Re- 
gional en materias judiciales. 

Igualmente se regulan los Organos del Consejo, tanto los compo- 
nentes del Pleno, como de la Junta de Gobierno, su funcionamiento, 



su régimen económico y la jurisdicción disciplinaria que asume dicho 
Consejo, en vía administrativa, y los recursos que caben contra los ac- 
tos, resoluciones y acuerdos de los ilustres Colegios de Abogados de 
Castilla-La Mancha, concluyendo que, en todo lo no previsto en estos 
Estatutos, serán de aplicación las Normas y Reglamentos del Consejo 
General de la ~ b o ~ a c í a  Española y, en todo caso, la Ley de ~ é ~ i m e n  
Jurídico de las Administraciones Públicas del Procedimiento Admi- 
nistrativo Común. Todo ello en veintidós artículos y una Disposición 
Supletoria. 

b)  Orden de 8 de febrero de 1996, por la que se convocan las ac- 
tividades de formación y coordinación para las Policías Locales de 
Castilla-La Mancha en el año 1996. 

Dicha Orden fue dictada en aplicación de lo dispuesto en la Ley 
211977, de 2 de abril, de coordinación de las Policías Locales de Cas- 
tilla-La Mancha, en cuyo Capítulo III se definen las competencias de 
la Junta de Comunidades sobre la formación de los miembros de es- 
tos Cuerpos de Seguridad. Consecuente con ella, el Decreto 111990, 
fija criterios de selección, regula los puntos básicos para guardias y de 
técnicas de mando para cabos, correspondiendo a la Consejería de Ad- 
ministraciones Públicas, a través de la Dirección General de Admi- 
nistración Local, el diseño y aplicación de actuaciones en el área de 
formación de las Policías Locales de la Región. 

En base a dichas disposiciones, la referida Orden, fija los plazos 
de inscripciones, el horario, la asistencia y las certificaciones, las ac- 
tividades a realizar, así como un Plan General de cada actividad en el 
que se desarrollan los aspectos organizativos y didácticos y el régimen 
económico de dichas actividades, dentro del que se incluyen el coste 
de alojamiento de profesores colaboradores y alumnos. 

c )  Decreto de la Presidencia de la Junta número 32/1996, de 25 
de marzo, por el que se establece el número y denominación de las 
Consejerías que integran la Administración Regional. 

En dicho Decreto las nuevas Consejerías que integran la comuni- 
dad son las siguientes: 
- Consejería de Economía y Administraciones Públicas. 
- Consejería de Agricultura y Medio Ambiente. 
- Consejería de Educación y Cultura. 
- Consejería de Sanidad. 
- Consejería de Industria y Trabajo. 
- Consejería de Bienestar Social. 
- Consejería de Obras Públicas. 



Igualmente se establece la aprobación, en la Presidencia de la 
Junta, de un Consejero Portavoz del Gobierno y que el Consejero de 
Economía y Administraciones Públicas ejercerá las funciones de Se- 
cretario del Consejo de Gobierno. 

d)  Decreto 44,4996, de 16 de abril, de la Consejería de Econo- 
mía y Administraciones Públicas, por el que se crea la Oficina de la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en Bruselas. 

Este Decreto se publica debido a la creciente influencia que las 
decisiones adoptadas por las Instituciones Comunitarias tienen en la 
vida de los ciudadanos de esta Región, lo que hace aconsejable inten- 
sificar la presencia institucional de esta Comunidad Autónoma ante 
los organ&mos de la Unión Europea, mediante la creación de estz ofi- 
cina, que permita reforzar la defensa de los intereses regionales en el 
ámbito comunitario, complementando la labor que desarrolla la Re- 
presentación Permanente de España ante la Unión Europea. 

Se asignan como funciones más representativas de esta oficina las 
siguientes: 
- Asesoramiento e información en relación con las políticas, 

normas y programas comunitarios que afecten a los intereses socio- 
económicos de los ciudadanos, empresas, colectivos e instituciones de 
la Comunidad Autónoma. 
- Impulso, ante las Instituciones Europeas, de los proyectos e 

iniciativas presentados por la Administración Regional en el marco de 
los diferentes programas comunitarios. 
- Asistencia logística a colectivos, empresas, entidades o insti- 

tuciones de la Región, ante los organismos de la Unión Europea. 
- Facilitar y promover encuentros de los agentes socioeconómi- 

cos y representantes de colectivos e instituciones de la Comunidad 
Autónoma, con las instituciones sanitarias. 
- Colaborar en la acción de promoción exterior de los intereses 

económicos de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha. 
- Cualesquiera otras que le sean encomendadas por la Conseje- 

ría de Economía y Administraciones Públicas y la Secretaría General 
de la Presidencia. 
- En el anterior Decreto se regulan los Organos de dicha ofici- 

na, y se faculta a la Consejena de Economía y Administraciones Pú- 
blicas para que dicte cuantas disposiciones sean necesarias para el 
cumplimiento del mismo. 

e)  Decreto 72/1996, de 30 de abril, de la Consejería de Sanidad, 
por el que se aprueba el Reglamento de la Ley contrn la Venta y Pu- 
blicidad de Bebidas Alcolzólicas a Menores. 



La Ley 211995, de 2 de marzo, contra la venta y publicidad de be- 
bidas alcohólicas a menores, pretendía evitar el consumo de alcohol 
por los menores de dieciocho años, debido a los efectos perniciosos 
que tiene para su salud, y su disposición final primera facultaba al 
Consejo de Gobierno para que desarrollase reglamentariamente lo que 
en ella se dispone. 

El Reglamento se estructura en cinco Capítulos. El Capítulo 1 de- 
sanolla las prohibiciones de la Ley relativa a la venta, dispensación y 
suministro de alcohol a menores de dieciocho años de edad. El Capí- 
tulo 11 regula las limitaciones de la promoción y publicidad de bebi- 
das alcohólicas cuando aquéllas vayan dirigidas a menores de edad. El 
Capítulo Ki contiene las competencias de los Ayuntamientos y de la 
Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 
en estas materias, y coordina las actuaciones entre ambas Administra- 
ciones, desarrollando lo dispuesto por la Ley. El Capítulo IV regula el 
régimen sancionador, con estricto respeto a los principios de legalidad 
penal y jerarquía normativa. Por último, el Capítulo V desarrolla el 
procedimiento sancionador. La sección Primera de este Capítulo tiene 
como finalidad facilitar la inspección, con las debidas garantías para 
los inspeccionados. La Sección Segunda se refiere a la Administra- 
ción Local y la Sección Tercera contiene normas de procedimiento. 

En el mencionado Reglamento, quedan prohibidos en el territorio 
de Castilla-La Mancha, la venta, dispensación y suministro, gratuitos 
o no, por cualquier medio, de bebidas alcohólicas a menores de die- 
ciocho años. 

El propio Reglamento considera y entiende por bebida alcohóli- 
ca, toda bebida, natural o compuesta, cuyo contenido o graduación al- 
cohólica, natural o adquirida, sea igual o superior al 1 por 100 de su 
volumen, y entiende por venta, d i~pensac ió~o silministro, toda trans- 
misión jurídica o título gratuito u oneroso, efectuada por cualquier 
medio, cuyo objetivo final sea el consumo de bebidas alcohólicas por 
uno o varios menores de edad. 

Se obliga a todos los establecimientos en los que se vendan bebi- 
das alcohólicas, tales como bares, discotecas, supermercados y simi- 
lares, a colocar, de modo que puedan ser vistos fácilmente por cual- 
quier cliente del establecimiento, carteles que adviertan que está 
prohibida su venta a menores de edad, debiendo colocarse, asimismo, 
dichos carteles con motivo de fiestas, romerías y otros acontecimien- 
tos que den motivo a instalaciones ocasionales de establecimient~s 
que vendan bebidas alcohólicas, prohibiéndose expresamente cual- 
quier campaña o actividad, publicitaria o no, dirigida específicamen- 
te a menores de dieciocho años que inciten al consumo de bebidas al- 



cohólicas, sin que en ningún tipo de publicidad se puedan utilizar ar- 
gumentos dirigidos específicamente a personas menores de dieciocho 
años, quienes tampoco podrán protagonizar o figurar en anuncios pu- 
blictarios de bebidas alcohólicas. 

Las sanciones contemplan multas que van desde 10.000 pesetas 
hasta 10.000.000 de pesetas, contemplándose, asimismo, la posibili- 
dad de que las infracciones muy graves y las graves se puedan san- 
cionar, además, con la clausura del local o prohibición de la actividad 
por un período máximo de dos años, y que cuando se trate de infrac- 
ciones en materia de publicidad, las agencias y los medios de publici- 
dad o difusión responsables sean excluidos de toda posible contrata- 
ción con la Administración Regional durante un período máximo de 
dos años. 

Para la graduación de las sanciones, el Decreto tiene en cuenta la 
edad de los afectados, el número de personas afectadas, la graduación 
de las bebidas alcohólicas, los beneficios obtenidos, así como el gra- 
do de difusión de la publicidad. 

Por su parte el Capítulo III establece las competencias específi- 
cas, de esta materia, tanto de los Ayuntamientos, como de la Admi- 
nistración Regional. 

fl Decreto 88/1996, de 114 de mayo, de la Consejería de Obras 
Públicas, por el que se regula la Concesión de Ayudas a la Promoción 
y Adquisición de Viviendas en Castilla-La Mancha para el período 
1996-1 999. 

El Real Decreto 219011995, de 28 de diciembre, publicado en el 
Boletín Oficial del Estado de 30 de diciembre, sobre medidas de fi- 
nanciación de actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo 
para el período 1996-1999, establecía el sistema de ayudas públicas 
con cargo a recursos estatales que regiría durante el citado período, y 
que se aplicaría en Castilla-La Mancha en el marco del Convenio sus- 
crito entre el Ministerio de Obras Públicas, Transporte y Medio Am- 
biente y la Consejería de Obras Públicas, el 29 de enero de 1996. 

La Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 3 l.l.b) de su Estatuto de Autonomía tiene 
competencias exclusivas en materia de Ordenación del Temtorio, Ur- 
banismo y Vivienda, lo que le permite establecer sus propios instru- 
mentos normativos tendentes a garantizar y facilitar el acceso a la vi- 
vienda en esta Comu~dad. 

El Plan de Vivienda 1996-1999 supone dar continuidad a la polí- 
tica de viviendas marcada por el Real Decreto 193211991, por el que 
se regulaba el Plan de Vivienda 1992-1995, si bien como recoge el ya 



citado Real Decreto 219011995 se introducen una serie de modifica- 
ciones de carácter cualitativo, en orden a mejorar la eficacia social de 
las actuaciones. 

El funcionamiento del Plan de Vivienda 1992-1995, en la Comu- 
nidad de Castilla-La Mancha. ha sido altamente satisfactorio. habién- 
dose superado el 100 por 10Ó de los objetivos previstos en el mismo, 
y, en particular, en lo referente a las actuaciones de viviendas de pro- 
tección oficial en la modalidad de régimen especial. A este resultado 
ha contribuido de manera directa esta Comunidad Autónoma a través 
de su propia normativa: en un primer momento el Decreto 7411 992, de 
12 de mayo, y, posteriormente, el Decreto 6811994, de 28 de julio, 
donde se han regulado las ayudas a la adquisición y promoción de vi- 
viendas en Castilla-La Mancha para el período 1992-1995. 

Por todo ello, se ha considerado necesario, para la consecución de 
los objetivos del Gobierno Regional en materia de vivienda, el esta- 
blecimiento de una nueva normativa, que fijando el correspondiente 
sistema de ayudas, desarrolle el Convenio suscrito, complemente el 
Real Decreto 219011995, y defina aquellas ayudas exclusivas que fi- 
jan el interés preferente de esta Comunidad Autónoma, dirigido a po- 
tenciar el acceso a la vivienda de quienes se encuentren en los niveles 
de renta más bajas, y especialmente de los jóvenes. 

Para ello el presente Decreto define el sistema de ayudas públicas 
a la vivienda en Castilla-La Mancha con cargo a recursos propios de 
la Junta de Comunidades. 

Del proyecto de Decreto se ha dado audiencia a las asociaciones 
interesadas por término de diez días, de conformidad con lo dispues- 
to en el artículo 130.4 de la Ley de Procedimiento Administrativo. 

El citado Decreto consta de cuatro capítulos que contienen su ob- 
jeto y ámbito de aplicación, las ayudas a las viviendas de protección 
oficial de nueva construcción, las ayudas a viviendas a precio tasado, 
las relativas a actuaciones de rehabilitación, así como normas sobre 
tramitación de expedientes y seguimiento de las actividades de los in- 
teresados. 

g) Orden de 30 de abril de 1996, de la Consejcría de Agric~dtu- 
rn y Medio Ambiente, por la que se regula la Canzpalia de Prevenciórz 
de Incendios Forestales, correspondiente al aiio 1996. 

Ante el riesgo de incendios forestales, se hace necesario para la 
campaña 1996, ordenar aquellas actividades que pueden provocarlos, 
durante la época de mayor peligro, con el fin de evitar la declaración 
de incendios forestales cn montes públicos y privados de la Comuni- 
dad Autónoma y conseguir su más rápida extinción, en caso de pro- 



ducirse. Todo ello, dentro del marco de la Ley 8111968, de 5 de di- 
ciembre, sobre Incendios Forestales, de su Reglamento de 23 de di- 
ciembre de 1972 y del Decreto 6111986, de 27 de mayo, sobre Pre- 
vención y Extinción de Incendios Forestales. 

De acuerdo con lo expuesto y en virtud de las competencias cuyo 
ejercicio encomienda a esa Consejería el Decreto 7411995, de 29 de 
agosto, y el artículo 23.2.c) de la Ley 811995, de 21 de diciembre, se 
dictó esta Orden referida a todos los terrenos forestales de la región, 
perímetros de humedades, zonas húmedas actualmente secas por cau- 
sas naturales o actuaciones humanas, tanto si están poblados por es- 
pecies arbóreas como por matorral o pastizal, y en la franja de 400 
metros de ancha que los circunda. 

Se prohíbe durante la época comprendida entre el 1 de junio y el 
30 de septiembre, que podrá ampliarse, si las condiciones atmosfén- 
cas lo aconsejan, el empleo de fuego en todo tipo de montes, cual- 
quiera que sea la finalidad de aquél, exceptuándose tan sólo de dichas 
prohibiciones los fuegos realizados en zonas de acampada y áreas re- 
creativas, siempre que se realicen con las debidas precauciones y en 
las instalaciones señaladas al respecto. 

Igualmente, y con carácter general, se prohíbe en todo el territorio 
regional, la quema de rastrojos hasta el 30 de septiembre inclusive. 

Contiene incluso la prevención de que los fumadores que transi- 
ten por los montes deberán apagar cuidadosamente los fósforos, y 
puntas de cigarros antes de tirarlos, quedando, asimismo, prohibido 
arrojar unos y otras desde los vehículos. 

La referida Orden contiene asimismo instrucciones sobre la que- 
ma de basureros y sobre extinción de incendios, así como sobre in- 
fracciones y su sanción. 

h) Ley 2/1996, de 27 de junio, de nzod$cación de la LRy 8/1995, 
de 21 de diciembre, del Gobierno y del Consejo Consc~ltivo de Casti- 
[la-La Mancha. 

En el mes de diciembre de 1995, el Pleno de las Cortes Regiona- 
les aprobó la Proposición de Ley del Gobierno y del Consejo Consul- 
tivo de Castilla-La Mancha, que fue tramitada por acuerdo unánime 
de los tres grupos políticos con representación parlamentaria en la Cá- 
mara, y cuyo texto fue publicado en el Diario Oficial de Castilla-La 
Mancha como Ley 811995, de 21 de diciembre. 

Advertida, durante el proceso de desarrollo reglamentario de la 
referida Ley, la necesidad de incluir algunas modificaciones en su ar- 
tículo 49, los Grupos parlaiiieiitarios Socialista y Popular y el Diputa- 
do de Izquierda Unida, en el mismo espíritu de consenso y colabora- 



ción que presidió la aprobación de la Ley 811995, y con el ánimo de 
respetar el acuerdo de que las modificaciones al citado texto legal se 
produzcan por una mayoría cualificada de tres quintos, han acordado 
proceder a dar una nueva redacción al artículo 49 en los términos que 
se expresan en la presente Ley. 

El artículo 49 de la Ley 811995, de 21 de diciembre, del Gobier- 
no y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, quedará redacta- 
do como sigue: 

El Presidente y los Consejeros durante el período de su mandato 
son inamovibles. 

Cesarán en sus cargos: 
1. Por renuncia o incompatibilidad. 
2. Por extinción del mandato. 
3. Por incumplimiento grave de sus funciones. 
4. Por incapacidad o inhabilitación declaradas por resolución ju- 

dicial. 
El Mandato de los Consejeros natos será, con carácter general, 

ininterrumpido. El Reglamento Orgánico establecerá las excepciones 
a esta regla general y el plazo para la incorporación de los mismos. 

i )  Reglamento del Consejo Corzsultivo de Castilla-La Manclza, 
aprobado el 27 de junio de 1996. 

En dicho Reglamento, que está compuesto de cuatro Títulos, se 
recoge tanto la naturaleza de dicho Consejo, al que se define como el 
superior órgano consnltivo de la Junta de Comunidades y, en su ca- 
so, de las Corporaciones Locales de la Comunidad Autónoma, como 
sus funciones, entre las que se destacan el que deberá velar por la ob- 
servancia de la Constitución, del Estatuto de Autonomía de Castilla- 
La Mancha y del conjunto del ordenamiento jurídico, así como apre- 
ciará, según los casos, la constitucionalidad, la adecuación al 
Estatuto de Autonomía, y la legalidad de los anteproyectos y proyec- 
tos de Ley, proyectos de Disposiciones Generales, convenios y actos 
administrativos, que le sean sometidos a consulta. Dicha consulta se- 
rá preceptiva cuando una Ley así lo establezca, y facultativa en los 
demás casos. 

Los dictámenes del Consejo se fundamentarán en derecho y no 
serán vinculantes. 

Los Títulos siguientes se ocupan de la composición del Consejo, 
de los Consejeros, sus incompatibilidades, remuneraciones, inamovi- 
lidad, así como renovación, suspensión, de los Organos del Consejo, 
reseñando las atribuciones tanto del Pleno como de su Presidente; de 
las reuniones del Plenario y de la forma de adoptar acuerdos, del pro- 



cedimiento a seguir en caso de solicitud de dicho dictamen y por últi- 
mo de su competencia. 

j) Orden de 12 de agosto de 1996, de la Consejería de Sanidad, 
sobre acitorización de los Servicios de Extracción y Trasplante de Or- 
ganos de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha. 

Las actividades de extracción y trasplante de órganos se han 
constituido en una práctica habitual de los centros sanitarios hospita- 
larios del Sistema Nacional de Salud, posibilitadas por los avances 
tecnológicos y científicos logrados por la medicina y otros campos 
del saber. La actividad trasplantadora supone un hecho de relevancia 
social, ético-jurídica, técnica, científica- y económica, lo que exige 
que los poderes públicos regulen los requisitos que deben cumplir los 
centros y servicios que pretenden desarrollar tal actividad, con el fin 
de garantizar a los ciudadanos una asistencia sanitaria eficaz, segura 
y de calidad. 

La Ley 3011979, de 27 de octubre, y su desarrollo por el Real De- 
creto 42611980, de 22 de febrero, así como el Real Decreto 41111996, 
de 1 de marzo, contienen la normativa básica en relación con la ex- 
tracción y trasplante de órganos y tejidos humanos, señalando que ta- 
les actividades sólo podrán llevarse a cabo en los centros sanitarios 
debidamente autorizados. 

La presente Orden regula el procedimiento mediante el cual los 
centros sanitarios podrán solicitar autorización para realizar trasplan- 
te de tejidos y órganos, así como los requisitos estructurales que de- 
berán reunir tanto para la extracción como para el trasplante. 

La mencionada Orden está compuesta de nueve capítulos, en los 
que (además de referirse a que la extracción, implantación, trasplante 

'y conservación de órganos y tejidos humanos, con fines terapéuticos, 
sólo podrán realizarse en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha por aquellos centros sanitarios públicos o priva- 
dos que obtengan autorización específica para el desarrollo de tales 
actividades, de conformidad con lo dispuesto en la presente orden), se 
fijan las condiciones que habrán de reunir los centros sanitarios que 
pretendan realizar este tipo de actividades, los requisitos para la ob- 
tención de tejidos, normas sobre los Bancos de Tejidos Humanos, pro- 
cedimiento de autorización, así como sobre la supervisión, infracción 
y sanciones. 

k) Decreto 127/1996, de 15 de octubre, de la Consejerí'a de Bie- 
nestar Social, sobre Acreditacidn y Registro Central de Entidades de 
Voluntariado en Castilla-La Mancha. 



La Disposición Final Primera de la Ley 411995, de 16 de marzo, 
del Voluntariado en Castilla-La Mancha, facultó al Gobierno para su 
desarrollo y aplicación, y, en base a aquella autorización, el presente 
Decreto tiene por objeto regular la acreditación y el registro central de 
las entidades de voluntariado, estableciendo los Organos competentes 
ante los que deberá de realizarse la correspondiente solicitud, las en- 
tidades que pueden ser acreditadas y la documentación que deben 
aportar, fijando el procedimiento de cancelación de las inscripciones 
del Registro Central, así como las causas de la pérdida de la condición 
de Entidad de Voluntariado. 

El anterior Decreto fue completado por el Decreto 12811996, de 
15 de octubre, que regula la composición y funcionamiento de la Co- 
misión Regional del Voluntariado, y por el Decreto 12911996, de 15 
de octubre, de Organización y Funcionamiento de la Comisión Inter- 
departamental del Voluntariado. 

1) Real Decreto 2450/1996, de 22 de noviembre, del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial, publicado en el Diario Oficial de Castilla- 
La Mancha, de 13 de diciembre de 1996. 

En dicho Diario Oficial se recoge el Real Decreto del Consejo 
General del Poder Judicial, en el que se nombra Presidente del Tribu- 
nal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, a don Emilio Frías 
Ponce, Magistrado, Presidente de la Sala de lo Contencioso-Adminis- 
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, con 
consideración de ~ a ~ i i t r a d o  del Tribunal Supremo, mientras desem- 
peña el mismo. 

m) Decreto 141/1996, de 6 de diciembre, por el que se aprueba 
el Reglamento General de Aplicación de la Ley 2/1993, de 15 de jci- 
lio, de Caza de Castilla-La Mancha. 

La Ley 211993, de 15 de julio, de Caza de Castilla-La Mancha ha 
supuesto una innovación en los principios que regían la actividad ci- 
nekética en la región, en especial por la atención que presta a compa- 
tibilizar el aprovechamiento sostenible de los recursos de la caza con 
la conservación de la naturaleza, lo que implica que resulte una nor- 
ma compleja. Por ello, así como por la índole de la materia a que va 
dirigida, las determinaciones de la Ley, en muchos casos necesaria- 
mente generales, requieren, para su plena eficiencia, el adecuado de- 
sarrollo por vía reglamentaria. 

El presente Decreto se dicta al amparo de la habilitación conferi- 
da al Consejo de Gobierno por la disposición final primera de la cita- 
da Ley para aprobar el Reglamento General de aplicación de la mis- 
ma, cuyo proyecto ha sido sometido a consideración de los colectivos 



con intereses más directos en materia cinegética, así como a dictamen 
del Consejo Asesor de Medio Ambiente de Castilla-La Mancha. 

Consta, dicho Decreto, de un Título preliminar y de otros nueve 
Títulos, tres Disposiciones Adicionales, diez Disposiciones Transito- 
rias, una Disposición Derogatoria y una Disposición Final. 

El Título Preliminar otorga las competencias para la aplicación de 
este Reglamento a la Consejería de Agricultura y Medio Ambiente, 
que las ejercerá a través de la Dirección General del Medio Ambien- 
te Natural y de las Delegaciones Provinciales de Agricultura y Medio 
Ambiente. 

El Título 1 trata de las especies cinegéticas y de las piezas de ca- 
za y consta de dos Capítulos en los que se realiza una definición y cla- 
sificación de las mismas y en donde, y como novedad a destacar, se 
establecen normas relativas a los daños causados por las piezas de ca- 
za, estableciendo en principio la responsabilidad de los titulares cine- 
gético~ y subsidiariamente de los propietarios de los terrenos que con- 
formen dichos acotados. 

El Título 11 se ocupa de la protección y conservación de los re- 
cursos cinegéticos, y los cuatro Capítulos, de que se compone, con- 
tienen normas sobre la diversidad genética de las especies cinegéticas, 
los hábitats cinegéticos, los aspectos sanitarios de la caza y de otras 
medidas de protección de las poblaciones cinegéticas. 

El Título IIi lleva por epígrafe «Del Cazadon>, y contiene dos Ca- 
pítulos, en donde se establecen los requisitos para cazar y de la licencia 
de caza y del examen del cazador. Este Título ofrece la novedad de que 
establece que, quienes pretendan obtener por primera vez la licencia de 
caza, o quienes hubiesen sido privados de ello en virtud de sentencia ju- 
dicial o resolución administrativa, habrán de superar una prueba de ap- 
titud que constará de dos partes: una teórica y otra práctica, siendo pre- 
ciso superar ambas para la obtención del certificado de aptitud. 

El Título IV que se titula «De la Acción de Cazar», contiene 
cuatro Capítulos, donde se regula todo lo relativo a la tenencia y 
uso de medios de caza, a las modalidades de caza, a la propiedad de 
las piezas de caza y a la caza con fines científicos y del anillamien- 
to o marcado. 

El Título V, «De la Planificación y Ordenación de los Aprovecha- 
mientos Cinegéticos», con cinco Capítulos, se refiere a la clasifica- 
ción de los terrenos, a los terrenos cinegéticos de aprovechamiento 
común, a los terrenos sometidos a régimen cinegético especial, a los 
planes cinegéticos y a las órdenes de veda. 

El Título VI, «De las Explotaciones Industriales para la produc- 
ción de piezas de caza y de la comercialización», trata, en sus dos Ca- 



pítulos, tanto de las granjas cinegéticas como de la comercialización 
de piezas de caza en general. 

El Título VII, regula todo lo relativo a la protección de los cul- 
tivos, estableciendo limitaciones a la caza y regulando la posibilidad 
de obtener autorizaciones extraordinarias en beneficio de la agricul- 
tura. 

El Título VID, «De la Administración, de la Cooperación y Coor- 
dinación, y de la Vigilancia de la Actividad Cinegética», contiene tres 
Capítulos, el primero, sobre administración de la actividad cinegética, 
tanto en terrenos públicos como en zonas de influencia militar, mien- 
tras que el Capítulo U, contiene las normas relativas a la cooperación 
y coordinación con la Federación Castellano-Manchega de Caza, con 
la Federación de Galgos de Castilla-La Mancha y con otras institu- 
ciones públicas y privadas, destinando el último de los Capítulos a la 
actividad cinegética, fijando la competencia para efectuar denuncias 
en esta materia, así como la obligatoriedad, a partir de este momento, 
de que todo coto privado de caza disponga de un servicio de vigilan- 
cia a cargo de su titular. 

El Título IX, «De las Infracciones, Sanciones y Procedimien- 
tos», recoge, en sus tres Capítulos, todo lo relativo a lo que expresa 
su rúbrica, definiendo lo que se considerarán acciones muy graves, 
graves y leves y fijando sanciones que van desde multas de 10.000 
pesetas hasta multas de. 10.000.000 de pesetas, así como a la sus- 
pensión de la actividad cinegética entre uno y diez años, e incluso 
con la clausura de instalaciones cuando se trate de granjas cinegéti- 
cas o similares y la anulación del acotado. La competencia para la 
imposición de tales sanciones corresponde, según los casos, a los 
Delegados Provinciales de Medio Ambiente, al Director General o 
al Consejero de Agricultura y al Consejo de Gobierno, en este útimo 
caso cuando la cuantía de la multa sea superior a 1.000.000 de pe- 
setas. También contiene normas relativas a la prescripción de dichas 
sanciones. 

Finalmente se establece en dicho Reglamento que entraría en vi- 
gor el 3 l de marzo de 1997. 

n)  Orden de 19 de diciembre de 1996, de la Consejería de Bie- 
nestar Social, por la que se convocan Ayudas de Garantía de Conti- 
nuidad para Jóvenes sobre los que se ha ejercido alguna acción de 
protección de menores, de acuerdo con la Ley 5/1995, de 23 de mar- 
zo, de Solidaridad en Castilla-La Mancha, para 1997. 

La Disposición Adicional Segunda de la Ley 511995, de 23 de 
marzo, de Solidaridad en Castilla-La Mancha, establece que la Con- 



sejería de Bienestar Social desarrollará la normativa que regule el 
procedimiento de financiación a través de subvenciones, de presta- 
ción de servicios y de desarrollo de Programas en materia de Servi- 
cios Sociales. 

El artículo 2 del Decreto 246/1991, de 10 de diciembre, por el que 
se modifica el Plan Regional de Solidaridad, establece que mediante 
convocatoria pública se podrán conceder ayudas individuales y espe- 
cíficas para que determinados colectivos incrementen su calidad de 
vida, tal como prevé la Ley 511995, de 23 de marzo, de Solidaridad en 
Castilla-La Mancha en su artículo 12 c), como las destinadas a garan- 
tizar la cobertura de necesidades básicas y formativas de aquellos ma- 
yores de dieciocho años sobre los cuales se ha ejercido alguna actua- 
ción protectora por la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 
hasta-conseguir su integración social y laboral. 

La presente Orden tiene por objeto Ia convocatoria de ayudas des- 
tinadas a garantizar la cobertura de las necesidades básicas y formati- 
vas, para favorecer la integración social y laboral, de los jóvenes so- 
bre los cuales se haya ejercido alguna acción protectora o judicial. 
Dichas ayudas tienen carácter s~~bsidiario y complementario de cual- 
quier otra prestación cívica de tipo periódico o puntual, que pudiera 
corresponder al beneficiario, y se destinarán a la finalidad para la que 
se han concedido. 

Sus beneficiarios deberán ser mayores de dieciocho años y meno- 
res de veinticinco, y es necesario que sobre los mismos se haya ejer- 
cido alguna medida de tipo protector o judicial. 

Para su concesión se deberá elaborar el correspondiente informe 
por los Servicios Sociales de Base y/o el Equipo Técnico de Menores 
de la Delegación Provincial. 

Las ayudas serán concedidas una sola vez para una misma finali- 
dad en el mismo año, excepto en los casos en que la aplicación, se- 
guimiento y control de la respuesta dada a la necesidad, aconsejen la 
adopción de varias resoluciones. 

Los beneficiarios están obligados a: 

1. Aplicar la ayuda a la finalidad para la que ha sido otorgada. 
2. Permitir y facilitar la actuación del trabajador social y educa- 

dor asignado para llevar a cabo el plan de intervención elaborado y 
evaluar su situación y la aplicación de la ayuda a la finalidad para la 
que se concedió. 

3. Devolver la cantidad percibida en los casos de: 
3.1. Incumplimiento de la obligación de justificación. 



3.2. Obtención de la ayuda sin reunir las condiciones requeridas 
para ello. 

3.3. Incumplimiento de la finalidad para la que la ayuda fue con- 
cedida. 

3.4. Incumplimiento de las condiciones impuestas al beneficia- 
rio con motivo de la concesión de la ayuda. 

4. Los supuestos de revocación de la concesión de la ayuda po- 
drán llevar anejo el reintegro de las cantidades indebidamente perci- 
bidas, siendo, además, de aplicación el régimen sancionador estable- 
cido para las subvenciones y ayudas públicas. 

La cuantía concreta de la ayuda se ajustará en función del con- 
cepto concreto de la necesidad y el gasto necesario para satisfacerla, 
estando obligados los educadores responsables de 10s programas de 
ayudas a su seguimiento y a informar regularmente, con la periodici- 
dad que para cada caso se establezca, a la Delegación Provincial de su 
evolución, desarrollo y aplicación concreta. 

o) Ley 3/1996, de 19 de diciembre, de Presupuestos Gelzerales 
de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para 1996. 

El presupuesto que recoge dicha Ley no es sólo un conjunto de 
previsiones contables, sino un instnimento de dirección y orientación 
de la política económica fijada por el Gobierno. 

Desde este punto de vista, los Presupuestos presentan como obje- 
tivos básicos la creación de empleo, el crecimiento económico, la do- 
tación de infraestructura y la mejora del bienestar de los ciudadanos. 

En dicha Ley se fijan como metas atender y potenciar los esfuer- 
zos realizados en ejercicios anteriores dirigidos~aimpnlsar el desarro- 
llo económico y la solidaridad entre los ciudadanos castellano-man- 
chegos. 

Se pretende aunar el rigor presupuestario y la disciplina del em- 
pleo de los recursos ajenos, con un incremento en el nivel de las pres- 
taciones sociales y en el esfuerzo inversor, favoreciendo, de este mo- 
do, dicho desarrollo económico y la creación de empleo. 

Para perseguir dichos objetivos se aumenta, por ejemplo, la do- 
tación del Fondo Regional de Ayuda al Municipio, según lo previsto 
en la Disposición Adicional Décima de la Ley 611995, de 14 de di- 
ciembre, de Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades pa- 
ra 1996, y se mantiene en términos porcentuales las partidas destina- 
das a la protección del medio ambiente, ayudas a los países del tercer 
iiiundo, inmigrantes y menores, así como del patrimonio Histónco- 
Artístico. 



Para la protección del medio ambiente, se fija un mínimo del 30 
por 100 de los fondos destinados a Inversiones Reales y todo ello di- 
rigido a la protección del medio nah~ral, ordenación, mejora y protec- 
ción de la producción forestal, desarrollo y ordenado aprovechamien- 
to de los recursos naturales, así como de la gestión de residuos y 
saneamiento de aguas. 

Igualmente se dotan con un mínimo del 5 por 100 los fondos des- 
tinados a financiar la lucha contra los incendios forestales. 

Respecto de las ayudas a países del Tercer Mundo, la cuantía 
que se fija es de la de un 0,7 por 100, las de inmigrantes de un mí- 
nimo del 5 por 100 y las relativas a la formación de menores con- 
fiados a la Junta de Comunidades en guarda, tutela o protección, 
en un mínimo del 1,4 por 100, de los ingresos que se proveen re- 
caudar por las figuras tributarias que se regulan en la Ley 411989, 
de 14 de diciembre, de Tribunales sobre Juegos de Suerte, Envite 
o Azar, con el fin de garantizar la continuidad en el proceso for- 
mativo de dichos menores, cuando a través del sistema general de 
becas u otras fórmulas no obtuvieran los recursos necesarios para 
alcanzar el título académico a que sus capacidades y voluntad les 
permitan acceder. 

Ley 1/1996, de 27 de marzo, reguladora de la cuestión de con- 
fianza y de la facultad del Presidente de la Junta de disolución de las 
Cortes de Castilla y León. 

Ley 2/1996, de 18 de junio, de equipanzierztos comerciales de 
Castilla y Leórz. 

Ley 3/1996, de 20 de junio, de declaración del Parque Regional 
de la Sierra de Gredos. 

Ley 4/1996, de 12 de julio, de Caza de Castilla y León. 
Ley 5/1996, de 12 de julio, por la que se autoriza la absorción por 

Gesturcal, S. A., de diversas Sociedades de Gestión Urbarzística. 
Ley 6/1996, de 23 de octubre, de modijkación de la Ley 8/1994 

de Evaluacióiz de Impacto Ambiental y Aziditorías Ambientales de 
Castilla y León. 

Ley 7/1996, de 3 de diciembre, de creación del Ente Público Re- 
gional de la Energía de Castilla y León. 

Ley 8/1996, de 27 de diciembre, de Medidas Financieras, Presu- 
puestarias y Económicas. 

Ley 9/1996, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la 
Conzunidad de Castilla y León para 1997. 



El Parlamento de Cataluña ha aprobado 19 Leyes. 

- Llei 111996, de 22 de marzo, de modificación parcial de la 
Llei 15/1993, de 28 de diciembre, por la que se crea el Centro de Te- 
lecomunicaciones de la Generalitat de Cataluña. 
- Llei 2/1996, de 2 de abril, de autorizaciones presupuestarias 

y financieras. 
- Llei 3/1996, de 2 de abril, de autorización de operaciones de 

deuda a favor del Centro de Telecomunicacioizes de la Generalitat 
de Catalufia. 
- Llei 4/1996, de 2 de abril, de reforma de la Llei 12/1993, de 

creación del Instituto para el Desarrollo de las Comarcas del Ebro. 
- Llei 54996, de 20 de mayo, de modificación de la Llei 2/ 

1985, de 14 de enero, del I~zstitut Catala de Finances. 
- Llei 6/1996, de 18 de junio, de modificación de la Llei 22/ 

1983, de 21 de noviembre, de protección del Anzbiente atmosférico. 
- Llei 7/1996, de 5 de julio, de organización de los servicios ju- 

rídicos de la Administración de la Gener-alitat de Catal~ifia. 
- Llei 8/1996, de 5 de julio, de regulación de la programación 

audiovisual distribuida por cable. 
- Llei 9/1996, de 15 de julio, del Plan estadístico de Catalc~ña 

1997-2000. 
- Llei 10/1996, de 29 de julio, de alimentos entre parientes. 
- Llei 11/1996, de 29 de julio, de nzodificación de la Llei 

39/1991, de 30 de diciembre, de la tutela e instituciones tutelares. 
- Llei 12/1996, de 29 de julio, de la potestad del padre y de la 

madre. 
- Llei 13/1996, de 29 de julio, del Registro y depósito de fianzas 

de los contratos de alquiler de fincas urbaizas y mod(ficación de la 
Llei 24/1991 de la vivienda. 
- Llei 14/1996, de 29 de julio, de presupuestos de la Geizerali- 

tat de Cataluña para el año 1996. 
- Llei 15/1996, de 15 de noviembre, de creación de colegios de 

educadores y educadores sociales de Cataluña. 
- Llei 16/1996, de 27 de novienzbre, reguladora de las actuacio- 

nes inspectoras y de control en materia de servicios sociales y de mo- 
dificación del Decreto Legislativo 17/1994, de 16 de noviembre, por 
el que se aprueba lafi~sión de las Leyes 12/1983,26/1985 y 4/1994 en 
materia de asistencia y servicios sociales. 



- Llei 17/1996, de 27 de diciembre, por la que se fijan los precios 
públicos que constituyen prestaciones patrimiales de carácter público. 
- Llei 18/1996, de 27 de diciembre, de relaciones con las comu- 

nidades catalanas del exteriol: 
- Llei 19/1996, de 27 de diciembre, de presupuestos de la Ge- 

neralitat de Cataluña para el año 1997. 

La Asamblea de Extremadura, en el marco de la Legislación bá- 
sica del Estado, y dentro de los límites que perfilan su esfera de atri- 
buciones, a lo largo del año 1996 aprobó, y el Presidente de la Junta 
de Extremadura, en nombre del Rey y en conformidad con lo estable- 
cido en el artículo 52.1 del Estatuto de Autonomía Extremeño, pro- 
mulgó las siguientes Leyes: 

- Ley 1/1996, de 30 de enero, de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Atltónoma de Extremadura para 1996. 

Concebido el presupuesto de la Comunidad Autónoma como la 
transcripción numérica de la acción política del Gobierno Regional a 
corto plazo, enmarcado a su vez dentro de un proyecto con un ho- 
rizonte temporal más amplio, esta Ley de Presupuestos Generales 
para 1996 incorpora importantes novedades en la ejecución de las po- 
líticas de gasto, como consecuencia de la inclusión en el programa de 
gobierno de los compromisos adquiridos con los ciudadanos extreme- 
ños en los comicios últimos, y atendiendo moduladamente a las dis- 
tintas sensibilidades de los grupos parlamentarios, asumidas, por el 
Ejecutivo, en el ejercicio de su competencia exclusiva, en aras del in- 
terés general de la región. 

La Ley fija las capacidades de gasto por las posibilidades de ob- 
tención de ingresos, procurando orientar determinadas acciones hacia 
la mejor cobertura de las nuevas demandas de los extremeños. 

Así, considera prioritario facilitar el acceso de todos los extreme- 
ños a la educación mediante la puesta en práctica de un plan de igual- 
dad de oportunidades, para que no se vea desfavorecido en su forma- 
ción ningún ciudadano. 

En el mismo sentido, y como complemento de la política de cons- 
trucción de viviendas sociales y de las ayudas existentes, se implanta 
un nuevo sistema de acceso a la vivienda que beneficie a los más des- 
favorecidos de la comunidad. 

Se profundiza en la reorientación de las políticas de gastos en aras 
al fortalecimiento del sector productivo regional, al desarrollo del co- - 
mercio y al fomento del empleo; pero estos objetivos se compatibili- 



zan con el mantenimiento del sistema de protección social y con el de- 
sarrollo y dotación de infraestructuras como instrumentos indispensa- 
bles para el crecimiento equilibrado de nuestra economía. En el mis- 
mo sentido y orientación, se incrementan las partidas destinadas a la 
mejora de la infraestructura municipal. 

En relación con el gasto comente, se continúa en línea de con- 
tención recogida en las Leyes de Presupuestos de ejercicios anterio- 
res, siendo mínimo el aumento previsto para 1996, aunque las cifras 
se distorsionen por la asunción de las competencias transferidas. 

Como innovaciones se introducen algunas tendentes al control y 
al seguimiento presupuestario por la Cámara sobre la acción del Eje- 
cutivo. Para eUo se refuerza la información que éste debe dar a aqué- 
lla y asegura la intervención de la Asamblea, de modo más intenso, en 
las modificaciones presupuestarias. 

Otra novedad es la de que se excluye la Política Agraria Comuni- 
taria (PAC) como sección independiente; y que se mantiene el crédito 
de acción coyuntural como gesto de solidaridad con el Tercer Mundo. 

En cuanto a retribuciones, se remite al incremento general que 
con carácter básico declare el Estado. 

Se introducen dos regulaciones sobre la Universidad de Extrema- 
dura, por ser éste el primer presupuesto que se tiene asumida tal com- 
petencia. La primera referente a los ciéditos de personal con el debi- 
do desglose según el carácter del mismo, y la segunda estableciendo 
el régimen jurídico presupuestario general de dicho ente público, so- 
metiendo su funcionamiento a la Ley de Hacienda autonómica, y las 
relaciones y cuentas a rendir por la entidad a la fiscalización auditora 
de la Intervención General de la Jnnta de Extremadura. 

En cuanto al endeudamiento, se fija la cifra que se autoriza como má- 
ximo, de conformidad con el Plan de Convergencia Estatal. También se 
especifica el volumen máximo de avales, tanto de la Administración co- 
mo de sus empresas, siguiéndose los dictados del Tribunal de Cuentas. 

Importantes son las modificaciones introducidas en la regulación 
de la actividad contractual de la Administración, que son exigencias 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, siendo la in- 
novación más importante la supresión de la contratación directa. Tam- 
bién se introducen modificaciones en la regularización del inventario 
de inmuebles de la comunidad autónoma. 

Por último, por lo que respecta a la Cooperación Regional, se in- 
crementan considerablemente las cuantías para atender tanto al Fondo 
Especial de Desarrollo Local como al Fondo Regional de Coopera- 
ción Municipal, en el que participan por derecho propio las Entidades 
Locales Menores. 



- Ley 2/1996, de 30 de mayo, de derogación de la Ley 411995, 
de 5 de abril, de Crédito Cooperativo. 

Esta Ley de derogación viene motivada, de una parte, en razones 
derivadas del propio contenido de la misma y, de otra, es consecuen- 
cia del Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto por la Presidencia 
del Gobierno. 

En relación a las primeras cabe señalar como razones de la dero- 
gación: a) La falta de coherencia normativa que supone regular la par- 
te y no el todo, al establecer una norma que afecta a las Cooperativas 
de Crédito y no disponer de un marco normativo autonómico general 
de cooperativismo en nuestra Comunidad Autonóma. b) La falta de 
consenso político y social con la que se aprobó la misma, sin la míni- 
ma participación de las entidades afectadas. c) Por tratarse de una nor- 
ma más obsesionada por el control de estas cooperativas que por el 
apoyo o defensa del crédito cooperativo. 

En relación a la segunda, cabe señalar que en caso de que pros- 
perase el recurso de inconstitucionalidad interpuesto haría ftícilmen- 
te burlable esta norma, con graves perjuicios económicos para la Re- 
gión; y, de otra parte, en tanto se resuelve el recurso, su entrada en 
vigor impone obligaciones a las entidades afectadas, que son evita- 
bles con la derogación de esta norma, que no generará ningún vacío 
legal. 

- Ley 3/1996, de 25 de junio, de Afención Farmacéutica de la 
Comunidad Autónoma de Extremadum. 

El Real Decreto 909t1978, de 14 de abril, regulador de los proce- 
dimientos de autorización, establecimiento, transmisión e integración 
de oficinas de farmacia establecía como principio básico la limitación 
de una oficina de farmacia en cada municipio por cada 4.000 habitan- 
tes, salvo excepciones que posibilitaban el establecimiento de farma- 
cias adicionales, determinadas también por número de habitantes y 
distancias mínimas entre las existentes. 

Aunque esta normativa se estimó por algunos que, al ser precons- 
titucional, podría vulnerar el derecho constitucional a la igualdad, al 
trabajo y a la libre empresa, es lo cierto que la Constitución consagra 
el principio de expresa reserva de ley para la organización y tutela de 
la salud pública, así como para el ejercicio de las profesiones titula- 
das, que permite establecer límites a la libertad de empresa haciendo 
posible la regulación del establecimiento de las oficinas de farmacia. 

La Ley General de Sanidad otorga a estas oficinas la considera- 
ción de establecimiento sanitario y establece que estarán sujetas a la 
planificación sanitaria, en los términos que establezca la legislación 



especial de medicamentos y fármacos. Esta legislación atribuye a las 
Administraciones Sanitarias la competencia para ordenar las oficinas 
de farmacia en términos de garantizar la adecuada asistencia farma- 
céutica, siendo condición inescusable la presencia y actuación profe- 
sional del farmacéutico para la dispensación al público del medica- 
mento. 

Conforme al artículo 8.5 del Estatuto de Autonomía, corresponde 
a la Comunidad Autónoma de Extremadura garantizar la prestación de 
la atención farmacéutica dentro de su ámbito territorial, regulándola y 
planificándola como objetivo fundamental de esta Ley. 

De otro lado, es obligación de los Poderes Públicos garantizar la 
prestación del servicio farmacéutico en condiciones de igualdad para to- 
dos los ciudadanos, razón por la cual la normativa general de exigencia 
de un determinado número de habitantes para nuevas oficinas de far- 
macia y el respeto, en otros casos, de la distancia mínima establecida 
con las ya existentes, no permitiría el nuevo establecimiento, ni aun por 
vía de las excepciones permisivas de la legislación general anterior. 

Por ello el objetivo principal de la presente Ley es establecer los 
criterios generales de planifkación y ordenación farmacéutica a fin de 
incardinar este servicio de interés público dentro del Sistema Nacio- 
nal de Salud, teniendo como marco lo dispuesto en la Ley del Medi- 
camento. 

En el título I la Ley estructura la atención farmacéutica en tres ni- 
veles prestando especial consideración al nivel de atención primaria 
llevado a cabo por las oficinas de farmacia, botiquines y servicios de 
farmacia de las estructuras sanitarias de atención primaria, y al nivel 
de atención especializada, prestado por los servicios de farmacia hos- 
pitalaria en centros y hospitales psiquiátricos. 

Por lo que respecta a las oficinas de farmacia, se establece el prin- 
cipio general de que sólo se puede ser titular de una oficina, así como 
los supuestos de regencia y siistitución, imponiéndose la obligación de 
farmacéuticos adjuntos en determinados casos. Se planifica la apertu- 
ra de nuevas oficinas de farmacia y se fija básicamente que en todos 
los municipios, entidades locales menores y poblados que superen los 
400 habitantes podrá existir al menos una oficina de farmacia. También 
se establece la proporción de oficinas de farmacia que será de una por 
cada 1.800 habitantes, y la reducción de las distancias mínimas entre 
ellas que se fija en 250 metros. En cuanto al procedimiento de autori- 
zación, la adjudicación de nuevas oficinas de farmacia se hará por la 
Administración Autonómica en función de un baremo de méritos res- 
pctando en todo momento el mandato constihicional de igualdad, libre 
concurrencia y publicidad. 



Se regula la atención farmacéutica en los Equipos de Atención 
Primaria y en los Centros Hospitalarios. 

En los títulos 11 y 111 denominados «de la distribuciórz de medica- 
mentos)) y «de la dispensación de medicamentos de uso aninral» res- 
pectivamente, la Ley se remite a la legislación básica del Estado. 

En el título IV la Ley regula las condiciones y requisitos de los es- 
tablecimientos sanitarios y los servicios de atención farmacéutica, se- 
ñalando las condiciones generales de apertura y las de las instalacio- 
nes v su funcionamiento, remitiéndose en la determinación de detalles 
a la vía reglamentaria. 

En el título V se regula el régimen de incompatibilidades seña- 
lando, entre ellas, como muy importante, la de existencia de cualquier 
clase de interés económico derivado de la fabricación de medicamen- 
tos y productos sanitarios. 

En el título VI, de la promoción y publicidad de los medicamen- 
tos, se atribuyen a la Administración Autonómica funciones tuitivas 
en relación con dicha publicidad, al fin de velar por un uso racional de 
aquéllos y por la veracidad de la propaganda dirigida tanto a los pro- 
fesionales sanitarios como a la población en general. 

Por último, el título VI1 se consagra al régimen smcionadol; re- 
mitiéndose a la normativa básica estatal en cuanto a la tipificación de 
las infracciones, si bien introduce como novedad para ciertas infrac- 
ciones la clausura y cierre del establecimiento. 

- Ley 4/1996, de 26 de septiembre, de Concesión de un crédito 
extraordinario para financiar gastos amparados por los Decretos 53/ 
1995, de 16 de mayo, y 54/1995, de 16 de mayo, de la sequía. 

Esta Ley es consecuencia de los decretos mencionados por los 
que el Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, que los apro- 
bó, estableció ayudas a explotaciones de regadíos y entidades agrarias 
de Extremadura, para paliar los efectos de la sequía. 

Como los fondos necesarios para cubrir las necesidades crediti- 
cias dimanantes de los mismos no estaban previstos en los Presupues- 
tos de la Junta de Extremadura para 1995, fue necesario proceder a la 
tramitación de un expediente de transferencia de crédito por el impor- 
te que se cuantifica de dichas ayudas, que aprobado por el Consejo de 
Gobierno de dicha Junta, debido a condicionantes extremos no pudo 
resolverse en so tramitación administrativa dentro de 1995, sin que 
tampoco se pudiera hacer uso de la disposición adicional que permi- 
tía ampliar, sin incremento de crédito los beneficios a las nuevas pro- 
duciones afectadas por la sequía en el ario 1995 con los remanentes 
disponibles. Tampoco pudo incorporarse al estado de gastos del ejer- 



cicio inmediatamente siguiente, debido a la fecha en que fue autori- 
zada la citada transferencia de crédito. 

Por ello, el Gobierno Autónomo, en su interés de completar las 
ayudas amparadas por dichos decretos presentó esta Ley, cuyo impor- 
te de gastos será satisfecho por remanentes de Tesorería procedentes 
del ejercicio de 1995 de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

- Ley 5/1996, de 26 de septiembre, de declaración dz bienes, 
rentas, remuneraciones y actividades de representantes y cargos p~i-  
blicos extremeños. 

Esta Ley es consecuencia y desarrollo de lo dispuesto en el artícu- 
lo 41.2 del Estatuto de Autonomía sobre dedicación al ejercicio de sus 
funciones por parte de los cargos públicos extremeños, en la Ley del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma, en la 
Ley de Elecciones a la Asamblea de Extremadura y en la Ley 511985, 
de 3 de junio, sobre altos cargos de la Administración Autonómica. En 
estas disposiciones, y en particular en los dos últimos textos, se esta- 
blece la obligación de los cargos incluidos dentro de su ámbito de apli- 
cación, de formular declaración de las actividades que puedan propor- 
cionar ingresos económicos, participación o vinculación con empresas 
y de los bienes de que sean titulares. 

De otra parte, teniendo presente que el Estado por medio de la 
Ley 1211995, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno de 
la nación y de Altos Cargos de la Administración General del Estado, 
la Ley de Bases de Régimen Local y la de Contratos del Estado han 
profuidizado y comple~ado la primera regulación que sobre régimen 
de incompatibilidades estableciera dicho Estado y algunas Comunida- 
des Autónomas, se introduce en la Ley que comentamos una serie de 
modificaciones cuyo objetivo común es establecer unos mecanismos 
que favorezcan la transparencia y lealtad al servicio público que debe 
prevalecer en el ejercicio de la actividad pública y que impidan la uti- 
lización del cargo en beneficio de intereses particulares de quienes lo 
ostentan. 

Los cargos incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, que 
abarca no sólo a los miembros del Consejo de Gobierno y altos car- 
gos de la Administración Autonómica, sino también a quienes sean 
nombrados asesores o tengan la condición de personal eventual, están 
obligados a efectuar declaración de las actividades de naturaleza, la- 
boral, económica y profesional privadas o pública, retribuidas o no, 
que desempeñen, por sí o mediante sustitución o apoderamiento. 
Igualmente declararán de forma oficial y pública los bienes, derechos 
y rentas, así como s i l  origen y las variaciones producidas en su patri- 



monio durante el ejercicio del cargo, dando a conocer al propio tiem- 
po sus actividades e intereses privados. 

Se regula el plazo y forma de presentación de las declaraciones, y 
se establece un cuadro de infracciones y sanciones para caso de in- 
cumplimiento intencionado o negligente de los preceptos establecidos 
así como procedimiento sancionador. 

Por último, se incluye la posibilidad de que otros cargos públicos, 
cuyo régimen de incompatibilidades y declaraciones de interés estén re- 
gulados por leyes estatales indisponibles por la Comunidad Autónoma 
de Extremadura, realicen las declaraciones previstas y reguladas en esta 
Ley, a las que se dará publicidad en el Diario Oficial de Extremadura. 

- Ley 6/1996, de 26 de septiembre, reguladora de la publicidad 
institucional. 

La comunicación en el ámbito de las Instituciones Públicas, cons- 
tituye una perspectiva científica y social apoyada en los grandes avan- 
ces mediáticos desde la que puede abordarse el desarrollo de los ob- 
jetivos públicos de las Administraciones. 

En los últimos años, debido a la multiplicidad de funciones y ser- 
vicios que la Administración de la Comunidad Autónoma presta al 
ciudadano, la publicidad ha adquirido un peso relevante como medio 
de trasmisión de información de interés público. 

Aunque las técnicas publicitarias son diversas, los soportes más 
característicos de la publicidad son los medios de comunicación, y en 
este contexto, la adjudicación publicitaria de la Administración de la 
Comunidad Autónoma debe ajustarse a los principios de la libre com- 
petencia y evitar situaciones que puedan afectar al pluralismo infor- 
mativo como derecho constitucional reconocido en el artículo 20 de 
nuestra Constitución. 

En consecuencia, la Asamblea de Extremadura, consciente de que 
la adjudicación de la publicidad procedente de la Administración de la 
Comunidad Autónoma no debe alterar ni la referida libre competen- 
cia, ni afectar al principio de igualdad de los poderes públicos respec- 
to de los ámbitos de los medios de comunicación social, establece en 
la Ley que comentamos las reglas mínimas que permitan la no utili- 
zación de la publicidad como mecanismo o elemento de discrimina- 
ción entre medios desde el sector público, así como facilitar la gestión 
del derecho y obligación de información al ciudadano. 

La Ley dota de los mecanismos jurídicos adecuados para sancionar 
o evitar el uso incorrecto de la publicidad en contra de la libertad, como 
derecho constitucional que en base al pluralismo informativo encuentra 
en los medios de comunicación social su máxima expresión y garantía. 



- Ley 7/1996, de 24 de octubre, de r7zodz~cación del articulo 3.1 
de b y  3/1991, de 25 de abril, de creación del Consejo Económico p 
Social de Extreinadura. 

Esta Ley simplemente modifica la composición del Consejo Eco- 
nómico y Social de Extremadura, que pasa a integrarse por veinticin- 
co miembros incluido su Presidente, asignando ocho a los represen- 
tantes de las Organizaciones Sindicales, ocho en representación de las 
~r~anizaciones~~m~resariales ,  y los ocho restantes a usuarios y con- 
sumidores, Universidad, Cajas de Ahorros de ámbito regional y otros 
sectores de la economía. 

- Ley 8/1996, de 15 de noviembre, de creación de la Coinisión 
Regional de Viviendas de la Comunidad Autóitoma de Extremadura. 

Representando la Asamblea de Extremadura al pueblo extremeño, 
esta Ley viene a ser expresión de la voluntad popular, al recoger el 
sentir unánime de todos los grupos parlamentarios plasmado en el 
Acuerdo de 26 de octubre de 1995, creando la Comisión Regional de 
Viviendas de la Comunidad Autónoma de Extremadura con la com- 
posición decidida en la Cámara Legislativa. 

- Ley 9/1996, de 28 de noviembre, de crédito extraordinario de 
subvenciones con motivo de las eleccioiles a la Asamblea de Extre- 
madura, de 28 de mayo de 1995. 

Como consecuencia de la celebración de las elecciones a la Asam- 
blea de Extremadura, una vez conocidos sus resultados y emitido in- 
forme por el Ti-ibunal de Cuentas, comprensivo de la declaración del 
importe de los gastos regulares justificados por cada partido, federa- 
ción, coalición o agrupación, esta Ley determina las subvenciones a 
los mismos, desglosando convenientemente las partidas y señalando 
las cantidades correspondientes mediante el crédito que en ella se 
aprueba que se financiará con remanentes líquidos de Tesorería co- 
rrespondientes al ejercicio anterior. 

l. b y  1/1996, de 5 de marzo, de regulación de las actividades 
feriales de Galicia. 

2. Ley 2/1996, de 8 de rnayo, sobre drogas, que tiene comofilza- 
lidad dotar de un marco nonnativo amplio la necesaria revisión del 
plan autonómico de drogodependencia tras ocho años de jünciona- 
miento, de manera que suponga un sólido apoyo en la adecuada re- 
solución de los vetos, lanto presentes como jüturos, que la evolución 
de este fenómeno le formula a la sociedad gallega. 



3. Ley 3/1996, de 10 de mayo, sobre protección de los caminos 
de Santiago. 

4. Ley 41996, de 31 de mayo, de Cajas de Ahorro de Galicia. 
5. Ley 5/1996, de 6 de junio, sobre acceso al contorno de las 

personas con deficiencia visual. 
6. Ley 6/1996, de 9 de julio, de coordinación de los servicios 

de transportes urbanos e interurbanos por carreteras de Galicia. 
7. Ley 74996, de 10 de julio, de desenvolvimiento comarcal. 
8. Ley 8/1996, de 17 de octubre, reguladora de las elecciones 

a cámaras agrarias. 
9. Ley 9/1996, de 18 de octubre, de incompatibilidades de los 

miembros de la Xunta de Galicia y altos cargos de la Administración 
Autonómica. 

10. Ley 10/1996, de 5 de noviembre, de actuación de entes y em- 
presas en las que tiene participación mayoritaria la Xunta de Galicia, 
en materia de personal y contratación. 

11. Ley 11/1996, de 30 de diciembre, de presupuestos generales 
de la Comunidad Autónoma de Galicia para el año 1997. 

12. Ley 12/1996, de 27 de diciembre, de creación oficial del Co- 
legio Oficial de Podólogos de Galicia. 

13. Ley 13/1996, de 30 de diciembre, sobre infracciones y san- 
ciones en materia de vivienda. 

Finalmente, el Decreto de 22 de noviembre de 1996, regula el tras- 
paso de competencias a la Comunidad Autónoma de Galicia en mate- 
ria de medios personales al servicio de la Administración de Justicia. 

En su virtud, la Comisión Mixta de Transferencias, prevista en la 
disposiciór? transitoria cuarta del Estatuto de Galicia, adoptó el opor- 
tuno acuerdo en pro de la operatividad de las funciones que se trans- 
fieren. 

En razón a ello quedan traspasados a la Comunidad Autónoma de 
Galicia, los bienes, derechos y obligaciones, así como el personal al 
servicio de la Administración de Justicia. 

El Decreto contiene un anexo, así como una relación del personal 
que se transfiere, entrando en vigor, a partir de su publicación que se- 
rá simultánea en el Boletín Oficial del Estado y DOG. 

- Ley 1/1996, de 19 de abril, para el otorgamiento de un aval a 
la sociedad mercantil «Editorial Católica, Sociedad Anónima*. 

Es una ley dictada en el ejercicio de la potestad concedida por el 
artículo 97 de la Ley 911990, de 8 de noviembre, reguladora de la Ha- 



cienda de la Comunidad de Madrid, que autoriza la concesión de ava- 
les en garantía de crédito concertados por personas físicas o jurídicas, 
públicas o privadas. A su vez el artículo 100 de la citada Ley exige que 
los avales en favor de sujetos de derecho Privado se otorguen me- 
diante Ley. Se justifica el aval en el interés social latente en «la conser- 
vación del empleo y el mantenimiento de un diario de antigua tradi- 
ción que contribuye a la formación de una opinión pública pluralistw. 

- Ley 2/1996, de 24 de junio, de creación del Organismo Autó- 
nomo Instituto Madrileño del Menor y la Familia. 

El citado Instituto es trasformado en organismo autónomo, en 
atención a las funciones que desempeña, haciendo necesario dotarle 
de personalidad jurídica, diferenciada de la Consejería de Sanidad y 
Servicios Sociales de la que depende, obedeciendo todo ello al fenó- 
meno de la descentralización funcional, así conio de la coordinación 
de las diversas intancias que intervienen en el ámbito de atención a los 
menores y a la familia y, de colaboración con las diversas administra- 
ciones, respondiendo, por tanto, a los principios recogidos en el ar- 
ticulo 3 de la Ley 3011992, de 26 de noviembre. 

- Ley 3/1996, de 24 de junio, de Modificación del artículo 8 de 
la Ley 8/1991, de 4 de abril, de Creación del Instituto Madrileño pa- 
ra la Formación. 

La razón está en mantener equilibrio entre los representantes de 
los interlocutores sociales, patronal y sindicatos, y elevar la represen- 
tación del Consejo de Gobierno. 

- Ley 4/1996, de 1 de julio, de Creación del Consejo Asesor de 
Asuntos Europeos de la Comunidad de Madrid. 

- Ley 5/1996, de 8 de julio, del Defensor del Menor en la Co- 
munidad de Madrid. 

Crea tal figura que actúa como comisionado parlamentario que 
vela por los derechos de los menores de edad, a fin de que sea un com- 
plemento eficaz y especializado para el impulso y reconocimiento so- 
cial de los derechos del niño. 

- Ley 6/1996, de 8 de julio, por la que se autoriza al Consejo de 
Gobierno a la celebración de un convenio transaccional con el Canal 
de Isabel 11 para la cancelación de una deuda con el expresado ente 
público, por un importe máximo de 3.757.102.245 pesetas, mediante 
la dación en pago de la titularidad de determinados bienes inmuebles. 

- Ley 7/1996, de 8 de julio, de creación de la Universidad «Rey 
Juan Carlos*. 



- Ley 8/1996, de 11 de octubre, por la que se establece el régi- 
nzen jurídico de las ayudas financiadas íntegramente por el Fondo 
Europeo de Orientación de Garantiza Agrícola, Sección Garantía. 

Responde a la necesidad de flexibilizar la normativa de la Comu- 
nidad de Madrid en orden a facilitar la implantación de los procedi- 
mientos de gestión impuestos por la Unión Europea para la trarnita- 
ción de las ayudas concedidas a los agricultores y ganaderos de la 
Comunidad de Madrid por el FEOGA-GARANTIA, y cuya financia- 
ción procede íntegramente de dicho Fondo. 
- Ley 9/1996, de 25 de octubre, por la que se autoriza a la Co- 

munidad de Madrid para el otorgamiento de un aval a la Sociedad 
Mercantil «I~$omación y Prensa, S. A.B. 

Ley dictada con idéntica finalidad a la Ley 111996. 

- Ley 10/1996, de 29 de noviembre, por la que se modifica la 
composición del Consejo para la Promoción de la Accesibilidad y la 
Supresión de Barreras, prevista en el artículo 46.2." de la Ley 811993, 
de 22 de junio. 

Modifica el consejo creado por la citada Ley, la cual pretende la 
facilitación del acceso a los edificios de los disminuidos físicos, psí- 
quicos y sensoriales, así como la supresión de las posibles barreras 
arquitectónicas. 

- Ley 11/1996, de 19 de diciembre, de creación de la Agencia 
Antidroga de la Comunidad de Madrid. 

Se crea con la finalidad de coordinar recursos y acciones, tanto en 
prevención como en el tratamiento del drogodependiente. 

- Ley 124996, de 19 de diciembre, de Ayudas a las Víctimas del 
Terrorismo. 

Comprende el siguiente tipo de ayudas: asistencia sanitaria, in- 
cluida la atención psicológica especializada, y psicopedagógica; ayu- 
das de estudio, transporte, comedor y residencia; ayudas por daños 
materiales; ayudas a empresas y comercios, y ayudas extraordinarias. 
- Ley 13/1996, de 19 de diciembre, de concesión de zm crédito ex- 

traordinario para la liquidación definitiva de las subvenciones a partidos, 
federaciones y coaliciones por los gastos realizados con ocasión de h 
elecciones a la Asamblea de Madrid celebradas el 28 de mayo de 1995. 

- Ley 14/1996, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales 
de la Comunidad de Madrid para 1997. 

- Ley 15/1996, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y admi- 
nistrativas. 



Modifica la tributación sobre los juegos de suerte, envite y azar, 
la Ley 111992, de 12 de marzo, de Tasas y Precios Públicos de la Co- 
munidad de Madrid, en la redacción dada por la Ley 2111995, de 22 
de diciembre, crea el Organismo Autónomo «Instituto Madrileño de 
Administración Pública», modifica la composición del Consejo Re- 
gional de la Función Pública de la Comunidad de Madrid, modifica el 
artículo 76.1." de la Ley 16/1995, de 4 de mayo, Forestal y de Protec- 
ción de la Naturaleza de la Comunidad de Madrid, y, finalmente, el 
sistema de rendición de cuentas de los entes Públicos. 

La actividad legislativa de la Asamblea Regional, en la legislatu- 
ra correspondiente al año 1995 queda recogida en las siguientes dis- 
posiciones normativas: 
- Ley 1/1996, de 25 de marzo, de modificación de la disposición 

adicional vigésima tercera de la Ley 13/1995, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales de la región de Murcia para 1996. 

Extiende los compromisos de gastos que hayan de aplicarse a 
ejercicios posteriores a aquel en que se autoricen, sin que sea preciso 
iniciar su ejecución en el ejercicio comente, cuando se trate de con- 
cesión de ayudas para cubrir déficit de explotación y gastos de im- 
plantación y difusión de los servicios de transportes. 
- Ley 2/1996, de 16 de mayo, por la que se regulan los Conse- 

jos Técnicos Consultivos y los Comisionados Regionales. 
Los primeros, son órganos colegiados y tienen funciones de ase- 

soramiento y asistencia técnica en aquellas materias que se sometan a 
su consideración o parecer por el Presidente, Vicepresidente y los 
Consejeros, a través de sus juicios técnicos e informes, que no tendrán 
carácter vinculante. 

Los Comisionados Regionales tienen funciones de representación 
protocolaria de los anteriores. 
- Ley 3/1996, de 16 de mayo, de Puertos de la Conzunidad Au- 

tónoma de la región de Murcia. 
Regula la construcción y explotación de puertos e instalaciones 

portuarias realizadas en el litoral de la región destinadas a cubrir los 
servicios demandados por las embarcaciones deportivas y pesqueras, 
así como el uso y la explotación de los ya existentes, y cuya titulari- 
dad ostenta la Comunidad Autónoma. 

La Ley consta de un Título Preliminar y tres Títulos. El Título 
Preliminar define los conceptos de puertos, zonas portuarias, zonas de 
servicios e instalaciones náutico-deportivas. 



El Título 1 trata de la planificación, proyectos y construcciones; el 
il de su régimen y explotación, mientras que el Título 111 se dedica al 
régimen de policía, regulando la potestad de inspección y vigilancia, 
a través de la Dirección General de Transportes y Comunicaciones, y 
el procedimiento sancionador, que se ajustará a la Ley de Régimen Ju- 
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi- 
nistrativo Común, y a las sanciones y medidas cautelares. 
- Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los Coiisumidores 

y Usuarios de la Región de Murcia. 
Se dicta en ejecución de las leyes y normas reglamentarias del Es- 

tado en materia de comercio interior y defensa de los consumidores en 
virtud de las transferencias hechas a la Comunidad en materia de dis- 
ciplina de mercado. 

Consta de tres Títulos, el Primero dedicado a disposiciones gene- 
rales, en el Segundo se regula la protección jurídica, administrativa y 
técnica de los derechos del consumidor y usuario, estableciendo en el 
Tercero las infracciones y sanciones correspondientes. 
- Ley 5/1995, de 30 de julio, de Museos de la región de Murcia. 
Trata de llenar, según su exposición de motivos, la carencia de 

una red de museos a la altura del patrimonio cultural, arqueológico y 
etnográfico de Murcia y, por ello, su objeto es establecer la normati- 
va para la creación, reconocimiento y actuación de los museos y co- 
lecciones museográficas estables de competencia de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia. 

La Ley, que deroga la anterior de 11 de abril de 1990, consta de seis 
títulos, rubricados, respectivamente: Disposiciones Generales, del Fo- 
mento de los Museos de la Región de Murcia, del Régimen General y co- 
lecciones, del Sistema de Museos de la región de Murcia, de los Medios 
materiales y presupuestaios, y del régimen de infracciones y sanciones. 
- Ley 6/1996, de 12 de noviembre, de supleinento de crédito pa- 

ra necesidades de gasto extraordinario del Servicio de Salud de la Re- 
gión de M~~rcia ,  de la Dirección General de Universidades y de la Di- 
rección General de Cultura y Educacióiz, de la Dirección General de 
Ordenación del Territorio y Vivieizda de la Consejería de Política Te- 
m'torial y Obras Públicas, de la Direccióiz General de Tributos de la 
Consejería de Economía y Hacienda y de Onda Regional de Murcia, 
de la Consejería de Presidencia. 
- Ley 7/1996, de 15 de noviembre, de Crédito Extraordinario 

para necesidades de gasto extraordinario de la Dirección General de 
Universidades de la Consejería de Cultura y Educación, y de la Di- 
rección de Ordenación del Territorio y Vivienda de la Consejería de 
Política Territorial y Obras Públicas. 



- Ley 8/1996, de 3 de diciembre, de creación del Organismo Au- 
tónomo «Agencia Regional de Recaudación». 

Crea dicho organismo de carácter administrativo, dotado de per- 
sonalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada, así CO- 
mo de patrimonio propio para el cumplimiento de las funciones y 
competencias que se le asignan. 

Dichas funciones son: 

a)  Gestión recaudatoria en período ejecutivo de todos los dere- 
chos económicos reconocidos y contraídos a favor de la Comunidad 
Autónoma. 

b)  Gestión recaudatoria en período voluntario de los derechos eco- 
nómicos de la comunidad autónoma que reglamentariamente se deter- 
ininen. 

c) Gestión, liquidación, inspección y recaiidación de tributos y 
demás ingresos de derecho público y privado que se le encomienden 
o deleguen a la Comunidad Autónoma por otras administraciones pú- 
blicas en virtud de norma, convenio u otro titulo jurídico, y que re- - - 
glamentariamente le sean atribuidos a la Agencia. 

d )  Celebración de convenios con otras administraciones uúblicas 
en las materias indicadas en el apartado anterior, previa autorización 
por el Consejo de Gobierno. 

e)  Control y seguimiento de los expedientes gestionados por 
otras administraciones públicas en virtud de convenio. 

La Ley consta de cinco tíh~los dedicados, respectivamente, a dis- 
posición Generales, Organización, Régimen de personal, Recursos y re- 
clamaciones y Régimen patrimonial, presupuestario y de contratación. 

- Ley 9/1996, de 17 de diciembre, de creación del Colegio Pro- 
,fesiorza1 de Fisioterapeutas de la Región de Murcia. 

Por la misma se crea dicho Colegio como Corporación de derecho 
público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el 
cumplimiento de sus fines y de cuantas funciones le sean propias de 
conformidad con lo establecido en la Ley de Colegios Profesionales. 

- Ley 104  996, de 17 de diciembre, de creación del Colegio Pro- 
fesional de Podólogos de la Región de Murcia, con las niisrnas ca- 
racterísticas que la a~zteriol: 

- Ley 11/1996, de Presupuestos Gerzerales de la Región. 

n) NAVARRA 
El Parlamento de Navarra constituido tras los resultados electora- 

les de 26 de mayo de 1995, sufrió, a consecuencia de la paralización 



política que supuso el cese del Sr. Otano como presidente del Gobier- 
no de Navarra el 19 de junio de 1996, una cierta relantización en la 
tramitación de los proyectos de la Ley existente. No obstante, dadas 
las competencias que tiene esta Comunidad, la labor no ha sido des- 
deñable, ya que se han aprobado 24 leyes además, de los Decretos Fo- 
rales, resoluciones y pronunciamientos de la Junta de Portavoces o de 
la Mesa del propio Parlhento. 

Tan sólo señalaremos algunas de las leyes aprobadas en 1996 y 
que consideramos más interesantes. 
- Ley Foral 9/1996, de 17 de junio, de espacios naturales de 

Navarra. 
En la exposición de motivos se dice que su finalidad es doble, por 

un lado, establecer el marco juridico, para Navarra, con la finalidad de 
proteger, conservar y mejorar las partes de su territorio con valores 
naturales dignos de protección, y de otro, la de integrar y armonizar la 
normativa sobre espacios naturales dado el extenso entramado jurídi- 
co que en esta materia medioambiental y urbanística se ha promulga- 
do en el seno de la Comunidad Foral. 

Esta Ley, desde un inicio fue acompañada de una fuerte polémica 
suscitada no sólo en el seno de los partidos políticos, sino en diversas 
esferas de la sociedad extremadamente sensibilizada con la construc- 
ción del pantano de Itoiz. Se decía que el fin exclusivo era legalizar y 
dar cobertura legal al recurso formulado contra la Sentencia de la Au- 
diencia Nacional declarando ilegal el proyecto de Itoiz, entre otras ra- 
zones, por la infracción de las propias leyes forales como la de Pro- 
tección y Gestión de la fauna silvestre y sus hábitats. 

Así, el artículo 11 al hablar de la protección de las reservas natu- 
rales, en el punto 2 prohibiendo en dichas zonas las «actividades cons- 
tructivas» permite sin embargo aquéllas ... «declaradas de interés ge- 
neral por el Gobierno de Navarra, la Administración del Estado o la 
legislación en vigor...». 

Por otro lado, el artículo 18 señala el lúnite máximo de las zonas 
periféricas de protección que podrán fijarse alrededor de las reservas 
naturales, con el fin de evitar impactos ecológicos o paisajísticos pro- 
cedentes del exterior. Con ello se desvirtúa la afectación que las obras 
del pantano tenía sobre la zona de protección de aves silvestres, la po- 
sibilidad de elevar la cota de embalse y permitir la explotación de la 
cantera dentro de la reserva natural de «Ponche de Chinchurrenea» 
que recibe un tratamiento específico. 

Hay que tener en cuenta que la propia Audiencia Nacional, no pa- 
ralizaba las obras, exigiendo para ello en Auto de 24 de enero de 1996 
a la Coordinadora de Itoiz y a la Junta del Valle de Aézcoa que se opo- 



nían a las obras, una fianza de 24.000 millones de pesetas, a la vez que 
analizaba la posibilidad de dar soluciones legales a toda la problemá- 
tica sobre Medio Ambiente que se había planteado. 

- Ley Foral12/1996, de 2 de julio, de cooperativas de Navarra. 
Si la incorporación de España en la Unión Europea ha incidido en 

el ámbito económico empresarial en que se desenvuelven las socieda- 
des mercantiles para acomodarlas y adaptarlas a las directrices comu- 
nitarias, de igual manera ocurre en el campo del derecho cooperativo, 
obligando a las diversas comunidades autonómicas a incorporar en 
sus textos legales las modificaciones y precisiones necesarias para ha- 
cer frente, con éxito, a los retos de la nueva situación. 

Navarra, con una extensa tradición en el fenómeno cooperativo 
manifestado a lo largo de su historia, no podía quedar marginada de 
este nuevo movimiento cooperativo para afrontar, en el día a día, 
los problemas que el nuevo marco, donde debe moverse, venía 
planteando. Con la presente Ley Foral se da respuesta a la actual 
problemática, solucionando de forma consensuada, a través del 
Consejo Cooperativo de Navarra, las carencias que se han ido de- 
tectando. 

Varios son los principios rectores de la nueva legislación: la con- 
sagración del respeto a la autonomía de los socios - c a p .  IV-, pero 
no aisladamente considerados, sino como miembros de la entidad a la 
que libremente se han incorporado. La aproximación del estatuto jun- 
dico de las sociedades cooperativas a la legislación mercantil, si bien 
dicha aproximación sigue siendo un tanto limitada, véase la impugna- 
ción de los acuerdos de la Asamblea General -art. 3 6 ,  la actuación 
de los Interventores -art. 40-, etc. Se pretende también la poten- 
ciación de los órganos de gestión, Consejo Rector, cuyas facultades se 
enumeran en el artículo 37. Asimismo se amplían, con clara vocación 
de servicio al administrado, las funciones y competencias del Regis- 
tro de Cooperativas de Navarra -art. 17-. Dicho registro es público 
y se ajustará en su funcionamiento a los principios de legalidad, legi- 
timación y publicidad. 

- Ley Foral19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilidades 
de los miembros del Gobierno de Navarra, y los altos cargos de la Ad- 
ministración de la Comunidad Foral. 

Dadas las competencias que en el artículo 49 de la Ley Orgáni- 
ca 1311982 de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 
Navarra se conceden a esta Comunidad para regular la composición, 
organización y funcionamiento de las Instituciones Forales, así como 
el régimen jurídico de la Diputación Foral y de los entes públicos de- 



pendientes de ella, la normativa de Navarra fijará el régimen de in- 
compatibilidades del personal funcionario. 

Si ya la Ley de 1983 fijó de forma exigua el régimen de incom- 
patibilidades al referirlo exclusivamente al Presidente, Consejeros y 
Directores Generales, la nueva regulación extiende su ámbito de apli- 
cación -art. 1-, también ... «al resto de los altos cargos de la Admi- 
nistración de la Comunidad Foral y entidades de derecho público vin- 
culadas o dependientes de ésta. El artículo 2 señala de forma detallada 
quienes, a los efectos de esta Ley, se consideran altos cargos». 

Pretende la Ley, para disipar el ambiente enrarecido en que ha vi- 
vido los iíltimos meses esta Comunidad, y partiendo de una declara- 
ción general de dedicación absoluta y exclusiva -art. 3-, garantizar 
un funcionamiento riguroso y objetivo del sector público. Para asegu- 
rar cuanto ordena esta Ley Foral, se crea el Registro de actividades e 
intereses de altos cargos del Gobierno y la Administración de la Co- 
munidad Foral, ante el que los afectados deben declarar -art. 11-, 
las actividades que desempeñan y las que vayan a realizar cuando ha- 
yan cesado en el desempeño de sus cargos, además no podrán duran- 
te los dos años siguientes a la fecha de su cese, realizar actividades 
privadas relacionadas con expedientes sobre los que hayan dictado re- 
solución en el ejercicio de su cargo, ni celebrar contratos de asisten- 
cia técnica, de servicio o similares con las Administraciones Públicas. 
Asimismo están obligados a formular en el Registro una declaración 
patrimonial comprensiva de la totalidad de bienes, derechos y obliga- 
ciones que posean. 

Dedica la Ley un capítulo, el V, a la facultad sancionadora, indi- 
cando -art. 16-, que ... «a excepción del Presidente y Consejeros del 
Gobierno, las personas que hubieran sido sancionadas por una infrac- 
ción muy grave cesarán en el cargo que ocupen en el plazo de un mes 
desde la firmeza de la sanción. Si las infracciones pudieran ser cons- 
titutivas de delito, se pasará el tanto de culpa al Fiscal, y se paraliza- 
rá el procedimiento mientras por la autoridad judicial no se dicte re- 
solución poniendo fin al proceso penal». 

Las Leyes de la Comunidad Autónoma del País Vasco, publicadas 
en 1996 fueron las siguientes: 

- Ley 1/1996, de 3 de abril, de Gestión de Emergencias. 
Se integra de 48 artículos, agrupados en seis capítulos, además de 

Disposiciones Adicionales, Transitorias y Derogatorias. Según dice 
su Exposición de Motivos en el apartado 1 c... la presente Ley aborda 



la respuesta organizada de los poderes públicos del País Vasco frente 
a dichos eventos (se refiere a eventos catastróficos), regulando tres as- 
pectos interrelacionados, que conforman la estructura interna de la 
Ley: a) la organización general de la protección civil del País Vasco; 
b) la regulación de los principios, medios y mecanismos que faciliten 
la respuesta y actuación eficaz de las instituciones y medios intervi- 
nientes en la atención a emergencias menos graves, y c) la regulación 
del régimen estatutario del personal de los servicios de protección y 
extinción de incendios y salvamento, en tanto que servicios públicos 
vinculados a las tareas de atención de emergencias. 

- Ley 2/1996, de 10 de mayo, de organizaciones interprofesio- 
rzales agroalimentarias del País Vasco. 

Está integrada por 15 artículos, dos Disposiciones Adicionales y 
dos Disposiciones Finales. Con ella se trata, dice la Exposición de 
Motivos, de dotar de un marco normativo específico a las estructuras 
interprofesionales, en el sector agroalimentario, para que éstas se or- 
ganicen, vertebren, cohesionen y colaboren en los objetivos de mo- 
dernización, desarrollo y competitividad de este importante sector. 

- Ley 34996, de 10 de mayo, de Tasas por los Servicios de Zits- 
pección y Control Sanitario de Carnes Frescas y Carnes de Aves de 
Corral. 

La Ley la componen 12 artículos, una Disposición Derogatoria, 
y dos Disposiciones Finales. La finalidad de esta Ley - d i c e  la Ex- 
posición de Motivos- es acomodar nuestra normativa al contenido 
de la mencionada directiva (se refiere a la Directiva del Consejo de 
la Comunidad Europea 93/118/CE, de 22 de diciembre de 1993) en 
el temtorio vasco, teniendo en cuenta que ... las tasas sanitarias que 
gravan la inspección de carnes frescas tienen la consideración de tri- 
butos propios de la Comunidad Autónoma, como consecuencia de las 
transferencias de servicios reaIizados en virtud de lo previsto en el ar- 
tículo 18 del Estatuto de Autonomía. Esta normativa se ha realizado 
además con criterios homogéneos aprobados por todas las Comuni- 
dades Autónomas. 

- Ley 4/1996, de 11 de octubre, de reforma de la Ley de creación 
del Ente Público ((Radio Televisión Vascaw (Ley 5'1982, de 20 de ma- 
yo), referente al nombramiento y cese del Director General de EITB. 

- Ley 5/1996, de 18 de octubre, de Servicios Sociales. 
La Ley se desarrolla en 46 artículos, agrupados en siete Títulos, 

cinco Disposiciones Adicionales, una Disposición Derogatoria y dos 
Disposiciones Finales. Como expresa, entre otros aspectos, la Expo- 



sición de Motivos «el objeto de esta Ley no es garantizar una serie de 
prestaciones, tal y como señalaba la Ley 611982, sino ordenar, es- 
tructurar, promover y garantizar mediante ese sistema de responsabi- 
lidad pública un derecho, el derecho de la ciudadanía a los servicios 
sociales*. 

«Estos semicios sociales se configuran como un conjunto de re- 
cursos, actividades, prestaciones y equipamientos, dotados de una or- 
ganización, es decir, como un sistema de protección específico y dis- 
tinto del de la Seguridad Social, pero asimismo de responsabilidad 
pública, garantizado y universal, que, además de la protección a las 
personas y colectivos, contribuya a favorecer el desarrollo de la eco- 
nomía de la CAPV y del empleo, especialmente de los colectivos con 
mayores dificultades de inserción en el mercado de trabajo.» 
- Ley 6/1996, de 31 de octubre, de metodología de determina- 

ción de las Aportaciones de las Diputaciones Forales a la financia- 
ción de los presupuestos de la Comunidad Autórzoma del País Vasco 
aplicable a los ejercicios 1997, 1998, 1999, 2000 y 2001. 

Esta Ley, en su artículo único, aprueba el Acuerdo del Consejo 
Vasco de Finanzas Públicas, que se recoge como anexo a la presente 
Ley, en el que se establece la metodología aplicable a los ejerci- 
cios 1997 a 2001 de deteminación de las Aportaciones de las Diputa- 
ciones Forales a la financiación de los Presupuestos de la Comunidad 
Autónoma y se fijan para el mismo período los coeficientes de apor- 
tación de las Diputaciones Forales a los gastos presupuestarios de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. 
- Ley 7/1996, de 8 de noviembre, por la que se aprueba el Plan 

Vasco de Estadística 1997/2000. 
«En congruencia con la finalidad d i c e  la Exposición de Moti- 

vos- el Capítulo primero de esta Ley se refiere a la determinación 
del plan mediante el acotamiento de las dos coordenadas, material y 
temporal, que la sitúan y la encuadran.» 

«La Ley presenta dos anexos, uno conteniendo operaciones y ac- 
tuaciones estadísticas y otro que recoge actuaciones de normalización 
y desarrollo estadístico. En el primero, Anexo 1, se relacionan las ope- 
raciones con su código. El Anexo 11 de actuaciones de normalización 
y desarrollo estadístico enumera las actuaciones por su código, des- 
cribiendo además las mismas características del Anexo L» 
- Ley 8/1996, de 8 de noviembre, de Finanzas de la Comunidad 

Autónoma de Euskadi. 
El artículo 1 contiene el objetivo de la Ley y dice así: «Objeto de 

la Ley: la presente Ley tiene por objetivo regular las siguientes mate- 



rias: a) el régimen de la Tesorería General del País Vasco, en relación 
con el mismo, la gestión de garantías en favor de la Administración y 
de depósitos, los remanentes de tesorería y las transferencias y sub- 
venciones a entes distintos de la Administración General. b)  El régi- 
men de endeudamiento de la Comunidad Autónoma de1 País Vasco. c)  
El régimen de protección de garantías por la Comunidad Autónoma 
del País Vasco.» 

Desarrolla la Ley su contenido en 5 1 artículos, agrupados en tres tí- 
tulos cuyas rúbricas coinciden con los apartados transcritos, en que se di- 
vide el objeto de la Ley. Contiene asimismo tres Disposiciones Adicio- 
nales, cuatro Disposiciones Transitorias y cuatro Disposiciones Finales. 

- Ley 9/1996, por la qcie se aprueba la liquidación de los Pre- 
supuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi corres- 
pondieiztes a 1993. 

- Ley 10/1996, de 27 de diciembre, por la que se apr~iebaiz los 
Presclpuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi pa- 
ra el ejercicio 1997. 

Leyes y disposiciones legales autonómicas: 

- Ley 2/1996, de 17 de octclbre, de creación del Corisejo Social 
de la Universidad de La Rioja. 
- Ley 3/1996, de 20 de diciembre, de Presctpuestos Generales de 

la Comunidad Autónoma de La Rioja para 1997. 
- Ley 4/1996, de 20 de diciembre, modificadora de la legisla- 

ción de la Comunidad Autónoma de La Rioja en materia de tasas y 
precios públicos, saneamiento y depuración de aguas. 
- Real Decreto 95/1996, de 26 de enero, sobre traspaso de fin- 

ciones y servicios de la Administracióiz del Estado a la Coinunidad 
Autónoma de Ln Rioja en materia de Universidades. 
- Decreto 1/1996, de 12 de enero, por el que se crea el Consejo 

Agrario y Agroalimentario. 
- Decreto 5/1996, de 16 de febrero, sobre regulación de los Izo- 

rarios para apertura y cierre de los locales comerciales y períodos de 
rebajas en la Conzcinidad Autónoma de La Rioja. 
- Decreto 7/1996, de 16 de febrero, sobre elaboración del Plan 

de Salud de Ln Rioja. 
- Decreto 11/1996, de 15 de marzo, por el que se regula el Re- 

gistro de Convenios de la Comunidad Autórzoma de La Rioja. 



- Decreto 14/1996, de 15 de marzo, por el que asunzen y distribu- 
yen las$nciones y servicios traspasados por la Administración del Es- 
tado a la Comunidad Autónoma de La Rioja en materia de Fundaciones. 
- Decreto 22/1996, de 12 de abril, por el que se regula la crea- 

ción del Consejo Riojano del Agua, su composición y funciones. 
- Decreto 2411996, de 3 de mayo, por el que se regula la activi- 

dad de prestación de servicios profesionales en el domicilio de los 
consumidores. 
- Decreto 33/1996, de 7 de junio, por el que se aprueba el Re- 

glamento del Consejo Consultivo de La Rioja. 
- Decreto 3911996, de 31 de julio, por el que se asumen y dis- 

tribuyen las funciones y servicios de la Administración del Estado 
traspasados a la Comunidad Autónoma de La Rioja en materia de de- 
fensa contra fraudes y calidad agroalimentaria. 
- Decreto 47/1996, de 30 de agosto, por el que se crea la Co- 

misión Interinstitucional de Bienestar Social. 
- Decreto 48/1996, de 30 de agosto, por el que se regula el Con- 

sejo Riojano de Consumo. 
- Decreto 51/1996, de 13 de septiembre, por el que se crea el 

Consejo Regional para la cooperación al desarrollo. 

Junto a estas disposiciones legales aparecen numerosas órdenes 
distribuidas por Consejerías. 

El desarrollo legislativo de esta Comunidad ha sido, en el año 1996, 
muy escueto. Tan sólo cuatro leyes se han aprobado por las Corts Va- 
lencianes, a saber: 

- Ley 1/1996, de 26 de abril, de la Generalitat Valenciana, de 
Adaptación del Régimen Jurídico del Personal de la Generalitat Va- 
lenciana a la naturaleza de los puestos que ocupa. 

Era inaplazable la necesidad de la promulgación de una Ley de 
Adaptación del Régimen Jurídico del Personal de la Generalitat Va- 
lenciana a la naturaleza de los puestos que ocupa por la situación en 
que se encuentra la función pública de la Generalitat Valenciana: al- 
rededor de 2.000 trabajadores y trabajadoras contratados laborales fi- 
jos desempeñando puestos de naturaleza funcionanal, sometidos a la 
inamovilidad con merma de sus expectativas en la carrera profesional; 
los tribunales de justicia tanto de lo contencioso-administrativo como 
de lo social, con el elevado volumen de demandas y reclamaciones 
que llegan a su ámbito jurisdiccional, dictando reiteradas sentencias 



para que la administración se adecúe en sus actuaciones a la Ley, sin 
entrar en la valoración de normas reglamentarias, órdenes e instnic- 
ciones con las que la administración pública ha pretendido dar sopor- 
te jurídico a sus actuaciones. 

- Ley 2/1996, de 27 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, 
por la que se crea la Universidad Miguel Hemández de El,r. 

La evolución socioeconómica experimentada por la Comunidad 
Valenciana y en particular por las comarcas del sur de la misma, ha 
generado una fuerte expansión cuantitativa de estudiantes universi- 
tarios, con la expectativa de que el crecimiento se mantenga a lo lar- 
go de la próxima década. Nos encontramos además, con una fuerte 
insatisfacción de la demanda del tipo de titulación que los estudian- 
tes solicitan, y al mismo tiempo, de la demanda del tipo de titulados 
que los sectores socioeconómicos necesitan, para aumentar sus ni- 
veles de competitividad, contribuyendo, además, a reducir las tasas 
de paro. 

La universidad siempre ha de proporcionar diferentes niveles de 
respuesta, ante las variadas demandas sociales. Así por ejemplo, for- 
mación generalista junto a formación hiperespecializada, formación 
profesional junto a formación académica, enseñanza de calidad, junto 
a investigación de calidad, e investigación básica junto a investiga- 
ción aplicada y desarrollo de tecnología. Para dar respuesta a estas 
nuevas necesidades, es imprescindible la actuación de los poderes pú- 
blicos en el marco de la programación general en la enseñanza de la 
Comunidad Valenciana. 

Atender estas demandas y contribuir a mejorar la calidad de la en- 
señanza universitaria, son los objetivos prioritarios de la presente Ley, 
por medio de la creación de una nueva universidad. 

- Ley 3/1996, de 30 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, 
de Medidas de Gestión y Organización de la Generalitat Valenciana. 

La presente Ley incluye un conjunto de medidas referidas a las 
distintas áreas en que se desarrolla la actividad de la Generalitat Va- 
lenciana, cuya finalidad básica es contribuir a la mejor y más efectiva 
consecución de los objetivos de la política presupuestaria del Gobier- 
no, contenidos en la Ley de Presupuestos de la Generalitat Valencia- 
na para 1997. 

De conformidad con dicha voluntad, la Ley recoge medidas, de 
diversa naturaleza y alcance, que afectan a sectores tales como el de 
la organización administrativa, la gestión presupuestaria y los siste- 
mas de control interno. 



- Ley 4/1996, de 30 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, 
de Presupuestos para 1997. 

De esta Ley destacaremos, por lo que al Ministerio Fiscal intere- 
sa, lo siguiente: 

Primero: Destina, como créditos iniciales, 60.335.079 pesetas para 
Seguridad, Protección y Promoción Social y 21.988.764 pesetas pa- 
ra Saneamiento de aguas residuales. Lo primero importa porque de ello 
ha de salir todo cuanto a promoción social se refiere, y lo segundo por- 
que va referido a la construcción, mejora y mantenimiento de cuanto 
sea necesario para depurar las aguas residilales en bien del medio am- 
biente, aunque, dicho sea de paso, ambas cantidades parecen escasas. 

En el artículo 33, punto 6, establece subvenciones de naturaleza 
corriente, concedidas a la Conselleria de Sanitat, para evitación de las 
drogodependencias. 

Asimismo en las tablas de asignaciones destina para gastos de la 
Administración de Justicia 14.057.287 pesetas, cantidad también exi- 
gua para el elevado gasto que se prevé. 

11. REFORMAS LEGISLATIVAS PROPUESTAS 
POR LOS FISCALES 

A) PROBLEMATICA DE LOS HECHOS IMPRUDENTES 
CON MULTIPLES RESULTADOS DELICTIVOS 

La sanción expresa de los actos imprudentes, en consonancia con 
el criterio prevalente en el derecho positivo de nuestra vecindad cul- 
tural jurídica (Ex. Motivos del Proyecto de Código Penal de 1992), si 
bien elimina la dificultad que en ocasiones suponía la posible califi- 
cación como imprudentes de determinadas conductas delictivas, pue- 
de plantear alguna duda en orden a la correcta calificación de las 
acciones culposas de las que se deriven consecuencias múltiples, afec- 
tantes a distintos bienes jurídicos, siendo el caso más frecuente el de 
los hechos lesivos derivados de las conductas imprudentes en materia 
de tráfico. 

Ciñéndonos a las consecuencias más frecuentes de aquellas con- 
dilctas imprudentes -muerte, lesiones y daños-, su actual régimen 
sancionador, es el siguiente: 

A) La muerte, las lesiones de los artículos 147.1, 149 y 150, 
constituyen delito, perseguible de oficio, cuando sean causadas por 
impmdencia grave. 

B) Los daños (art. 267), en cuantía superior a diez millones de 
pesetas, causados por impmdencia grave, constituyen delito, perse- 



guible previa denuncia de la persona agraviada. Cuando los daños 
afecten a diversos titulares, será la suma de todos a~uéllos la determi- 
nante de la calificación y bastará la denuncia de uno de los perjudica- 
dos para la persecución del hecho, aunque la cuantía de su perjuicio 
no supere dicha cantidad. 

C) Las lesiones previstas en el artículo 147.2, cometidas por im- 
prudencia grave, así como la muerte y lesiones de los artículos 147.1, 
149 y 150, producidas mediando imprudencia leve, constituyen falta 
(art. 621), y requieren para su persecución la denuncia del agraviado 

D) Los daños en cuantía superior a diez millones de pesetas, co- 
metidos por imprudencia leve, o los inferiores a ella ocasionados por 
cualquier tipo de negligencia, carecen de sanción penal. 

Así pues, cuando, como consecuencia de una conducta impru- 
dente se originen algunos de los distintos resultados lesivos previstos 
en los apartados anteriores, careciendo del tipo específico de la im- 
prudencia -anterior 565-, aglutinador de todas sus posibles conse- 
cuencias, deberá acudirse al examen por separado de cada uno de 
aquellos resultados y su posible calificación como infracciones im- 
prudentes, siendo la cuestión principal a dilucidar el tipo de relación 
concursal apreciable entre ellas. 

En el caso específico de las conductas imprudentes surgidas con 
ocasión de la conducción de vehículos de motor, el Código Penal dis- 
tingue diversas situaciones: 

a) Conducción bajo la influencia de bebidas alcolzólicas, drogas tó- 
xicas, esr~lpefacientes o sustancias psicotrópicas (art. 379) 

En este supuesto, siempre que pueda establecerse una relación de 
causalidad entre la conducción efectuada en tales condiciones y los re- 
sultados lesivos producidos, aquéllas quedan resueltas por el artículo 
383 al establecer que «cuando con ocasión de tal conducta se ocasio- 
nara, además del riesgo prevenido, un resultado lesivo, cualquiera que 
sea su gravedad, los Jueces y Tribunales apreciaran sólo la infracción 
más gravemente penada, condenando en todo caso a la responsabili- 
dad civil que se hubiere originadon. Es decir, que, en tales supuestos, 
ya sean uno o varios los resultados lesivos concurrentes con el delito 
del artículo 379 constitutivos de infracción penal, se elegirá entre 
ellos la más grave a efectos de la sanción, sin que ello implique dejar 
fuera del proceso penal a los restantes, sean delito, falta, o meramen- 
te generadores de responsabilidad civil a los efectos de reparación in- 
demnizatoria. 



b) Conducción con temeridad manc3esta (art. 381) 
Aquí, el régimen aplicable, sería el mismo que en el caso anterior, 

siempre que, igualmente, pudiera establecerse la relación de causali- 
dad entre la conducta descrita en el tipo y los resultados lesivos pro- 
ducidos. 

c) Imprudencia grave 
Como tal, deberá calificarse la omisión de aquellas cautelas que, 

bajo el anterior Código, se incardinaban en el concepto de impruden- 
cia temeraria. 

En su presencia, cuando, a consecuencia de ella, se produjere un 
único resultado dañoso en relación con las personas o las cosas, no 
existirá problema alguno. Habrá o no, delito o falta, según el trata- 
miento específico dado a aquél por el Código (homicidios, lesiones o 
daños imprudentes). La dificultad se suscita, sin embargo, cuando los 
resultados lesivos sean varios y su calificación jurídica diversa, como 
en el ejemplo siguiente: muerte, lesiones de los artículos 147.1.", 
147.2." y 6 17 y daños por importe inferior a diez millones de pesetas. 

La Jurisprudencia articulada desde el Código Penal de 1870 en 
torno al delito de impmdencia vino estableciendo, sin solución de 
continuidad, el carácter único del delito no obstante la posibilidad de 
resultados diversos. Así, las Sentencias de 14 de diciembre de 1931 
y 11 de abril de 1932 ya afirmaron que «un solo hecho imprudente 
aunque origine diversos males constituye un solo delito», así como 
que «siendo única la acción se deben aplicar las reglas del concurso 
ideal» (STS de 8 de noviembre de 1955 y de 21 de febrero de 1966). 
Ahora bien, tal doctrina descansaba sobre la existencia del tipo espe- 
cífico de la imprudencia, cuya aplicación resolvía los problemas con- 
cursales derivados de los distintos resultados, con la particularidad, 
además, de que por contener normas propias de limitación penológi- 
ca, evitaba la posible incongruencia resultante de la aplicación direc- 
ta de las normas de concurso ideal, en cuanto podía conducir a san- 
cionar más gravemente el delito imprudente que el doloso. 

Al desaparecer éste, las posibilidades a examinar, partiendo de la 
existencia de una única acción, son tres: 

A) Concurso real de delitos (art. 73) 
Esta hipótesis debe ser descartada, pues, siendo única la acción 

y de acuerdo con la doctrina jnrisprudencial anteriormente reseña- 
da, no puede ésta multiplicarse por tantos resultados como de aqué- 
lla se deriven, cuando aquéllos no responden a una voluntad dirigi- 
da a su causación individualizada, merecedora, por tanto, de la 



sanción correspondiente a cada uno de los delitos resultantes. 
Piénsese en que, incluso, en el delito continuado, donde la unidad 
de propósito o la identidad de ocasión, merecen un tratamiento pe- 
nológico atenuado, el artículo 74.1 exige la pluralidad de acciones 
por parte del agente. 

B )  Concurso ideal de delitos (art. 77) 
Esta parecería, en principio, la fórmula más plausible para el su- 

puesto estudiado. Un único hecho -la condiicta imprudente- gene- 
ra diversos resultados delictivos que se hallan entre sí en plano de 
igualdad. Tal unicidad, excluyendo la punición como concnrso real, li- 
mita los efectos penológicos que podría derivarse de aquélla, median- 
te el límite representado por la pena correspondiente al delito más gra- 
ve en su mitad superior previsto en el artículo 77.2. Como tal, además, 
se ha calificado expresamente el presente supuesto fáctico por la ju- 
risprudencia, como anteriormente hemos visto y la adopción del con- 
curso ideal para los delitos culposos, supone, en fin, ofrecer idéntico 
tratamiento al otorgado a los delitos dolosos. Sin embargo, aunque, 
técnicamente, parezca la solución más correcta, su adopción genera- 
ría como efecto paradójico que cuando los resultados lesivos fueren 
consecuencia de la conducción bajo la influencia de bebidas alcohóli- 
cas o con temeridad manifiesta, se penase sólo el delito más grave de 
entre los producidos, por imperativo del artículo 383, en toda la ex- 
tensión de su sanción, en tanto que, mediando solamente imprudencia 
grave, fuera preceptivo imponerla en su mitad siiperior, o sancionar 
separadamente todos los delitos si ello resultare más beneficioso para 
el reo. 

C) Concurso de normas (art. 8) 
El artículo 8 lo prevé respecto a aquellos hechos susceptibles de 

ser calificados con arreglo a dos o más preceptos del Código. En el su- 
piiesto de estudio, sin embargo, no se da entre los diversos tipos pe- 
nales aplicables, la relación que permitiera acogerse a los principios 
de especialidad, subsidiastedad o subsunción entre aquéllos, caracte- 
rísticos de este tipo concursa1 y previstos en los tres primeros aparta- 
dos del precepto citado. No obstante, entendemos que, para dar una 
solución satisfactoria y equitativa al problema, y aun haciendo abs- 
tracción del problema representado por la posible diversidad de bie- 
nes jurídicos o sujetos pasivos afectados, debe aceptarse la fórmula 
del concurso de normas, haciéndola descansar sobre el criterio de la 
mayor gravedad (art. 8.4.O), como complementario de los anteriores 
(STS de 25 de enero de 1990) y determinante, en suma, de la única in- 



fracción objeto de acusación. Solución que no debe impedir, por otra 
parte, que los restantes resultados lesivos, en cuanto también deriva- 
dos de la conducta negligente determinante del único delito aprecia- 
ble, sean tenidos en cuenta en el proceso penal a los efectos de la res- 
ponsabilidad civil pertinente. 

Puesto que la solución propuesta, resulta, sin embargo, suma- 
mente forzada, justificándose fundamentalmente en razones de justi- 
cia material y dado que las situaciones a que afecta son de acaeci- 
miento muy frecuente ante cualquier Tribunal, estimamos precisa una 
reforma legal que, sin afectar a la actual regulación de la sanción de 
las conductas culposas, pueda dar a aquéllas la adecuada cobertura le- 
gal. Tal solución, a nuestro juicio, debería orientarse por la vía del 
concurso ideal, mediante una modificación del artículo 77, consisten- 
te en la adición de un cuarto párrafo, del siguiente tenor: 

« 4 . O  No obstante lo anteriol; cuando se tratare de infracciones 
culposas, los Tribunales apreciaran tan sólo la infracción más grave- 
mente penada, sin perjuicio de extender su proncinciamiento a las res- 
ponsabilidades civiles derivadas de las restantes». (Asturias). 

B) EN TORNO A LA FIGURA DE LA CORRUPCION 
DE MENORES 

El artículo 452 bis) b) del Código Penal derogado, incluido en el 
capítulo VI del título IX bajo el epígrafe Delitos relativos a la prosti- 
tución prevenía una serie de conductas que, en cuanto dirigidas hacia 
menores de edad, y orientadas hacia la desviación de la normal evo- 
lución y desarrollo de su sexualidad, se consideraban merecedoras de 
una sanción específica. Por lo que aquí nos interesa, dicho artículo en 
su número 1 .O castigaba al que promueva, favorezca o facilite la pros- 
titución o cornlpción de persona menor de dieciocho afios. 

El Código actual, en su artículo 187, bajo similar epígrafe, san- 
ciona en el capítulo V del título VIII a quien induzca, promueva, fa- 
vorezca o facilite la prostitución de una persona menor de edad o in- 
capaz. 

La cuestión pues, es la siguiente: ¿El nuevo precepto despenaliza 
las conductas de corrupción de menores que, careciendo de encaje en 
las figuras de agresiones o abusos sexuales, no puedan encuadrarse en 
el concepto de prostitución? o, por el contrario, deberán entenderse 
abarcadas por éste, actualmente, único concepto. 

Las consecuencias derivadas de la solución que se dé a ese di- 
lema, no resultan tan graves en aquellos casos en que los actos que 
hubieran de servir de base a la calificación de corrupción, fuesen 



constitutivos de delito, por sí mismos, aisladamente considerados, 
bien por la edad de los menores, inferior a doce años, bien por ha- 
llarse privados de sentido, o bien por la prevalencia para la obten- 
ción del consentimiento de una situación de superioridad o abuso 
de su trastorno mental. En tales situaciones, de estimarse como co- 
rrecta la primera de las propuestas, recobrarían su identidad los de- 
litos subyacentes en el de corrupción suprimido, permitiendo la 
sanción de aquellas conductas, si bien en forma extremadamente 
benigna, en ocasiones. La mayor trascendencia y gravedad, vendría 
dada, sin embargo, por la exclusión del Código Penal de aquellas 
conductas que, reuniendo todos y cada uno de los requisitos que la 
doctrina jurisprudencia] ha considerado necesarios para estimar la 
existencia del delito de corrupción no fueran, en sí mismas, consti- 
tutivas de delito y no pudieran incardinarse en el concepto de pros- 
titución. 

La sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de fecha 
16 de septiembre y alguna otra posteriormente, nos ofrecen clara oca- 
sión para comprobar la perversidad de tal efecto, tomando como 
ejemplo los siguientes hechos declarados probados por la sección 
cuarta de la Audiencia Provincial de Madrid y que el Tribunal 
Supremo, en la citada resolución, acepta: 

... desde mediados de enero hasta el 21 de mayo de 1995 y con 
una frecuencia cada vez más intensa, hasta ser casi diaria, el acusa- 
do M. M., mayor de edad y sin antecedentes penales, en el domicilio 
familiar sito en la calle ... de Madrid, acariciaba y besaba los órga- 
nos genitales de su hija E. E., de doce años de edad, llegando incluso 
en alguna ocasión a introducirle los dedos en éstos. 

Pues bien, si de tal relato, se eliminaran las palabras de su hija, los 
hechos en él descritos, sancionados por la Audiencia Provincial como 
delito de corrupción de menores, resultan'an impunes. La Sala 
Segunda, sobre la base de los anteriores hechos probados no deja res- 
quicio alguno a la duda sobre ello. Casa la sentencia de la Audiencia 
Provincial, que condenaba al acusado por delito de corrupción de me- 
nores al amparo del artículo 452 bis) b) l." del Código Penal anterior, 
a la pena de cuatro años y nueve meses de prisión menor y dicta otra 
condenándole como autor de un delito de abuso sexual del artículo 
181.3 del nuevo Código Penal, como ley más favorable y, por tanto, 
de aplicación retroactiva, a la pena de multa de diez meses con cuota 
diaria de 1.000 pesetas, rechazando la inclusión de aquella conducta 
en el concepto de prostitución del artículo 187, sin mengua de califi- 
car como repugnantes los hechos que la integran. 



Argumenta la Sala que la prostitución es el único concepto en- 
cuadrado, a diferencia de lo que sucedía con el artículo 452 bis b), en 
el artículo 187 y que si bien la prostitución del menor poclrá implicar 
su corrupción ... ésta no tiene por qué llevar consigo la prostitz~cióiz. 
En expresa oposición a la corriente de pensamiento que considera que 
el legislador se ha limitado a simplificar la redacción del precepto al 
acoger bajo el concepto de prostitución todas las conductas encuadra- 
blei en e i  enunciado de corrupción alega que ello supone desconocer 
la diferencia existente entre el género que es la corrupción y la espe- 
cie que es la prostitución, concluyendo, en base a lo anterior, que si el 
principio de legalidad ha de ser eje fundamental del acontecer judi- 
cial ... el artículo 187 de ahora referido a la prostifución elimina cual- 
quier actividad delictiva que tenga que ver con la corrupción. 

Resulta llamativo que la sentencia, tras explayarse en definir los 
caracteres de la corrupción de menores -excluida, según el criterio 
mantenido, del actual art. 187-, omita el concepto del Tribunal sobre 
la prostihición, como sería lógico, a fin de hacer patente la imposibi- 
lidad de encajar en él la conducta definida como probada. La simple 
remisión al concepto «clásico» de aquélla, parece dar por supuesta e 
indiscustible su identificación con el otorgamiento de favores sexua- 
les mediante precio. Sin embargo, siendo ello así en su concepto vul- 
gar, en el plano jurídico penal que aquí nos interesa, no parece tan in- 
dudable si ahondamos en la interpretación, gramatical, jurídica, 
jurisprudencial, teleológica e incluso sistemática de dicho término. 

En el aspecto gramatical, la Real Academia de la Lengua, consi- 
dera que prostituir es tanto como exponer pliblicamente a todo género 
de torpeza y sensualidad o bien exponer, entregar, abandonar a una 
inujer a la pública deshonra, corromperla ... Según esta definición, el 
precio no es un requisito de la prostitución y ésta se presenta como si- 
nónimo de corrupción en el ámbito de la sexualidad. A su vez, corrup- 
ción es tanto como estragar o pervertir, concepto, equivalente, por su 
parte, a aquella exposición a todo género de torpeza y sensualidad. 

Si, no obstante 10 anterior, pudiera plantearse duda interpretativa 
sobre el concepto de prostitución en cuanto extensible a la corrupción, 
debería quedar despejada tan sólo con observar lo dispuesto en el ar- 
ticulo 3.1 del Código Civil, poniendo en relación las palabras utiliza- 
das por el precepto con su contexto, antecedentes Izistóricos y legisla- 
tivos y la realidad social del tiempo en que ha de ser aplicado y, aun 
con más razón, si, tal como sigue exigiendo dicha norma, se atendie- 
se,frrndamentalrnente a su espíritu y .finalidad; elementos hermenéu- 
ticos que han sido obviados por el Tribunal Supremo en una interpre- 
tación excesivamente simplista del término. 



La propia Sala, recogiendo la definición de corrupción de meno- 
res por ella misma acuñada a lo largo de una numerosa, constante y 
unánime jurisprudencia, considera Eomo tal aquella conducta de la 
que se derive o se pueda derival; de fonna natural, la corrupción del 
rnenol; mediante la vida sexual prematura envilecedora y degradante 
haciendo radicar la trascendencia del delito en que al iniciar al inei~or 
anticipadamente en el sexo de nzarzera evidentemente perversa, se im- 
pide quizá que cuando alcance la plenitud de la personalidad pueda 
optar librenlente por lo que su instinto y libertad le sugiera ... 

Acudiendo ahora a los parámetros hermenéuticos de1 artículo 3." 
del Código Civil, nos encontramos con que: 

a )  La conducta definida supone, sin ningún género de dudas, un 
atentado contra la libertad sexiial, que constituye el bien jurídico pro- 
tegido por el artículo 187, inscribiéndose, pues, como la prostitución, 
en el mismo contexto de la protección penal de los menores en dicho 
ámbito. 

6 )  Tiene su antecedente directo en el artículo 452 bis 6 )  del 
Código Penal anterior, cuya redacción mantiene con muy ligeras mo- 
dificaciones y el cual, a su vez, lo recoge de los artículos 438 y 439 
de la versión de 1963 y ésta de sus precedentes (v. g. art. 440 del 
Código Penal de 1932, bajo la específica denominación de «comp- 
ción de menores»). Se inscribe, por tanto, entre los delitos «clásicos», 
esencialmente mantenidos en el ámbito del Derecho Penal. 

c) A la luz del tiempo actual, tal conducta, no sólo no se ha des- 
valorizado, sino que, por el contrario, al hilo de una mayor sensibili- 
dad social hacia un problema que, por otra parte, se ha agudizado has- 
ta extremos realmente alarmantes, ha motivado una fuerte reacción 
internacional, asumida por nuestro país y, en todo caso, imposible de 
desconocer a tenor de lo dispuesto en el artículo 10 de la Constitución 
Española. En tal sentido, basta ver la Declaración de los derechos del 
niño en la que, entre otros principios se sientan los de darle una pro- 
tección especial (11), el de considerar su interés superior como princi- 
pio rector de quienes tienen responsabilidad sobre él (VII), el de prio- 
ridad de protección y socorro en todas las circunstancias (Vm) o el de 
específica tutela frente a toda forma de explotación o trata o contra to- 
da práctica u ocupación que pueda impedir su desarrollo físico, men- 
tal o moral. 

Por otra parte, la interpretación de la Sala Segunda respecto a la 
voluntad del legislador al redactar el actual artículo 187, resulta arries- 
gada, en cuanto implica hacer responsable a aquél de una consciente 
desviación de los compromisos adquiridos por la ratificación de la 



Convención sobre los Derechos del niño (Nueva York, 1989), en la 
que sobre la base de considerar como tal al menor de dieciocho años 
(art. l), se obligó a proteger al menor contra todas las formas de ex- 
plotación y abusos sexuales así como a adoptar las medidas necesa- 
rias para impedir las siguientes conductas (art. 34): 

1) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a 
cualquier actividad sexual ilegal. 

2) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas se- 
xuales ilegales. 

3)  La explotación del nifio en espectáculos o materiales pomo- 
gráficos. 

Ello sería tanto como admitir que el Gobierno ha pretendido, fren- 
te a la regulación anterior, legalizar la realización de actos de natura- 
leza sexual con menores de dieciocho años, tales como los recogidos 
en la sentencia o aun más graves o perturbadores de su normal desa- 
rrollo, sin más requisito que la ausencia de precio, en cuanto elemen- 
to determinante del concepto de prostitución. Posición que, además de 
ilógica, no concuerda ni se corresponde con lo expresado en la expo- 
sición de motivos del Código Penal, cuando, a propósito de los deli- 
tos contra la libertad sexual, se manifiesta la pretensión de adecuar los 
tipos penales al bien jurídico protegido, pues lo contrario obligarfa a 
entender que sólo la prostitución y no las restantes prácticas sexuales 
corruptoras, podían quedar amparadas en dicho bien jurídico. 

En el ámbito jurisprudencial, tal tesis tampoco es totalmente con- 
gruente. La Sala Segunda, ha debido pronunciarse en multitud de oca- 
siones, precisamente por la frecuencia de este delito, sobre la diferen- 
cia existente entre el delito de corrupción de menores y los de abusos 
deshonestos o agresión sexual. En pocas ocasiones, sin embargo, ha 
tenido necesidad de deslindar la diferencia entre corrupción de meno- 
res y prostitución, no sólo porque ambas conductas constituían el rnis- 
mo delito, sino por la identidad conceptual entre ellas. Es más, el po- 
ner el énfasis de la punición en la instrumentalización de los menores 
para la realización de prácticas sexuales (20 de febrero de 1993); en 
la situación de desvalimiento en que la víctima se encuentra por ra- 
zón de la propia edad (27 de diciembre de 1993); o en la necesidad de 
tutelar la indeinnidad de la libido en formación de quienes aún no tie- 
nen adquirida su madurez sexual ..., evitando que su desarrollo se vea 
perturbado por la iniciación de prácticas sexuales inadecuadas o im- 
propias de su minoria de edad que puedan llevarles a la toma de de- 
cisiones trascendentes para la vida social y personal cuando aún no 
han alcanzado la madurez que se estima necesaria (20 de septiembre 



de 1993; 17 de marzo de 1994), ya está poniendo de relieve el relati- 
vo valor de la mediación de precio en tales conductas. Hasta el punto 
de llegar a considerarlo explícitamente inoperante, ante la constata- 
ción de que en las conductas de esta clase el precio suele aparecer 
más o menos enmascarado, incluso, en ocasiones, como retribución 
de actividades lícitas (13 de junio de 1985) y que, por tanto, la exis- 
tencia de precio es circt~nstancia ajena a la prostitución en sí (27 de 
diciembre de 1993). 

Creemos sinceramente, que si bien es cierto que, como afirma la 
sentencia, entre corrupción y prostitución existe una relación de géne- 
ro a especie, buscar amparo en el principio de legalidad, por mor de la 
nueva redacción del precepto sancionador, para estimar lisa y Ilana- 
mente despenalizada la corrupción de menores, haciendo depender la 
sanción penal de la concurrencia de aquel devaluado pretium carnis, 
no sólo contraría la lógica sino que hiere la más elemental sensibilidad. 
¿Sería acaso posible suprimir el homicidio, en cuanto género, para san- 
cionar solamente la especie del mismo constitutiva de asesinato? 

No acaban aquí, sin embargo, los argumentos posibles en contra 
de la interpretación j~r is~ruden~ial .  Si bien, conceptualmente, es co- 
rrecta la consideración de la ~rostitución como una es~ecie de la co- 
rrupción, ello no resultaba así de la sistemática del Código Penal an- 
tenor. Más bien, al contrario, al no existir ninguna rúbrica referida a 
la «corrupción de menores» y por hallarse el delito así conocido bajo 
la de «delitos relativos a la prostitución», aquélla se mostraba como 
una especie o forma de la prostitución, que aparecía, por tal razón, co- 
mo el género en el que aquélla se encuadraba. 

P& otra parte, frente al estricto significado que ahora pretende 
darse al término prostitución versus corrupción, el propio Tribunal 
Supremo, no consideró interpretación in malam partem la efectuada 
por él mismo con el fin de extender aquel concepto -connatural a la 
cambiante situación social más allá del clásico de relación sexual me- 
diante precio-, a cualquier depravación en el comercio camal con 
móvil de beneficio económico, apoyándose en que, cualquier duda al 
respecto debería disiparse ante la equiparación que el Código efectua- 
ba en el artículo 453 bis) a), entre prostitución u otra forma de co- 
rrupción (11 de abril de 1990). Lo que evidentemente, no nos puede 
llevar, tras la reforma del Código y por no ser válido ya tal argumen- 
to, a apelar al principio de legalidad, para limitar el ámbito de la pros- 
titución a su primigenio sentido. 

Item más, cuando de la mano de la doctrina sustentada por la sen- 
tencia que comentamos, han de resultar despropósitos como el que su- 
pone sancionar como exhibicionista (art. 185) a quien, con lúbrica fi- 



nalidad, en una única ocasión, muestra sus órganos genitales ante u11 

menor de edad, aun contando con su consentimiento y declarar la im- 
punidad de quien, a renglón seguido de aquella conducta y, repetida- 
mente, llevare a cabo con aquél cualquier tipo de prácticas sexuales. 

Si es cierto que, como dijo Herman von Kirchman, «tres palabras 
rectificadoras del legislador hacen basura bibliotecas enteras de cien- 
cia jurídica», y, si, como parece, la vía jurisprudencial no ha podido 
poner remedio a aquella consecuencia, otras dos, serían suficientes 
deshacer en la vía legislativa, en entuerto provocado por aquéllas, co- 
rrigiendo la redacción del artículo 187.1, en la forma siguiente: 

«El que induzca, promueva, favorezco o facilite la corrupción opms- 
titución de una persona menor de edad o incapaz, ser6 castigado...)). 
(Asturias). 

C) ROBO Y HURTO DE USO 

El nuevo Código Penal, modifica el delito de utilización ilegítima 
de vehículo de motor, en forma innecesaria y creemos que perturba- 
dora, no ya sólo por el difícil encaje de aquel uso con las figuras del 
robo y el hurto, a las que parece consustancial el ánimo de apodera- 
miento definitivo, sino por las consecuencias derivadas de la propia 
confi,wación actual de esta figura delictiva. 

Frente a los términos de1 artículo 516 bis del Código de 1973: 
«Utilización de un vehículo de motor ajeno, sin la debida autoriza- 
ción y sin ánimo de haberlo como propio*, el 244 del actual castiga a 
quien «sustrajere un vehículo de motoK.. ajeno, sin ánimo de apro- 
piárselo*, y si bien sigue siendo elemento común de uno y otro tipo 
la ausencia de ánimo de incorporación al patrimonio propio, la con- 
ducta punible ha variado sustancialmente, al dejar de ser la utilización 
del vehículo, para ceñirse a la sustracción del mismo, lo que puede, en 
la práctica, plantear algún problema a propósito de la coautoría. 

Según reiterada jurispmdencia en tomo al 5 16 bis (30 de abril de 
1985; 9 de mayo de 1986; 19 de abril de 1988 ó 6 de junio de 1988 y 
muchas otras) al radicar el tipo penal en la «utilización», tal hecho do- 
taba al delito de una específica naturaleza permanente, en cuya virtud, 
podían ir insertándose como autores del mismo quienes se incorporen 
a ella sucesivamente, como conductores o usuarios del vehículo, 
mientras la sustracción perdurase y con el único requisito de conocer 
la ilicitud de sil tenencia. Y ello en cuanto que la acción típica (ST 20 
de febrero de 1981) no era la de «tomar» del artículo 514 ni la de 
«apoderarse» del artículo 500, sino la de «usar». 



Tal doctrina no parece ser aplicable al actual artículo 244, pues, 
aparte de la nueva denominación del delito, en cuanto rernisoria a los 
conceptos de robo y hurto y no obstante su cualificación como moda- 
lidades de uso, es lo cierto que la acción típica no es ya la de utilizar 
sino la de sustraer, de donde podrían extraerse las siguientes conse- 
cuencias: 

a)  El robo o hurto de uso, deja de ser un delito permanente, pa- 
ra convertirse en un delito instantáneo que se consuma con el hecho 
de la sustracción realizada con aquel ánimo. Animo que sólo se hará 
patente a través de la restitiición del vehículo antes de las cuarenta y 
ocho horas. 

b)  Como consecuencia de lo anterior, sólo podrían ser coautores 
del delito, quienes participen en la sustracción, mas no quienes, con 
posterioridad a aquélla y aun con conocimiento de la ilícita tenencia, 
se aprovechen de ella para la utilización del vehículo, como conduc- 
tores o usuarios del mismo, y que carecieron del dominio sobre la ac- 
ción constitutiva del tipo, tal como es propio de la coparticipación. 

C )  Tales conductas, desplazadas bajo el Código anterior desde la 
receptación a la coautoría por el diferente núcleo típico del articulo 
516 bis, deberán pues volver a esta tipificación bajo la fórmula del ar- 
tículo 298, sancionándose por dicha vía, en tanto que, no encajando en 
las de la autoría o complicidad, puedan entenderse como una ayuda 
para los autores del delito en relación con el aprovechamiento del ve- 
hículo sustraído para su uso, o simplemente, por la recepción de éste 
para tal finalidad. 

Las anteriores consideraciones, nos llevan pues, a propugnar, la 
reforma del Código Penal en este punto, ofreciendo para ello dos so- 
luciones alternativas: 

A) El restablecimiento de la fórmula del Código anterior, me- 
diante la srrstitución, al efecto, de la rúbrica del capítulo IV del título 
XIII así como del texto del artículo 244, por los contenidos en el 
Código de 1973. 

Mediante ella, se hm'a innecesaria la reinterpretación doctrinal y 
jurisprudencia1 del nuevo texto, aplicándose los criterios ya consoli- 
dados sobre este delito que es -y esto es muy importante- de los de 
más frecuente comisión. 

B) La supresión del capítulo IV del título XIII del Código Perzal 
y la inc6isión de esta conducra en los capítulos I j> II como modalidad 
de los delitos de hurto y robo, respectiva~~zente. 

De considerarse preferible la incardinación de la utilización ilegí- 
tima entre los delitos de robo y hurto, nos inclinaríamos, por una 



equiparación a éstos, con todas sus consecuencias y prescindiendo de 
la referencia al ánimo inicial de la sustracción, para centrarnos en el 
momento de restitución del vehículo que es el que, en definitiva y en 
la práctica diaria, cuenta para la determinación de aquél. Nos parece 
incluso preferible establecer la presunción legal, en favor del reo, de 
que quien devuelve el vehículo antes de veinticuatro horas lo sustrajo 
con ánimo de mera utilización, que la actualmente establecida en su 
contra, de que su retención por más de veinticuatro horas -y, aunque 
se restituya en las siguientes- implica el ánimo de la apropiación de- 
finitiva característico del robo o el hurto. 

En consecuencia, debería introducirse como artículo 236 -pa- 
sando el actual a ser el 386 bis)- el siguiente: 

«Cuando, recayendo el hurto sobre un vehículo de motor o un ci- 
clomotol; éste fuere restituido, directa o indirectamente, en un plazo no 
superior a cuarenta y ocho horas, será castigado con pena de arresto 
de doce a veinticuatrofirzes de semana o multa de tres a ocho meses.» 

En cuanto al robo, se introduciría como artículo 241 -pasando el 
actual a ser el 241 bis- el siguiente: 

«Cuando el robo con fuerza en las cosas tuviere por objeto un ve- 
hículo de motor o uiz ciclomotor y éste fuere restituido, directa o in- 
directamente, en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas, será 
castigado con pena de arresto de dieciocho a veinricuatro fines de se- 
mana o multa de seis a ocho meses.» 

Finalmente y en cuanto a la falta de hurto, bastaría modificar el 
artículo 623.2 en la forma siguiente: 

«Los que realizasen las conductas descritas en los artículos 236 
y 236 bis), siempre que el valor de lo sustraído no exceda de cin- 
cuenta mil pesetas.» (Asturias). 

D) MODIFICACION DEL CONCEPTO DE HABITUALIDAD 
EN EL ARTICULO 94 

El artículo 88 exige como requisito inexcusable para la sustitu- 
ción de la pena de prisión por las de arresto de fines de semana o mul- 
ta, que no se trate de reos habituales, debiéndose entender por tales a 
quienes, según la interpretación auténtica del término que realiza el 
artículo 94, hubieren cometido tres o más delitos de los comprendidos 
en un mismo capítulo, en un plazo no superior a cinco años y hayan 
sido condenados por ello. 

La defectuosa redacción del precepto puede conducir a sihiacio- 
nes difícilmente asirnilables. Así, si nos atuviéramos a una interpreta- 
ción gramatical, la exigencia de condena por tres o más delitos com- 



prendidos en un misíno capítulo, al prescindir de la referencia compa- 
rativa al delito actual por la utilización del artículo indeterminado, ha- 
bría de producir como consecuencia que, por ejemplo, el reo de hurto 
condenado anteriormente por tres delitos de agresión sexual, tuviese 
consideración de habitual respecto a aquél y no, en cambio, si dos de 
las precedentes condenas fueren por delito de hurto. Pero es que, si 
como parece razonable, hacemos prevalecer una interpretación lógica 
que tienda a buscar la similitud entre los delitos anteriores y el actual, 
el problema surge en la excesiva restricción prevista para aquélla, al 
limitarla al ámbito de un mismo capítulo, con lo que, puede suceder 
que, en contra de lo que el sentido común puede admitir, aquel reo de 
hurto no podría considerarse habitual aunque acumulare condenas por 
veinte delitos de robo. 

Otra cuestión se plantea con la determinación de la habitualidad 
respecto a las condenas producidas bajo la vigencia del código ante- 
rior. Aun partiendo de la segunda de las interpretaciones apuntadas, es 
lo cierto que la transformación de la estructura del código, hace que 
los contenidos de los capítulos del antiguo y del nuevo, no sean coin- 
cidentes. Para salvar tal dificultad, parece lo más lógico acudir al cri- 
terio sentado en la disposición bansitoria séptima a los efectos del es- 
tablecimiento de la agravante de reincidencia. 

Finalmente, de la redacción del artículo 94, deben resaltarse las 
siguientes consecuencias, en cuanto diferenciales respecto a la apre- 
ciación de la reincidencia en el artículo 22.8: 

a) No basta que los delitos hayan sido sentenciados en el plazo 
indicado, sino que es menester que se hayan también cometido dentro 
de él. 

b) Lo determinante de la habitualidad es la comisión de los deli- 
tos, exigiéndose la condena como mera confirmación de aquélla, por 
lo que tendrán operatividad los delitos sancionados en una misma sen- 
tencia. En puridad, pues, el autor, por ejemplo, de más de tres delitos 
de robo, sancionados como delito continuado, debería ser considera- 
do habitual respecto al delito actual de robo, lo que, en la práctica, sin 
embargo, carecerá de relevancia al operarse sobre la certificación de 
antecedentes penales donde no constan tales extremos. 

c)  Los delitos anteriores serán computables aunque sus notas de 
condena se hubieren cancelado o fueren cancelables. Y ello por con- 
traposición a lo previsto en los artículos 22.8 y 88.1 en relación con la 
reincidencia y la remisión condicional. 

Con todo, la mayor crílica que esta definición dc la habitualidad 
merece, en cuanto exclusivamente destinada a la aplicación de los be- 



neficios de la sustitución de la pena privativa de libertad por el arres- 
to de fines de semana o la multa, es la excesiva restricción de su im- 
bit0 de aplicación, en contra de la propia filosofía del beneficio a cu- 
ya concesión se subordina. Restricción, inexplicablemente mayor que 
la de la reincidencia, para cuya apreciación basta que el delito anterior 
se comprenda en el mismo título del Código, no obstante su efecto 
agravatorio sobre la pena, pues si es justificable, que tal efecto opere 
frente a quienes inciden una y otra vez en el mismo tipo de delitos, co- 
mo un castigo adicional a la profesionalización de su conducta, aquí 
nos hallamos ante la concesión de un beneficio tendente a evitar el 
cumplimiento de una pena de prisión. Beneficio, cuyo merecimiento, 
nada tiene que ver con la homogeneidad de los delitos anteriores, 
siempre que, en todo caso, se tratase de delitos dolosos por los que hu- 
biere recaído condena. 

En consecuencia, estimamos necesaria la modificación del artícu- 
lo 94 en los siguientes términos: 

«A los efectos previstos en las secciones l." y 2."de este capítulo, 
tendrán la consideración de reos habituales quienes, en los cinco 
años anteriores, kubieren sido condenados por tres o más delitos do- 
losos cometidos en el mismo plazo.» 

No nos parece, en efecto, que pueda tildarse de excesivamente 
riguroso -conforme a la modificación pretendida- que quien, en el 
plazo de cinco años, cometiera cuatro delitos dolosos, se viera con- 
minado al cumplimiento, en sus estrictos términos, de la pena im- 
puesta por el último de ellos. En especial, teniendo en cuenta, que, 
con gran probabilidad, en todas o algunas de las anteriores condenas, 
se habrá ya beneficiado de las posibilidades que la ley ofrece para 
eludir, bien el ingreso en prisión o bien su cumplimiento ininternim- 
pido. (Asturias). 

E) SOBRE LA PENA DE MULTA PREVISTA EN EL 
ARTICULO 625.1 DEL CODIGO PENAL 

No es un problema de violación del principio de proporciona- 
lidad, como se denunciaba en la Memoria de esta Fiscalía del 
año 1995 respecto de otros tipos de injusto, el que ahora se plantea, si- 
no de falta de atención del legislador a la hora de establecer la san- 
ción, tal vez motivado por la urgencia con la que se produjo la discu- 
sión parlamentaria del Proyecto de Ley. 

En efecto, consagrada en nuestro flamante Código Penal la clasi- 
ficación trimembre de las infracciones penales (cfr. art. 13 del Código 



Penal), las penas correspondientes a las infracciones clasificadas co- 
mo faltas deben ser algunas de las recogidas como leves en el ar- 
tículo 33.4 del Código Penal, en el que se recogen las siguientes: pri- 
vación del derecho a conducir vehículos de motor y ciclomotores de 
tres meses a un año; la privación del derecho a la tenencia y porte de 
armas de tres meses a un año; la multa de cinco días a dos meses; el 
arresto de uno a seis fines de semana y los trabajos en beneficio de la 
comunidad de dieciséis a noventa y seis horas. 

Pues bien, pese a tan claro mandato legal, el propio legislador lo 
desatiende en el artículo 625.1 del Código Penal, ya que él mismo 
prevé para la falta de daños dolosos para una pena alternativa: la de 
arresto de uno a seis fines de semana o la de multa de uno a veinte 
días, habilitando de esta manera una pena que no está prevista como 
tal en nuestro ordenamiento, la de multa de uno a veinte días, que, en 
nuestra opinión, no puede imponerse porque es inexistente, si bien 
parecería necesario efectuar la modificación legislativa correspon- 
diente. (Ciudad Real). 

F) SOBRE EL DELITO DE TENENCIA DE ARMAS 
(ARTS. 563 Y 564 DEL CODIGO PENAL) 

Como en tantas otras ocasiones, el articulado del vigente Código 
Penal ofrece ahora un palmario ejemplo de la distancia existente en- 
tre los principios acuñados por la doctrina, y asumidos en la práctica 
judicial, y su plasmación legislativa. Nos referimos en esta ocasión al 
tan manoseado principio de intervención mínima o al carácter frag- 
mentario del Derecho Penal, que tantas veces ha servido de funda- 
mento para corregir la extensión que podía derivarse del entendi- 
miento literal de algunas normas. 

El objeto material del delito de tenencia de armas lo constitu- 
yen las armas prohibidas y las armas reglamentadas, siempre que 
en este último caso el arma haya sido modificada de manera sus- 
tancial o cuando, en el caso de no haberse efectuado tales modifi- 
caciones, el sujeto que la tenga carezca de las licencias o permisos 
necesarios. 

Sin perjuicio del alcance que quepa atribuir al elemento normati- 
vo del tipo que se contiene en la expresión «modificaciones sustan- 
ciales», lo que ahora nos preocupa es el alcance de esos otros ele- 
mentos normativos que se expresan mediante las locuciones «armas 
prohibidas» y «armas reglamentadas», ya que conforme a los artícu- 
los 3 y 4 del Reglamento de Armas aprobado por Real Decreto 



13711993, de 29 de enero, tienen la condición de armas reglamentadas 
y de armas prohibidas las que a continuación se expresan: 

1) Tienen la condición de reglamentadas las armas de fuego, to- 
das las accionadas por aire u otro gas comprimido siempre que la 
energía cinética del proyectil en la boca exceda de 24.2 julios, las 
blancas, las de hoja cortante o punzante no prohibidas, los cuchillos o 
machetes utilizados por unidades militares o que sean imitación de los 
usados por ellas, las armas de fuego antiguas o históricas, las de avan- 
carga, las de inyección anestésica, las ballestas, las lanzadoras de ca- 
bos, las de tipo «Flobert», los arcos, los lanzadores de líneas de pesca 
y los fusiles de pesca submarina, los revólveres o pistolas detonado- 
ras y las pistolas lanzabengalas. 

En consecuencia, la tenencia de cualquiera de dichas armas a la 
que se haya realizado una modificación sustancial cumple las exigen- 
cias del tipo objetivo del artículo 563, cuya realización está conmina- 
da con una pena de prisión de uno a tres años. Y si el arma no ha si- 
do modificada, su tenencia sin licencia o permiso, cuando ello sea 
necesario, realiza el tipo objetivo del artículo 564. 

2) Tienen la consideración de armas prohibidas las que se enu- 
meran a continuación: 

a) Armas largas con dispositivos en la culata para alojar otras 
armas. 

b) Pistolas y revólveres con culatín adaptado. 
c) Armas de fuego para alojar o alojadas en bastones u otros ob- 

jetos. 
d) Armas de fuego simuladas. 
e )  Bastones-estoque, puñales (hoja de doble filo de menos de 

11 cm de longitud) y navajas automáticas. 
fl Defensas de alambre o plomo, rompecabezas, llaves de pugi- 

lato, tiragomas y cerbatanas perfeccionados, munchacos y xiriquetes 
y cualquier otro instrumento peligroso para la integridad física de las 
personas. 

g) Armas de fuego semiautomáticas cuya capacidad de carga sea 
superior a cinco cartuchos, incluido el de la recámara. 

h) «Sprays» de defensa personal que no hayan sido autorizados 
por el Ministerio de Sanidad y Consumo, las armas que despidan ga- 
ses o aerosoles así como cualquier dispositivo capaz de proyectar sus- 
tancias estupefacientes, tóxicas o corrosivas. 

i) Defensas eléctricas, de goma, tonfas o similares. 
j )  Silenciadores. 
k) Armas de fuego largas con cañones recortados. 



1) Imitaciones de arma de fuego fuera del domicilio. 
m) Cuchillos, machetes y demás armas blancas que formen par- 

te de armamentos reglamentariamente aprobados. 
n) Navajas no automáticas de más de 11 centímetros de longitud 

de hoja fuera del propio domicilio. ' 

En consecuencia, la tenencia de cualquiera de dichas armas, co- 
mo prohibidas que están reglamentariamente, realiza el tipo objetivo 
del artículo 563 del Código Penal, lo que provoca, además de la des- 
mesurada extensión que se deriva de la simple lectura de la relación 
de armas prohibidas, la criminalización de todas las infracciones ad- 
ministrativas en aquellos casos en los que se realice igualmente el ti- 
po subjetivo. 

Parece, por tanto, que se impone una modificación normativa que 
impida lo que parece una aberración, que, además, puede determinar 
un crecimiento de la actividad judicial hasta límites insospechados, 
que hasta ahora no se ha producido porque, por la razón que sea, no 
se han remitido a los Juzgados los atestados correspondientes, lo que, 
a su vez, implica una renuncia al ejercicio de la potestad jurisdiccio- 
nal en favor de la potestad represiva o sancionadora del ejecutivo. 

Dicha modificación normativa, además, tiene que afectar al 
Código Penal, que es el que determina la desmesurada extensión del 
tipo, ya que no cabe duda que existen sobradas razones para seguir 
considerando reglamentadas o prohibidas las armas que como tales se 
incluyen en el Reglamento de Armas, siendo el legislador penal el 
que, en cumplimiento del principio de intervención mínima y confor- 
me al carácter fragmentario de sus normas, debe seleccionar aquellas 
armas prohibidas o reglamentadas cuya tenencia pueda integrar la in- 
fracción penal, a cuyo efecto parece lógico restringirlas a las de fue- 
go y a las que por su peligrosidad, puedan ser asimiladas a las mismas, 
sin que sea admisible efectuar una remisión normativa en bloque al 
Reglamento de Armas como hace el Código vigente. (Ciudad Real). 

G) SOBRE LA COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS 
DE PAZ PARA EL CONOCIMIENTO DE LOS 
JUICIOS DE FALTAS 

Conforme a lo dispuesto en los artículos 87.1.b y 100.2 de la 
LOPJ, el conocimiento de los juicios de faltas corresponde a los 
Juzgados de Instrucción y a los Juzgados de Paz, realizando el artícu- 
lo 14, primero, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la distribución 
competencia1 entre ambos órganos jurisdiccionales con un criterio sis- 
temático, puesto que atiende a la ubicación de la infracción en los tí- 



tulos o en los artículos del libro iiI del Código Penal que se expresan 
en el precepto citado. 

Es indudable que la referencia que al Código Penal se hace es al 
anterior a l  vigente y es igualmente patente la modificación que la Ley 
Orgánica 1011995 introduce en la regulación sustantiva de las faltas, 
de manera que, aunque en algunos casos es susceptible encontrar en 
la nueva regulación del libro IIi las infracciones correspondientes a 
las tipificadas en e1 Código derogado, no ocurre en todos, singular- 
mente porque algunas faltas han quedado destipificadas y porque en 
otros casos se han introducido nuevas infracciones. 

Como el parágrafo primero del artículo 14 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal no ha sido modificado por la Ley Orgánica 
1011995, pese a que su disposición final primera sí modificó el pará- 
grafo tercero del precepto citado de la ley procesal, es patente que ello 
se debió a un olvido del legislador que precisa de remedio de la mis- 
ma naturaleza, ya que parece inaceptable que la voluntad legislativa 
fuera la de privar a los Juzgados de Paz de competencia para el cono- 
cimiento de los juicios de faltas. 

Por tal razón, mientras dicha modificación se lleva a cabo, será 
necesario realizar alguna acomodación que permita el conocimiento 
por los Juzgados de Paz de aquellas faltas cuya competencia les atri- 
buye el artículo 14, primero, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
siempre que el tipo de injusto se encuentre recogido en el vigente 
Código Penal, atribuyendo a los Juzgados de Instrucción el conoci- 
miento de las restantes. (Ciudad Real). 

H) SOBRE LOS DELITOS RELATIVOS A LA PROTECCION 
DE LA FAUNA (ARTS. 334-335 DEL CODIGO PENAL) 
En una provincia como la de Ciudad Real, en la que una de sus 

fuentes importantes de riqueza la constituye la actividad cinegética, es 
lógico que se preste especial atención a los tipos de injusto que prote- 
gen dicha actividad, cuya redacción no deja de suscitar problemas, 
aunque haya que reconocer que, hasta el momento de redactar estas 1í- 
neas, no se ha planteado ningún conflicto en concreto. 

Se comparten los principios que inspiran la reforma en la materia, 
que, en nuestra opinión, son los de ubicar en el ámbito administrativo 
o en el privado la protección del derecho de caza cuando su ejercicio 
se realice con contravención de las disposiciones que lo regulan, re- 
servando la protección penal para la captura de especies que, cual- 
quiera que sea la forma en que se lleve a cabo siempre que no se em- 
pleen venenos, explosivos o sustancias de peligrosidad semejante, 
gocen de especial protección en la legislación administrativa. 



El desarrollo normativo de dichos principios, sin embargo, no se 
ha llevado a cabo de manera adecuada, en nuestra opinión, por el le- 
gislador, como nos proponemos demostrar a continuación. 

El artículo 334 recoge, en efecto, un tipo básico y un tipo agrava- 
do. La conducta prohibida del tipo básico es la de cazar, pescar, reali- 
zar actividades que impidan o dificulten la reproducción o migración 
de las aves que constituyen el objeto material, o comerciar o traficar 
con ellas o con sus restos, siempre que tales actividades se lleven a ca- 
bo contraviniendo las disposiciones de carácter general protectoras de 
las especies de fauna silvestre. 

El objeto material lo constituyen las especies amenazadas, ele- 
mento noirnativo del tipo que tiene que ser interpretado en aquellas 
Comunidades Autónomas carentes de regulación propia o con insufi- 
ciente desarrollo de la misma, como ocurre en la de Castilla-La 
Mancha, conforme a la Ley 411989, de 27 de marzo, sobre conserva- 
ción de espacios naturales y de la flora y fauna silvestre, y a las dis- 
posiciones reglamentarias dictadas en su desarrollo, constituidas por 
lo que a la fauna se refiere por el Real Decreto 43911990, de 30 de 
marzo, en el que se incluyen dos anexos, de los cuales uno recoge las 
especies amenazadas en peligro de extinción y el otro las especies 
amenazadas de interés especial. 

La consideración de una pieza de caza como especie amenazada, 
cualquiera que sea su categoría (en peligro de extinción, sensibles a la 
alteración de su hábitat, vulnerables y de interés especial -cfr. art. 29 
de la Ley 411989-), Ueva consigo respecto de las mismas la prohibi- 
ción de matarlas, dañarlas, molestarlas o inquietarlas intencionada- 
mente, incluyendo su captura en vivo, la recolección de sus huevos o 
crías y la posesión, tráfico y comercio, incluido el exterior, de ejem- 
plares vivos o muertos o de sus restos (cfr. art. 26.4 de la Ley citada), 
salvo que concurran las circunstancias previstas en el artículo 28.2 de 
la norma (peligro para las personas, para las propias especies protegi- 
das, para los cultivos, el ganado, los bosques, Ia caza, la pesca y la ca- 
lidad de las aguas, para la investigación, educación, repoblación o 
reintroducción o cría en cautividad y para prevenir accidentes en rela- 
ción con la seguridad aérea), en cuyo caso se puede autorizar su cap- 
tura. 

Cuando se trate de especies no incluidas en los catálogos de es- 
pecies amenazadas, no son de aplicación las prohibiciones antes ex- 
presadas, siempre que se trate de supuestos específicos previstos en la 
legislación de montes, de caza o de pesca (cfr. art. 28 de la Ley) y, en 
cualquier caso, con sujeción a lo dispuesto en el capílulo IIi de la niis- 
ma, en el que se prohíbe el ejercicio de la caza sobre otras piezas que 



las que se declaren reglamentariamente susceptibles de caza, para lo 
que hay que recumr al artículo 4 de la Ley de Caza de 4 de abril de 
1970 y del Reglamento para su ejecución, que fue aprobado por 
Decreto de 25 de marzo de 1971, así como a las disposiciones de me- 
nor rango que excluyen de tal condición a determinadas piezas de ca- 
za, como ocurrió con el lince en virtud de lo dispuesto en la Orden de 
2 de marzo de 1996, sin que en ningún caso se pueda otorgar la con- 
dición de pieza de caza a las que están incluidas en los catálogos de 
especies amenazadas. 

Los diferentes principios en los que se inspira la regulación de las 
piezas de caza del Reglamento de la Ley de Caza de 1970, que exclu- 
ye de la condición de piezas de caza a los pájaros y permite que su 
captura sea sancionada administrativamente, y el Real Decreto 
43911990, regulador del catálogo de especies amenazadas, que inclu- 
ye en el mismo a todas las especies que exigen protección con inde- 
pendencia de su naturaleza, no ha sido tenido en cuenta por el legis- 
lador penal que, al utilizar como criterio regulador del objeto material 
del tipo de injusto, su inclusión en los catálogos administrativos, de- 
termina una inusitada extensión del tipo de injusto, incompatible con 
el principio de intervención mínima y con el carácter fragmentario de 
las normas penales. 

Parece, por tanto, que es necesario modificar el tipo penal delimi- 
tando con criterios propios la extensión del objeto material, para lo 
que parece razonable reservar la protección penal a aquellas especies 
que, siendo susceptibles de ser consideradas como piezas de caza, se 
encuentran en peligro de extinción, reservando la protección adrninis- 
trativa para las restantes especies amenazadas. 

Por lo que respecta al tipo de injusto contenido en el artículo 335, 
los problemas son de diferente orden por la diversidad de interpreta- 
ciones de las que él mismo es susceptible, como veremos a continua- 
ción. 

La conducta prohibida es cazar o pescar e... especies distintas a 
las indicadas en el artículo anterior (amenazadas y en peligro de ex- 
tinción, según se trate del tipo básico o del tipo agravado) no estando 
expresamente autorizada su caza o pesca por las normas específicas 
en la materia...». 

La duda se ha planteado porque el objeto de autorización lo puede 
constituir la especie que se captura o la forma en que ésta se realiza. 

Si se opta por la primera interpretación, resulta necesario conocer 
cuál es el catálogo de especies cuya caphlra es posible, lo que no cons- 
ta, al menos a nosotros, que haya sido publicado, lo que plantea, has- 
ta que dicha publicación se produzca, problemas de tipicidad que de- 



terminan la inaplicación del tipo. La elaboración del catálogo, ade- 
más, debería realizarse con criterios razonables para evitar la desme- 
surada extensión del tipo, mientras el mismo mantenga la estructura 
de norma en blanco que, para su determinación, remite en bloque a la 
norma reglamentaria. 

Si se opta por la segunda interpretación, es decir, por entender que 
el objeto de la autorización lo constituye la forma en la que se realiza 
la captura, que es el criterio que, al parecer, proyecta seguir la admi- 
nistración competente para la represión de las infracciones administra- 
tivas, las consecuencias que se derivarían son las de criminalizar todas 
las infracciones administrativas en la materia, extendiendo el ámbito 
del tipo de injusto penal hasta límites incompatibles con el principio de 
intervención mínima y, al mismo tiempo, vaciar de contenido la cláu- 
sula derogatoria contenida en el último párrafo del parágrafo 1 .e) de la 
Disposición Derogatoria Unica de la Ley Orgánica 1011995. 

Hasta ahora, como antes se decía, la práctica judicial en la pro- 
vincia viene entendiendo el tipo conforme a la primera de las formas 
expuestas, si bien resultaría necesario modificar su redacción para 
evitar el confusionismo creado y los conflictos a que puede dar lugar. 
(Ciudad Real). 

1) SOBRE LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL 
El Título VI11 del Libro 11 del Código Penal, dedicado a la tipifi- 

cación de los delitos contra la libertad sexual, es uno de los pocos que 
ha merecido para el legislador una reflexión en la exposición de mo- 
tivos de la Ley, para, además de arrogarse unos méritos que corres- 
ponden al legislador de 1989, como los que se derivan de la delirnita- 
ción del bien jurídico sustituyendo la antigua honestidad por la 
libertad sexual, justificar la reforma operada en la materia, que, en al- 
gunos casos, es más formal que material, aunque es indudabIe que 
también en el ámbito de las conductas prohibidas se ha dejado sentir 
con desigual fortuna la mano del legislador, como nos proponemos 
poner de manifiesto a continuación. 

En primer lugar, hay que señalar la, en nuestra opinión, injustifi- 
cada sustitución terminológica llevada a cabo, haciendo desaparecer 
algunos nomen iuris para referirse a tipos de injusto, cuya sola men- 
ción era suficientemente explicativa de su contenido, como ocum'a 
con los delitos de estupro y, en parte al menos, con los de violación; 
su sustitución por los de «agresión sexual» y «abuso sexual» respec- 
tivamente no parece entrañar otro mérito que el de la novedad, ya que, 
en definitiva, toda agresión sexual entraña un abuso de esa naturaleza 
y viceversa. 



En segundo lugar hay que poner de manifiesto la exasperación en 
el castigo que, en algunos casos, lleva a cabo la reforma, desoyendo 
las tantas veces denunciada negativa trascendencia que, para la repre- 
sión de la violación, tenía que la pena prevista para dicho delito fuese 
equivalente a la del delito de homicidio en la legislación derogada. 
Pues bien, tal eq~~ilibrio punitivo se ha roto en el nuevo Código en fa- 
vor de los delitos de agresión sexual, ya que en el delito de homicidio 
es posible recorrer en toda su extensión la pena prevista, que es de 
diez a quince años de prisión, mientras que en algunas modalidades de 
agresión sexual la pena mínima a imponer puede ser la de trece años 
y medio de prisión. En consecuencia, desde el punto de vista de la po- 
lítica criminal no es aventurado predecir que tal agravación en el cas- 
tigo se comportará en la práctica, al menos, como un elemento que al- 
tere la realidad criminal que se manifiesta a través de la práctica 
judicial, ya que será frecuente que no pocas agresiones sexuales se 
castigarán en la práctica como abusos sexuales. 

En tercer lugar, hay que llamar la atención sobre las consecuen- 
cias perturbadoras que, en la coexistencia social, puedan producir la 
descriminalización de algunas conductas llevadas a cabo por el legis- 
lador de 1995. Observación ésta que se realiza no tanto como produc- 
to de una especulación teórica, expresiva de la convicción de quien la 
formula, sino como consecuencia de la constatación en la Fiscalía de 
actitudes de ciudadanos que, anque indudablemente formuladas por 
un número insuficiente, de manera absoluta, para que constituya so- 
porte de un estado de opinión pública al respecto, manifiestan su ex- 
trañeza ante resolnciones judiciales dictadas acordando el archivo de 
procedimientos que estaban en tramitación por infracciones que han 
dejado de tener relevancia penal o ante el anuncio de las resoluciones 
judiciales con dicho contenido. 

Tales actitudes se han observado en relación con la destipificación 
de las conductas exhibicionistas ante personas mayores de dieciséis 
años sin el consentimiento de las mismas; cuando al ciudadano que 
acude a la Fiscalía en demanda de información sobre las razones por 
las que no se persiguen tales conductas, se le explica que tales com- 
portamientos han dejado de tener relevancia penal propia y que, por 
tanto, la respuesta adecuada es la de mirar a otro sitio o cambiarse de 
acera en la calle, la respuesta más frecuente que se escucha es que tal 
disposición del legislador significa consagrar el principio de que «ca- 
da cual se toma la justicia por su mano», y de la misma manera que se 
ha consagrado tal libertad de actuación para la ofensa contra su liber- 
tad, se debe de consagrar la misma libertad para la respuesta y, en su 
defecto, organizará la defensa en todo caso utilizando los medios pro- 



porcionados de acuerdo con su criterio personal. Es decir, se percibe 
con claridad la antesala de la disposición para organizar la autodefen- 
sa, ya que la misma no le es proporcionada por el Estado, por lo que 
parecería razonable anticiparse criminalizando de alguna manera tales 
comportamientos. 

Igual consideración merece la desprotección de los menores de 
edad a que conduce la reforma llevada a cabo en el ámbito de los de- 
litos de violación, estupro y corrupción de menores si bien, en este ca- 
so, la consideración que se realiza tiene su origen en la experiencia 
profesional, durante la que se han presentado ya situaciones que la han 
puesto de manifiesto. 

En efecto, desaparecidos el delito de corrupción de menores así 
como el acceso carnal con menores de doce años como modalidad del 
delito de violación, hoy agresión sexual, si no existe un comporta- 
miento violento o intimidatorio determinante del acceso, cuando el 
ataque contra la libertad sexual del menor de doce años no vaya en- 
caminado o no favorezca o facilite su prostitución, el único tipo de in- 
justo en el que tal comportamiento encuentra cabida es en alguna de 
las modalidades de los abusos sexuales, cuya regulación se ofrece 
problemática, porque, si se dejan a un lado los casos en los que la ley 
presume iuris er de iure la ausencia de consentimiento previstos en el 
artículo 181.2, resulta difícil imaginar que en la realidad ocurra y, so- 
bre todo, que se pueda probar, que se produzca un acceso carnal entre 
dos personas sin que el que tome la iniciativa emplee violencia o inti- 
midación y, al mismo tiempo, sin que consienta la persona con la que 
se pretende la unión sexual. 

De esa manera, la aplicación del tipo agravado previsto en el ar- 
tículo 182 del Código Penal va a estar rodeada de dificultades casi in- 
superables, pero, desde luego, si es que se consigue su aplicación, lo 
que sí parece imposible evitar es la aplicación de algunas de las mo- 
dalidades agravadas del párrafo segundo de dicho precepto, ya que las 
situaciones que cabe imaginar tienen cabida en el párrafo primero del 
mismo son las previstas en el párrafo segundo, es decir, situaciones de 
prevalimiento del sujeto activo de la infracción derivadas del paren- 
tesco, de la superioridad dimanante de cualquier otra relación (amis- 
tad, vecindad, etc.), o de la vulnerabilidad de la víctima. 

Pero, además, no son solamente razones derivadas de la despro- 
tección en la que se coloca a las víctimas menores las que pueden in- 
vocarse en defensa de la modificación legislativa que se propone, aun- 
que ya de por sí las mismas sean sobradas porque, con independencia 
de su naturaleza, la regulación actual puede entrañar violación de obli- 
gaciones internacionales contraídas por el Estado al ratificar conve- 



nios internacionales y, de manera especial, la Convención de 
Naciones Unidas de 1989 sobre los Derechos del Niño, cuyo artícu- 
lo 19 establece que «los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para 
proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o men- 
tal, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el 
abuso sexual...». 

Hay, finalmente, otra razón que no sólo aboga por la modifica- 
ción legislativa sino que también pone de manifiesto una incoheren- 
cia del legislador de tal magnitud que es de temer que lo que en rea- 
lidad ha ocurrido es que el legislador «se olvidó» de la protección 
que exigen los menores de doce años contra las agresiones sexuales, 
ya que tal modalidad figuraba en el Proyecto de Código Penal de 
1992 (art. 181.3.") y la desaparición en 1994 y, posteriormente, en el 
texto definitivamente aprobado solamente se produce cuando la agre- 
sión es con violencia o intimidación, puesto que al tipificar los abu- 
sos sexuales el propio legislador presume que el menor de doce años 
«carece de capacidad» para oponerse a los ataques que contra su li- 
bertad sexual se dirijan sin emplear medios violentos o intimidato- 
rios, presumiendo que todos se producen sin su consentimiento antes 
de alcanzar dicha edad. 

La lógica de cualquier sistema de protección exige, en nuestra 
opinión, que se hubiese seguido igual criterio al tipificar el delito de 
agresión sexual porque, si bien es cierto que se necesita tener mayor 
astucia para defenderse de ataques arteros que de ataques violentos, 
también lo es que las personas que tienen menos posibilidades de au- 
todefensa necesitan mayor protección frente a los ataques violentos 
dirigidos contra las mismas, pudiendo dicha necesidad ser de tal in- 
tensidad que sea lógico que el legislador considere que hay personas 
que, cualquiera que sea la violencia o la intimidación con la que el ata- 
que se realice, no tienen posibilidad de defensa, por lo que aquél de- 
be de ser sancionado como si se hubiesen empleado tales medios pa- 
ra atacar y con la gravedad suficiente como para vencer la resistencia 
que se les pudiera razonablemente oponer. (Ciudad Real). 

J) CARACTERISTICAS Y NATURALEZA JURIDICA DE LA 
LEY DE JUSTICIA JUVENIL 

1. Introducción 

Antes de entrar en consideraciones acerca de las características de 
una ley de menores infractores hemos de ver cuáles son los antece- 



dentes y los criterios que han de informar esta nueva regulación que 
se pretende. Tres son a nuestro juicio los antecedentes a considerar: 

a) La vigente Ley Orgánica 411992 y las Sentencias del Tribunal 
Constitucional sobre la misma. 

b) La moción parlamentaria de 10 de mayo de 1994. 
c) Naturalmente a estos antecedentes hay que añadir la vigente 

Ley Orgánica 1011995 del Código Penal y en particular su artículo 19. 

A) La Ley Orgánica 411992, reguladora de la competencia y pro- 
cedimiento de los Juzgados de Menores, que nació como consecuencia 
de la Sentencia del Tribunal Constitucional 3611991, de 14 de febrero, 
que declaró inconstitucional el artículo 15 de la Ley de Tribunales 
Tutelares de Menores, establece un marco flexible para que los Juz- 
gados de Menores puedan determinar las medidas aplicables a éstos en 
cuanto infractores penales, sobre la base de valorar especialmente el 
interés del rnenol: Simultáneamente, encomienda al Ministerio Fiscal 
la iniciativa procesal, y amplias facultades para acordar la terminación 
del proceso con la intención de evitar, dentro de lo posible, los efectos 
aflictivos que él mismo puede llegar a producir. Configura al Equipo 
Técnico como instrumento imprescindible para alcanzar el objetivo 
que persiguen las medidas y termina configurando un procedimiento 
de naturaleza sancionadora-educativa (a mi juicio y como he tenido 
ocasión de exponer reiteradamente no penal) al que otorga todas las 
garantías derivadas de nuestro ordenamiento Constitucional, y ello en 
sintonía con lo establecido por dicha Sentencia del Tribunal 
Constitucional y lo dispuesto en el artículo 40 de la Convención de los 
Derechos del Niño. Y todo aplicable a los menores de edad penal com- 
prendidos entre los doce y los dieciséis años. 

Como dicha Ley Orgánica se reconocía el carácter de reforma ur- 
gente, objeto de medidas legislativas posteriores, era de esperar la 
concreción legislativa que manteniendo dichos principios básicos ex- 
presados en su exposición de motivos (interés del menor, garantías de 
nuestro ordenamiento constitucional, indicaciones del Tribunal 
Constitucional en su referida Sentencia y normas de derecho interna- 
cional en particular la Convención de los Derechos del Niño), diera 
lugar a la definitiva regulación en esta materia. 

A este respecto, el Tribunal Constitucional, a propósito de la Ley 
Orgánica 411992 se ha pronunciado en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 364 99 1 y posterior jurisprudencia, entre ella la 
Sentencia de 17 de marzo de 1995. Aquella establecía que en el caso 
que optase por un procedimiento penal, éste debería contener todas las 
garantías de nuestro ordenamiento, aunque admitía la posibilidad de 



instaurar un proceso no penal. Pues bien, optando por el «penal» de- 
claraba que «no todos los principios y garantías exigidos en los pro- 
cesos contra adultos hayan de asegurarse aquí en los mismos ténni- 
nos». Y la segunda (fechada el 17 de marzo de 1995) dice 
textualmente en el Fundamento Jurídico 5, párrafo 2.". «Y es que tan- 
to por la naturaleza de las medidas, que nopuedenposeer un mero ca- 
rn'cter represivo, sino que han de dictarse en el exclusivo interés del 
menor y estar orientadas hacia su efectiva reinserción, como por la es- 
pecial protección del menor en el seno del proceso, no todas las ga- 
rantías del proceso penal son mecánicamente aplicables a este proce- 
so especial que exige ciertas modulaciones.» 

B )  A dichos antecedentes y pnncipios orientadores, legales y de 
jurisprudencia constitucional, debe añadirse los expuestos en la moción 
aprobada unánimemente el día 10 de mayo de 1994, por el Congreso 
de los Diputados sobre «medidas para mejorar el marco jurídico vi- 
gente de protección del menor...», y que en lo fundamental señalaba: 

«l." Establecer la mayoría de edad penal a los dieciocho años, e 
incorporarlo en el próximo proyecto de Ley Orgánica del Código 
Penal ... 

2." Remitir una ley penal del menor y juvenil que contemple la 
exigencia de responsabilidad para los jóvenes infractores que no ha- 
yan alcanzado la mayoría de edad penal, fundamentada en principios 
orientados hacia la reeducación de los menores de edad infractores, 
en base a las circunstancias personales, familiares y sociales, y que 
tenga especialmente en cuenta las competencias de las Comunidades 
Autónomas en esta materia...». 

Es decir, que a los pnncipios orientados en la Ley Orgánica 41 
1992 cuya constitucionalidad ha sido refrendada más recientemente 
por la Sentencia de fecha de 17 de marzo de 1995, y antes aludidos, 
debe añadirse -reiterarse parece más bien-, el de reeducación de 
los menores inji-actores, en base a sus circunstancias personales, fa- 
miliares y sociales. 

Así pues las orientaciones que, a nuestro juicio, debe contener co- 
mo determinantes la nueva ley sancionadora de jóvenes infractores 
deben ser las indicadas y sobre ellas cabe argumentar y desarrollar el 
resto de los pnncipios determinantes. 

2. Ley penal o no penal 

Exigir responsabilidad criminal a los menores no es una cuestión 
intrascendente, y que la evolución del derecho penal y su doctrina ha 
ido resolviendo atendiendo a criterios humanistas y de progreso so- 



cid. Y así, la historia del derecho penal, muestra una progresiva res- 
tricción de su aplicación a los menores; en el Código Penal de 1822 
sólo los menores de siete años se reputaban automáticamente inimpu- 
tables, dependiendo que en los niños de siete a doce años, se probase 
su capacidad de discernir. Los Códigos de 1848 y 1870 extendieron la 
presunción de inimputabilidad a todos los menores de nueve años y 
mantuvieron el criterio de la prueba del discernimiento para los ma- 
yores de nueve años y menores de quince. Por fin el Código Penal re- 
publicano de 1932 acabó con el criterio del discernimiento y elevó a 
los dieciséis años el límite incondicionado de la irresponsabilidad cri- 
minal. Puede que estemos en el umbral de una nueva época que exija 
responsabilidad criminal a los niños por debajo de los dieciséis años. 
Y no hay que obviar la circunstancia de que criminalizar a los meno- 
res es estigmatizarles para siempre, sin que aporte a un proyecto edu- 
cativo y realmente resocializador nada. Establecer un procedimiento 
no penal, no es incompatible con la imposición de medidas sanciona- 
doras y con la adecuación de un marco de garantías acorde con la pre- 
tensión procesal que se persigue y que siendo «no penal» ha de ade- 
cuarse a esta circunstancia; del mismo modo que otros procesos, el 
civil, el administrativo, el social, etc., cuentan con su procedimiento y 
con sus garantías adecuadas a la Constitución y acorde con la preten- 
sión procesal, lo podría tener este procedimiento de menores siendo 
su pretensión procesal la sancionadora-educativa, y bien entendido 
que el tramo dieciséis-dieciocho años presenta unas peculiaridades a 
tener muy en cuenta, pero sin que justifiquen la «penalización» de to- 
dos los menores, en contra de los antecedentes antes apuntados y sin 
que suponga una dejación de la sociedad a la hora de exigir el repro- 
che social a sus conductas. 

Ya más brevemente, vamos a efectuar algunas consideraciones 
respecto a otros aspectos de interés: 

3. Límites de edad 
La experiencia acumulada en la aplicación de la Ley Orgáni- 

ca 411992, pone de manifiesto la desmesura que supone organizar el 
servicio público de la Administración de Justicia para tratar asuntos 
bagatela atribuidos a niños de doce o trece años, sin contar los perjui- 
cios que para estos niños tiene el someterles al tratamiento jurisdic- 
cional, aun en el caso de la Ley Orgánica 411992, que por sus carac- 
terísticas consideramos «no penal». Baste decir que el 50 por 100 de 
los asuntos atribuidos a estos niños son archivados de plano por el 
Fiscal, por entender que el tratamiento debe aplicarse en el ámbito 
educativo (colegio) y familiar. 



Tal vez encontraría justificación la aplicación en determinados y 
muy graves casos de violación de bienes jurídicos de la máxima tras- 
cendencia social como los delitos contra la vida de las personas, pero, 
mi opinión, es que este tramo de edad debería quedar fuera de toda re- 
gulación sancionadora del tipo que tratamos. 

Creo que debe discriminarse dos tramos de edad. De catorce a 
dieciséis y de dieciséis a dieciocho, de modo que el primero de los tra- 
mos indicados fuera objeto de medidas adecuadas a las características 
del periodo evolutivo en que se encuentra y el tramo superior, igual- 
mente con unas medidas de control social, que expresen el reproche 
social con la intensidad adecuada a la infracción y a las circunstancias 
del menor. Este tramo podría extenderse hasta los veintiún años, con- 
forme establece el Código Penal. En todo caso la intervención del 
Equipo Técnico al comienzo del proceso, y de los técnicos de la 
Entidad Pública en la ejecución, debieran ser fundamentales. 

4. Procedimiento. El Ministerio Fiscal como garante de los derechos 
de los menores y promotor de la acción de la justicia. Las garan- 
tías del proceso sancionador. El Juez y el Letrado defensor. El 
principio de oportunidad 

Considero que el esquema de la Ley Orgánica 411992, debe man- 
tenerse. No debe admitirse la acusación particular, que convertiría el 
procedimiento en vindicativo y llevaría &os intereses que siendo le- 
gítimos, serían absolutamente incompatibles con la pretensión proce- 
sal a ventilar. 

El Ministerio Fiscal debe ser el promotor de la acción de la jus- 
ticia de acuerdo con el artículo 124 de la Constitución, y simultá- 
neamente, ejercer su papel de defensa de los derechos de los meno- 
res actuando en juicio o fuera de él conforme a la Ley 50l1981 que 
regula el Ministerio Público. Para ejercer estas competencias debe 
contar con un amplio principio de oportunidad, reglado y también 
orientado por los equipos técnicos en interés del menor y acorde con 
el reproche social de la conducta infractora. Aquí se trataría la lla- 
mada reparación extrajudicial de la que contamos con amplia expe- 
riencia en la Ley Orgánica 411992, siempre con la orientación del 
Equipo Técnico y en interés del menor. 

El catálogo de garantías han de estar acorde con la pretensión pro- 
cesal. Creo que las garantías de la Ley Orgánica 411992 son adecua- 
das al proceso sancionador-educativo que propugnamos. 

El Juez ha de ser el constitucional y al igual que el Letrado y el 
Fiscal, especializado en esta jurisdicción. Debe articularse un meca- 
nismo de especialización -existente pero sin que se lleven a cabo 



convocatorias desde hace varios años para los Jueces-, también pa- 
ra Fiscales y Letrados. 

Se debe articular, asimismo, un sistema de recursos con la parti- 
cipación también de Jueces especializados, en Salas de Menores de 
los Tribunales Superiores de Justicia, y con la cúpula de la pirámide 
en un recurso de casación para unificación de doctrina. 

En cuanto a la posición del Letrado de la defensa y el modo de 
efectuar la misma, atañe especialmente a la naturaleza jurídica del 
proceso. Si se define como un proceso de naturaleza penal, las alusio- 
nes efectuadas hasta ahora a la Ley Orgánica 411992 como modelo de 
la futura regulación, pierden virtualidad especialmente en este aspec- 
to, pues la instrucción del expediente por el Fiscal, sin un Juez de ga- 
rantías, distinto al que ha de fallar, impide otorgar a la defensa la po- 
sición propia que encuentra en el proceso penal. Requeriría una nueva 
consideración basada en articular una posición de equilibrio en la ins- 
trucción para todas las partes, garantizada por un Juez distinto al que 
ha de fallar. En definitiva, supondría un modelo muy distinto al que 
estamos considerando. 

Es, en suma, el gran debate del nuevo modelo de la ley procesal 
penal con el Fiscal instructor. 

5. La satisfacción del derecho de la víctima 

Como decía al tratar de la acusación particular, no deben tratarse 
en este proceso otros intereses, por muy legítimos que sean, distintos 
a los de la pretensión procesal sancionadora-educativa a ventilar. Pero 
esto no puede dejar a las víctimas al margen de una satisfacción per- 
sonal y social, que puede encontrar cauce en las reparaciones extraju- 
diciales y, sobre todo, articulando un proceso civil -al modo del jui- 
cio verbal- para la reparación del daño causado, con preferencia, 
mínimos costes y una participación activa del Ministerio Fiscal en de- 
fensa de los intereses civiles de la víctima. 

Incluso, este proceso, podría tramitarse, junto al principal de me- 
nores, en pieza separada, a resolver por el propio Juez de Menores. 

6. Los equipos Técnicos 
Constituyen una pieza esencial del procedimiento. Adscritos al 

Fiscal como promotor de la acción, han de valorar el interés del menor y 
adecuar la naturaleza educativa de la medida. Propugnamos una consi- 
deración y relevancia similar a la que les otorga la Ley Orgánica 411992. 

El equipo técnico, y su dictamen, introducen el interés extrajurí- 
dico, pero valorable procesalmente que diferencia radicalmente la na- 
turaleza de esta ley de una penal. 



Deberían establecerse sendos cuerpos de psicólogos y educadores 
forenses -al modo de los médicos forenses-, para articular definiti- 
vamente a estos profesionales en las labores de auxilio a la Adminis- 
tración de Justicia, teniendo en consideración la trascendencia de su 
participación en el proceso de menores. 

7. La resolución y su ejecución. El papel de las Comunidades Autó- 
nomas y sus entidades públicas de protección de menores 

El procedimiento carece de sentido si su ejecución no está al ser- 
vicio de la pretensión procesal ya convertida en sentencia. Esta debe 
estar atribuida a las entidades públicas de protección de menores de 
las Comunidades Autónomas, siendo trascendental que éstas cuenten 
con los recursos suficientes para una eficaz aplicación de los objeti- 
vos propuestos en la sentencia. 

Debe realizarse un esfuerzo para que el principio de solidaridad 
interterritorial sea especialmente efectivo en este ámbito, al igual 
que en el de la protección de menores, sin que quepan distintos tra- 
tamientos a los menores dependiendo de las distintas Comunidades 
Autónomas y de los recursos de que éstas disponen a esta actividad, 
algo que tal vez no esté ocurriendo en la aplicación de la Ley 
Orgánica 411992. (Madrid). 

K) LA INTERVENCION DEL MINISTERIO FISCAL EN LA 
PIDUCIA SUCESORIA ARAGONESA 

Al redactarse esta Memoria hay una Comisión de juristas nom- 
brada por el Gobierno de Aragón que tiene por encargo la realización 
de un proyecto de Ley para modificar el Derecho de Sucesiones. Es el 
momento de plantearse si el Ministerio Fiscal debe mantener Ia inter- 
vención que hasta ahora tiene en materia de fiducia. Incluso si se de- 
ben admitir nuevas competencias, como pretenden algunos. 

En la compilación actual está prevista su intervención en el ar- 
tículo 1 18 que dice: 

Fijación del plazo: 
Si el causante no hubiere fijado plazo de cumplimiento del encar- 

go y no existiese cónyuge fiduciario, cualquier persona con interés le- 
gítimo podrzí pedir su señalamiento al Juez de Primera Instancia del 
lugar de apertura de la sucesión, quien lo hará previa audiencia del 
Ministerio FiscaI. 

Como la fiducia es una institución consuetudinaria, creada por el 
principio Stand~trn est Chartae, esta norma no tiene precedentes en el 



Derecho aragonés, pues ni los Fueros ni Observancias, ni en el 
Apéndice de 1925, establecieron plazo para la ejecución de la fiducia. 

Tampoco es aplicable a esta materia lo establecido en el antiguo 
Derecho de Castilla (ley 33 de Toro o lo dispuesto por la ley primera, 
título XIX, libro X de la Novísima Recopilación como expresamente 
reconoció la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de diciembre de 
1882). No existen precedentes en el Derecho comparado. 

Aunque fijaron plazo a la fiducia los Proyectos de Apéndice de 
Franco y López (art. 11 8) y el de Gil Berges (art. 92) no hacían refe- 
rencia a la intervención del Ministerio Fiscal. 

Fue la Comisión redactora de la actual Compilación la que lo in- 
trodujo. El Anteproyecto hecho por el Seminario de Derecho arago- 
nés de 1961, que presidía Lacruz Berdejo, en su artículo 52 dijo por 
primera vez: Plazo. No habiendo plazo señalado por el causante ... 
cualquier persona con interés legítimo podrá pedir que lo fije el Juez 
de Primera Instancia con audiencia del Ministerio Fiscal. Esta misma 
redacción fue mantenida en los cuatro Anteproyectos posteriores. 

El origen de esta redacción está en un trabajo publicado bajo el 
nombre de «Sumario de una problemática de la Fiducia aragonesa», 
n." 12 de la Revista Temis de la Facultad de Derecho de Zaragoza, por 
el entonces Profesor de la Facultad de Zaragoza y miembro del 
Seminario, Mariano Alonso Lambán. No da ninguna razón por la que 
incluye al Ministerio Fiscal; aunque en otra parte del estudio dice que, 
debido a la falta de precedentes en los que basarse, es necesario a la 
hora de afrontar su regulación «un fortísimo complemento de fanta- 
sía ... siendo necesario inventar casos y posibilidades». 

El artículo 118 no establece ningún criterio según al cual el Juez 
debe de fijar el plazo. Como dice F. Zubiri Salinas esta forma de de- 
cisión es de las denominadas discrecionales, lo que implica una posi- 
bilidad de decidir según su libre arbitrio. Ha de fundarse en razones 
lógicas y fundamentadas, que tengan en cuenta la complejidad econó- 
mica y jurídica de la sucesión y, de modo especial, las circunstancias 
personales de los posibles llamados a su goce. 

Aunque el texto legal nada dice, se resuelve por el procedimiento 
de jurisdicción voluntaria, en la forma regulada en los artículos 1.18 1 
y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Así lo entendió, en el 
único supuesto en el que se ha suscitado, la Audiencia Provincial de 
Huesca en Auto de 24 de mayo de 199 1. 

Cabe preguntarse, ¿qué justifica la intervención del Ministerio 
Fiscal en esta relación de Derecho privado? y seguidamente otra, 
¿qué interés es el que debe proteger? Contestar a esas preguntas no 
es fácil. 



Tengo referencias de algunos procedimientos tramitados a pnnci- 
pios de este siglo en el Juzgado de Jaca en los que los posibles desig- 
nados y el comisario-fiduciario litigaban contra el Fiscal, que se su- 
ponía representaba la voluntad del causante. Esta situación procesal a 
tenor de lo establecido en el Estatuto del Ministerio Fiscal no es hoy 
admisible. 

Tampoco creo que actúe en defensa del grupo de los potenciales 
herederos, en cuanto que todavía no están determinados, ya que éstos, 
en cuanto que tienen una expectativa pueden litigar por sí mismos, 
con la sola justificación de que tienen interés legítimo al amparo del 
artículo 118 de la Compilación. 

Puede pensarse que si el Fiscal interviene es por las mismas ra- 
zones que lo hace en otros procedimientos de jurisdicción volunta- 
ria. Como, por ejemplo, en los de protocolización del testamento 
ológrafo (art. 692 del Código Civil), o en el testamento ante militar 
(art. 718 del Código Civil), o en los casos de repudiación de la he- 
rencia dejada a asociaciones, corporaciones o fundaciones (art. 993 
del Código Civil). 

La razón de por qué debemos ser oídos no se ajusta estnctamen- 
te al contenido de nuestro Estatuto, ya que no protegemos ni el inte- 
rés público, ni a menores, ni a ausentes, ni a incapaces. Lo que pro- 
bablemente subyace en el fondo de esta intervención, que por otra 
parte nadie discute, es que representa una garantía más para el titular 
de un derecho que todavía no está completamente identificado. 

Lo que lo diferencia es que así como en el Código Civil su fun- 
ción está más definida, en el procedimiento aragonés el Fiscal, igual 
que el Juez, actuará tratando de que se cumpla la voluntad del testa- 
dor, que es la norma que rige la sucesión, el interés que el causante ha 
tratado de proteger de forma preeminente, que generalmente será la 
conservación de la «Casa», de forma que con su indivisión continúe 
siendo viable económicamente. Habrá que tener también en cuenta 
quién es el pariente más capacitado para hacerlo, su edad y circuns- 
tancias personales; o el que más se ha dedicado a ello o muestra más 
interés en hacerlo; o el que necesita más protección. Asegurando en 
otros casos la efectividad de Ia delación hereditaria, evitando casos de 
premoriencia del heredero, incapacidad sobrevenida u otros que pu- 
siera en peligro la continuidad de la «Casa». 

Todo ello sin olvidar que la fiducia, y, dentro de ella, el plazo pa- 
ra designar heredero, garantiza - c o m o  dice Bonet- al cónyuge su- 
pérstite una más sólida posición frente a los hijos, ante eventuales y 
no infrecuentes ingratitudes por parte de éstos, espccialmente cuando 
el supérstite carece de bienes propios o queda congelada su facultad 



de disposición mortis causa por la irrevocabilidad del testamento 
mancomunado. 

En esta función, el Fiscal deberá actuar sometido al principio de 
discrecionalidad, aunque de forma fundamentada sobre criterios obje- 
tivos y, al mismo tiempo, subjetivos. 

Es, a mi juicio, ésta una muestra de confianza en la actuación del 
Fiscal, que si bien resulta atípica respecto de sus funciones tradicio- 
nales, no parece que deba ser suprimida. 

Más aún, en el Anteproyecto de reforma de la Compilación, hecho 
por otra Comisión anterior (en la que no había ningún Fiscal), se pro- 
ponía regular de la siguiente manera el artículo 114.2 de la Compila- 
ción: Cuando el comitente haya designado como único fiduciario al 
cónyuge, éste quedará exonerado de la obligación de realizar el inven- 
tario, salvo que expresamente lo haya exigido el causante o lo pida el 
Ministerio Fiscal para salvaguardar el patrimonio hereditario. Una for- 
ma de intervención semejante está recogida en el artículo 80 de la ac- 
hial Compilación, al regular la obligación de hacer inventario en el 
usufructo viudual. (Huesca). 

L) DELITO CONTINUADO DE CONTRABANDO 

La experiencia judicial ha detectado una laguna en la Ley Orgá- 
nica 1211995 de contrabando para los supuestos de delito continuado 
cuyo importe no supere los tres millones de pesetas. Esta ley da una 
definición de delito continuado en el artículo 2.2 al decir: 

«También comete delito de contrabando el que, en ejecución de 
un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión, realizase una 
pluralidad de acciones u omisiones constitutivas, aisladamente consi- 
deradas, de infracciones administrativas de contrabando, siempre que 
el valor acumulado de los bienes, mercancías o efectos en cuestión sea 
igual o superior a tres millones de pesetas.» 

Esta definición de delito continuado es acorde con la cuantía es- 
tablecida de manera general en la ley como delito, pero olvida que pa- 
ra el tabaco la misma ley señala una cuantía inferior: un millón. 

Como sea que el artículo 2.2 no excepciona las labores de tabaco, 
surge la duda de si el delito continuado con relación al tabaco surge 
con un millón o con tres. 

La cuestión ha sido analizada con detalle y, a nuestro entender, 
con gran acierto por el Magistrado Angel Dolado Pérez, titular del 
Juzgado de lo Penal número 2 de Lleida en su sentencia de fecha 23 
de enero de 1996. Concluye estimando que para apreciar el delito con- 
tinuado de contrabando de tabaco el importe conjunto debe alcanzar 



los tres millones. La sentencia, pese a compartir en parte sus argu- 
mentos, fue recumda por el Fiscal ante la Audiencia, que la confirmó. 

Naturalmente, en una localidad como Lleida donde el contraban- 
do es noticia diaria, esta sentencia absolutoria produjo consternación 
entre las fuerzas de seguridad. 

La solución legislativa sería tan sencilla como añadir otro párrafo 
al 2.2 excepcionando, tal como hace el último párrafo del 2.1, las la- 
bores de tabaco, en cuyo caso la cuantía será igual o superior al mi- 
llón de pesetas. 

En su momento se solicitó al Juez de lo Penal que se dirigiera al 
Gobierno de la Nación para modificar la ley en el sentido antes 
apuntado. El juzgador, por auto de 16 de mayo de 1996, resolvió no 
acceder a la petición del Ministerio Fiscal alegando que penalizar 
esa conducta era contrario al principio de igualdad y proporcionali- 
dad. (Lleida). 

M) RESPONSABILIDAD CIVIL SUBSIDIARIA DEL ESTADO 

1. El artículo 121 del nuevo Código Penal, establece expresa- 
mente «la responsabilidad civil subsidiaria del Estado, Comunidades 
Autónomas, provincia, isla, municipio y demás entes públicos, de los 
daños causados por los penalmente responsables de los delitos dolo- 
sos y culposos, cuando éstos sean autoridad, agentes y contratados o 
funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos o funciones siem- 
pre que la lesión sea consecuencia directa del funcionamiento de los 
servicios públicos que les estuvieren confiados». 

Con una mejor redacción y técnica, viene a recoger la responsa- 
bilidad civil subsidiaria de los Entes Públicos, que el anterior Código 
Penal residenciaba en el artículo 22. 

Confiemos también, el tiempo nos lo dirá, en que el esfuerzo rea- 
lizado por el legislador, vinculando estrechamente el hecho delictivo 
llevado a cabo por la Autoridad o funcionario, con el funcionamiento 
del servicio público, no dé al traste con la excelente jurispmdencia 
que durante la última década había interpretado el artículo 22 del 
Código Penal. 

En efecto, desde las sentencias de 20 de diciembre de 1991, se 
abandonó el clásico principio de la culpa in eligendo o in vigilando, 
para cuasiobjetivizar la responsabilidad civil subsidiaria del Estado, 
utilizando como soporte jurídico la teoría del riesgo y la oferta de se- 
guridad que el Estado ofrece a la sociedad, poniendo a disposición de 
los Agentes una serie de medios que, potencialmente, pueden ser de- 



dicados a fines particulares o susceptibles de producir daños de mayor 
O menor importancia (SS de 28 de octubre de 1995, 6 de mayo de 
1994, 10 de julio de 1995 y 18 de marzo de 1996, entre otras muchas). 

La expresada doctrina jurisprudencial, siguió aplicándose a las 
mismas puertas de la vigencia del nuevo Código Penal, en sentencia 
de 29 de febrero de 1996, sobre hechos de muerte protagonizados por 
un Policía Municipal de Lleida, con arma reglamentaria, fuera de las 
horas de servicio, y en la emblemática sentencia de 17 de julio 
de 1995, en la que un guardia civil adscrito a un establecimiento pe- 
nitenciario de Barcelona, protagonizó varias muertes violentas, con 
arma reglamentaria y fuera de servicio, de varios miembros de las 
fuerzas del orden público que salieron en su persecución. Este caso, 
se tomó más emblemático, al haber absuelto la Audiencia, al Estado, 
de la responsabilidad civil subsidiaria que le era exigida; pues bien, el 
Tribunal Supremo casó la sentencia en este particular extremo y con 
las consolidadas argumentaciones, condenó a l  Estado a indemnizar ci- 
vilmente con carácter subsidiario. 

Esta ya finalmente cimentada jurisprudencia, permitió al infor- 
mante, en el juicio por las muertes violentas de cuatro personas cau- 
sadas en Nigrán, por dos Agentes de la Policía, fuera de servicio y uti- 
lizando armas reglamentarias, interesar que las indemnizaciones soli- 
citadas fueran hechas efectivas subsidiariamente por el Estado; así fue 
el pronunciamiento, recurrido, como es obvio, por el Abogado del 
Estado. 

Confiemos, pues, en que tan fundamentada y consolidada juris- 
prudencia, no se vea alterada por el hecho de que en el nuevo artícu- 
lo, que también es más preciso en relación a los Organismos Públicos, 
se utilice un contenido terminológico diferente. 

En este sentido, no deja de tener un importante alcance el comen- 
tario que Quintero introduce en la Parte General del nuevo Código 
Penal, sosteniendo que las administraciones públicas, no pueden elu- 
dir su responsabilidad civil invocando un desvío de funciones por par- 
te del funcionario. 

11. Pero no constituía nuestro propósito más directo, el introdu- 
cir un breve comentario, sobre lo que sin duda, constituye tan impor- 
tante tema a debatir. 

Lo que, realmente, constituye un alarmante descuido, radica en la 
exclusión de la responsabilidad civil subsidiaria del Estado y 
Entidades Públicas derivada de las faltas, ya que el Legislador, alude 
exclusivamente al delito doloso o culposo. 

Ante ello, y a los pocos meses de vigencia del nuevo Código 
Penal, nos encontramos con una sonora omisión o error del Legisla- 



dor, que reclamará, entiendo, una imaginativa interpretación o, en otro 
caso, constituirá una cuestión más que haga pensar en su puntual mo- 
dificación. 

La cuestión es de gran importancia, piénsese que las faltas pueden 
generar gran número de indemnizaciones de elevada importancia, pa- 
ra demostrarlo, no es preciso hacer más que un pequeño esfuerzo de 
lectura del artículo 621, con sus diferentes supuestos. 

En principio, son dos, las direcciones interpretativas que asume la 
doctrina. 

La primera, representada por Torres Dulce, en Código Penal 
Colex, y Ponencia sobre jornadas de Derecho Penal en Santiago, con- 
sidera que la omisión constituye un olvido semántico, y no represen- 
ta alteración alguna del artículo 22 del anterior Código Penal, por lo 
que ejemplificará una larga y estable jurisprudencia. 

Otro grupo, se atiene a una interpretación literal del precepto, no 
admitiendo que la falta sea fuente de responsabilidad civil subsidiaria 
para los Entes Públicos. Así Vives Antón, a modo de auténtico intér- 
prete de la norma, sostiene en sus comentarios al nuevo Código Penal 
que «como el precepto no señala expresamente, este tipo de respon- 
sabilidad civil, resultará obvio que la indemnización precisará solici- 
tarse, por otra vía»; aunque añade que pudiera constituir una omisión, 
dado que existe una clara incoherencia con el artículo 120, que sí se 
refier; a delitos y faltas en cada uno de sus apartados. 

En la misma posición es preciso situar a Soto Nieto, La Ley, que 
considera no olvido, sino grave omisión, el no haber incluido a las fal- 
tas como fuente de responsabilidad civil subsidiaria del Estado. 

Llegados a este punto, parece necesario acudir a Borrador, 
Anteproyectos y Proyectos, de lo que pudo haber sido hace años el 
nuevo Código Penal. 

En primer lugar, tenemos el Proyecto de 1980, que refundiendo 
los anteriores artículos 21 y 22 y haciendo gala de un exagerado ca- 
suismo, fue objeto de una fuerte controversia parlamentaria, propo- 
niéndose la incorporación de las Comunidades Autónomas y demás 
Entidades Públicas, en tanto que, al mismo tiempo, se pedía la susti- 
tución de la expresión delito, por la más genérica y menos polémica 
de «infracción penal». Es muy probable que los autores de las en- 
miendas, ya se anticiparan a la interpretación restrictiva de la que po- 
día ser objeto el proyecto. Por otro lado, este precedente, nos conven- 
ce de que lo de ahora no ha sido un olvido, es, ni más ni menos, un 
recorte de la responsabilidad civil subsidiaria. 

Refuerza nuestra interpretación el hecho de que el número 6." del 
artículo 118 del Proyecto, sí declaraba la responsabilidad civil subsi- 



diaria de las personas naturales o jurídicas, dedicadas a cualquier gé- 
nero de industria o comercio, por los delitos o faltas tanto dolosos co- 
mo C U ~ ~ O S ~ S .  

Es decir, que la tendencia dirigida a excluir al Estado y Entes 
Públicos, de la responsabilidad civil subsidiaria, tiene un claro prece- 
dente en el Proyecto de 1980, así es que, por favor, no pensemos que 
el legislador de 1995, ha padecido un inocente olvido. 

Pero la expresada tendencia, no se detuvo aquí, ya que, al parecer 
fue considerada una brillante idea, ya que en las denominadas 
«Decisiones legislativas conexas», incluidas en el Anteproyecto de 
Parte General de Código Penal, figuraba en su punto 3, que la regula- 
ción de la responsabilidad civil se incluirá, con carácter general, en el 
Código Civil. Tal generalidad, que obligaba a seguir la normativa ci- 
vil a la hora de precisar el quanrurn indemnizatorio, se plasmaba en el 
arti'cuio 105 cuando decía: «... que la obligación de reparar los daños 
y perjuicios causados por el delito o falta, se hará efectiva en los tér- 
minos previstos en el Código Civil». 

Tal solución era igualmente inusual, en nuestra tradición jurídica 
penal, que ha consagrado siempre el principio de que toda persona 
responsable criminalmente de un delito o falta, lo es civilmente, al 
tiempo que nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal que ya ha cum- 
plido con creces un siglo, proclama en su artículo 108, «que la acción 
civil ha de entablarse juntamente con la penal...», por otra parte, no 
podría desconocerse que la resolución conjunta de las pretensiones 
penal y civil, supone un beneficio, tradicionalmente reconocido, para 
la víctima o perjudicado. 

El soterrado programa de recortar el tipo de responsabilidad civil al 
que me vengo refinendo, continuó adelante, si bien con modificaciones, 
como lo demuestra el hecho de que en el artículo 122.1 del Proyecto de 
1992, se establecía una responsabilidad civil directa de1 Estado y Entes 
Públicos, por los penalmente responsables, cuando éstos fueren autori- 
dad ..., aunque, continuaba el precepto, «habrá de exigirse; por el proce- 
dimiento establecido en la propia legislación (art. 122.2)). 

Lo expuesto, básicamente, en este itinerario legislativo, va dirigi- 
do a demostrar, que la actual exclusión de las faltas, no constituye en 
mi modesta opinión un olvido, sino la consumación de un programa 
restrictivo difícil de justificar, desde un planteamiento técnico, aunque 
económicamente puede ser eficaz, ya que pretender exigir al Estado 
una indemnización derivada de un delito cometido por un funciona- 
rio, utilizando el procedimiento contencioso-administrativo, con el re- 
traso que acusan dichos Tribunales, con seguridad desanimaría a un 
considerable número de perjudicados. 



Volviendo ya al actual precepto, debe de ser tenido en cuenta, que 
vanos grupos parlamentarios, advirtieron que en el entonces proyecto, 
solamente se hacía referencia al delito. Dero olvidaba las faltas; así los 
Grupos del PNV y Canario del senado, lo advirtieron, pero sus en- 
miendas no fueron acompañadas por el éxito. 

Espigando en la doctrina y textos que están a mi alcance, ofrecen 
como denominador común, el punto de vista que defiendo, si bien, in- 
troduciendo alguna matización. 

Así Muñoz Conde y García Arán, en páginas. 627-628, Parte 
General, subrayan que, en efecto, en el precepto objeto de comenta- 
rio, se excluye a las faltas, lo que «consideran criticable en el plano de 
los principios, puesto que el carácter objetivizante de la R.C.S. del 
Estado; debería alcanzar, como en el anterior Código Penal, a todo ti- 
po de infracción penal, tal como sucede con los sujetos privadoss. 
Añaden una reflexión muy interesante y que pudiera dar lugar a una 
práctica no deseable, pero en cierto modo obligada por el texto legal, 
así «con una solución semejante a la del anterior Código Penal, se evi- 
taría el forzamiento de una calificación como delito (cuando ello pu- 
diera ser posible), con la única finalidad de justificar una petición de 
indemnización civil». 

Otros autores también han seguido sus comentarios en la misma 
dirección, como García Vicente (Actualidad Penal), que se hace eco 
de la fuerte contestación que, en su día, encontró en el Consejo 
General del Poder Judicial, el Proyecto de 1992, y que, seguramente, 
dieron lugar a su abandono. 

Asimismo, Torres y Soto, insisten también en el peligro, ya anun- 
ciado por Muñoz Conde, de que el precepto, puede iniciar en la prác- 
tica una línea de endurecimiento, a la que puede ser muy sensible el 
contenido del artículo 621, con el propósito de forzar a un pronuncia- 
miento civil. 

Finalmente, y para terminar, López Garrido, considera que debe- 
ría haberse seguido la línea tradicional de Códigos Penales anterio- 
res, refiriéndose en el artículo 121 a todo tipo de infracción penal. 
Añade, matizando posturas anteriores, que a su juicio no existe otra 
solución, para aumentar la protección de la víctima, que se introduz- 
ca una interpretación jurisprudencia1 amplia que permita equiparar 
las expresiones delito e infracción penal, como así necesitó hacerse 
con el artículo 92 del anterior Código Penal, respecto de la remisión 
condicional. 

Por ello, al inicio de esta aportación, sugería, para remediar lo que 
ya se ve como grave problema, imaginación a la hora de interpretar el 
precepto, o bien, esperar a una modificación del Código Penal, a me- 



dio plazo, para subsanar éste y otros defectos que la práctica vaya ad- 
virtiendo. (Pontevedra). 

N) SISTEMA DE RECURSOS CONTRA SENTENCIAS: 
REPERCUSIONES DE LA DISPOSICION FINAL 
PlUMERA DEL NUEVO CODIGO PENAL 
1. El nuevo Código Penal ha tenido una gran influencia en el sis- 

tema procesal y, consecuentemente, en el sistema de recursos, dado el 
contenido de la Disposición Final de referencia, conectada con el ar- 
tículo 33 y tabla de equivalencia de penas de la Disposición Transito- 
ria undécima. 

Es seguro que tales repercusiones serán tratadas en profundidad 
por la doctrina, ya empiezan a serlo, dado que no llevando el Código 
Penal más que nueve meses de vigencia, aún no se han advertido, más 
que mínimamente, sus consecuencias, y en algún caso, como en ma- 
teria de recursos de casación ante la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo, ni siquiera eso. 

La aludida Disposición Final, modifica el artículo 14.3 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, recortando la competencia de los 
Juzgados de lo Penal, que entenderin solamente de los delitos menos 
graves. Disposición que conectada con el artículo 33 del Código Penal 
permite considerar delitos menos graves a aquellos castigados con pe- 
nas, bien sean privativas de libertad o de derechos, que no superen el 
límite de tres años. 

Al propio tiempo, la misma Disposición Final irrumpe en el pro- 
cedimiento, modificando el artículo 779 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, para aplicar el P.A., al enjuiciamiento de los delitos castiga- 
dos con pena no superior a nueve años. 

Una básica lectura de lo expuesto, permite llegar a la conclusión 
de que la Disposición Final Primera, produce una intensa modifica- 
ción del sistema competencia1 y procedimental. Por si ello no fuese 
suficiente, el artículo 13.4 del nuevo Código Penal, introduce un nue- 
vo recorte de la competencia de los Juzgados de lo Penal, al estable- 
cer, que cuando la pena pueda incluirse a la vez, en la que correspon- 
de a los delitos graves y menos graves, el delito se considerará como 
grave, lo que, a efectos competenciales arrastrará a su conocimiento, 
a las Audiencias Provinciales. 

Así pues, aunque las figuras penales de menos gravedad, se ha- 
yan visto aumentadas en el nuevo Código Penal, no nos cabe duda y 
se está viendo ya en el momento de la calificación, que hechos de- 
lictivos de frecuente realización, como robos violentos o con intimi- 
dación, en los cometidos en casa habitada, subtipos agravados de le- 



siones, estafas, etc., pasarán a ser conocidos por las Audiencias 
Provinciales, originando importantes vacíos competenciales en los 
Juzgados de lo Penal. 

La modificación a que me refiero, va a originar, lo está haciendo 
ya, un desplazamienfo de la competenciá objetiva hacia las 
Audiencias Provinciales. aue se verá obligada a asumir un considera- . . " 
ble número de temas antes reservados a los Juzgados de lo Penal, bien 
es verdad que parcialmente se beneficiará de la compensación de que 
su competencia en segunda instancia, se verá reducida; sin embargo, 
el aumento de competencias en la ejecución de un mayor número de 
sentencias, preparación de un superior número de juicios, obligará en 
algunos casos a un aumento de Secciones, aunque en otros puede ser 
suficiente una mayor dotación personal de las Secretarías. 

Sin embargo, con ser ello importante, no lo es todo, ya que el ám- 
bito del recurso de casación, se amplía, como lógica consecuencia, 
por lo que en un futuro ya próximo, la progresión casacional, ya a la 
vista, producirá efectos no deseables a la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo. 

Obviamente, ello producirá un recordado efecto, que no es otro 
que el de una intensificada unificación de la doctrina jurisprudencial, 
especialmente en el delicado momento de la entrada en vigor de un 
nuevo Código Penal, necesitado de una unificadora interpretación. 

De todos modos, la gravedad del problema que han de afrontar las 
Audiencias Provinciales, es de tal magnitud, que han originado mmo- 
res, sobre una modificación de la modificación, en evitación de la fun- 
ción de incorporar más órganos judiciales a la difícil tarea que puede 
recaer sobre ellos. 

Desconocemos, por el momento, qué resorte normativo podría ser 
utiiizado para conseguir tales fines, aunque parece más favorable ha- 
cerlo a través de una modificación del artículo 14.3 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, situando el Límite de competencias en la 
frontera de los cuatro o cinco años. Utilizar para ello, otro precepto, 
como podría serlo el artículo 13 del Código Penal, entrafiaría mayores 
dificultades, dada la forma clara y rotunda en que ha sido redactado. 

Una vez enunciadas esquemáticamente alguna de las consecuen- 
cias procesales del nuevo Código Penal, ha de fijarse con mayor de- 
talle, el sistema de recursos que caben contra las sentencias, materia 
especialmente afectada, no sólo por el nuevo Código Penal, sino tam- 
bién, por la Ley de Procedimiento ante Jurado, dando por supuesto 
que, en materia de faltas, resueltas en primera instancia por el Juez de 
Instrucción, el recurso de apelación continúa siendo competencia de 
la Audiencia Provincial, constituida como órgano unipersonal. 



Ii. Recursos contra sentencias. Para conseguir una más clarifica- 
da exposición, parece necesario distinguir los delitos graves, de los 
menos graves. 

A) Son delitos graves, aquellos a los que el Código Penal, seña- 
le penas privativas de libertad o derechos, superiores a tres años, in- 
dependientemente de la tramitación procesal que haya de ser seguida, 
es decir, sumario, P.A. o procedimiento ante Jurado. 

En los dos primeros supuestos, siendo competente la Audiencia 
Provincial o Nacional, como Tribunal colegiado, no estando recono- 
cida la segunda instancia para ellos, únicamente cabrá, si procede, re- 
curso de casación ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo, por in- 
fracción de ley o quebrantamiento de forma. 

A la vista de ello, gran número de sentencias por delitos que an- 
tes eran competencia del Juzgado de lo Penal, ven profundamente al- 
terado su régimen de recursos. 

En efecto, antes podrían ser impugnadas mediante un recurso de 
apelación, sin celebración de vista, a menos que así lo acordara la Sala 
o el apelante propusiera prueba. 

Ahora, tan sólo dispondrán de la posibilidad de la casación, seve- 
ramente estrecha. 

Con ello, puede pensarse que en esta especie de delitos, alguno de 
los cuales citaba antes, los que hayan sido parte en el procedimiento, 
verán reducidas las posibilidades de ver modificadas sus sentencias, 
lo que se traducirá en una disminución de garantías procesales. 

Otra interferencia y no pequeña, se produce con la Ley de 
Procedimiento ante Jurado, en que los delitos graves (también los me- 
nos graves a los que luego me he de referir), gozan de unas más amplias 
y totales garantías, en razón a que se reconoce junto a la casación, las 
posibilidades impugnatonas de la segunda instancia. Así el artículo 846 
bis a), señala «que las sentencias dictadas en el ámbito de la Audiencia 
Provincial y en primera instancia ... serán apelables ante la Sala de lo 
Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia». Si bien el recurso de 
apelación tendrá los caracteres de un recurso tasado en la forma que es- 
tablece el artículo 846 bis c) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Asimismo, en el artículo 847, del mismo texto legal, se introduce 
la adición de que «procederá el recurso de casación por infracción de 
ley o quebrantamiento de forma contra, a) las sentencias dictadas por 
la Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia en 
única o en segunda instancia...». 

Con esta diversidad de sistema de recursos, rio habiéndose intro- 
ducido la segunda instancia con carácter generalizado, como debería 



serlo en virtud de los Acuerdos firmados por el Estado, se produce una 
desigualdad que, sí, nacerá del tipo de procedimiento seguido 
(Jurado), pero que, produce situaciones pintorescas. 

Quizá lo más llamativo, se produce en los delitos contra la vida, 
en los que, para que sea objeto de Jurado, es preciso sean consumados 
(art. 5.1, in fine). Así pues, ante dos conductas idénticas, si en una se 
produce el éxito apetecido por el agresor, se seguirá un procedimien- 
to en el que el ciclo de garantías contra la sentencia dictada, será com- 
pleto. Por el contrario, si en el mismo caso, por circunstancias margi- 
nales a la intención del autor, constitución física, acierto médico, etc., 
no se produce tal resultado, el procedimiento sera el de sumario, sin 
apelación y con posible casación. 

Entiéndaseme bien, no es que esté en contra de la fórmula de 
excluir del Jurado, el delito contra la vida no consumado; pero sí 
estoy abiertamente a favor de la adopción de la segunda instancia, 
con carácter general. Alguna vez el legislador deberá adoptar el sis- 
tema, ya que, como se dijo al principio, el Estado se comprometió 
a hacerlo. 

Más aún, la situación, puede empeorar técnicamente, si en la ac- 
ción homicida mueren una o varias personas, y otra u otras resultan 
con lesiones de mayor o menor gravedad. El procedimiento a seguir, 
según la propia Circular de la Fiscalía General del Estado (núm. 1 del 
Jurado), y la doctrina mayoritaria confirma, será el de sumario, con lo 
que el contrasentido garantista, será más difícil de explicar aún. 

B) Delitos menos graves. Son aquellos castigados por el nuevo 
Código Penal con penas no superiores a los tres años; se siguen por el 
P.A. y es competente para su conocimiento el Juzgado de lo Penal o 
los Centrales, con las excepciones a las que luego me he de referir. 

Como antes destacaba, buen número de estos delitos han escapa- 
do a las posibilidades de la apelación, al pasar a ser competencia de la 
Audiencia en única instancia, a excepción de aquellos en que, como 
las amenazas.condicionales, allanamiento de morada, u omisión del 
deber de socorro, han pasado a ser competencia del Jurado. 

No es el momento de llevar a cabo el análisis crítico de la com- 
petencia del jurado en este tipo de delitos denominados de bagatela. 

Unicamente quiero destacar la disparidad que a efectos de recur- 
sos contra las sentencias, ha producido la introducción de la Ley de 
Procedimiento ante Jurado. 

En efecto, en gran número de temas que aún forman parte de la 
competencia del Juzgado de lo Penal, la única posibilidad de impug- 
nar la sentencia, lo es, a través del recurso de apelación previsto en los 
artículos 795 y 796 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 



Por el contrario, el hecho de haber asumido la competencia obje- 
tiva, la Audiencia Provincial, respecto de un importante número de te- 
mas que han venido siendo propios de los Juzgados de lo Penal, per- 
mite la vía casacional a las correspondientes sentencias. 

Asimismo, tal y como ocurre con los delitos graves, aquellos que 
han pasado a formar parte de la competencia del Jurado, como el alla- 
namiento de morada, ciertas figuras de incendios, omisión del deber 
de socorro, etc., dispondrán, no obstante, su levedad, de un completo 
círculo de garantías a la hora de impugnar las sentencias, a través de 
la apelación y casación, cumplidas las exigencias que establece la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. 

No obstante, y dejando a un lado los diferentes procedimientos 
que se han de seguir para enjuiciar delitos de muy próxima naturale- 
za, llama la atención, y no encuentra el adecuado soporte técnico, que 
delitos como las coacciones, el impago de pensiones, allanamiento de 
morada o amenazas condicionales, se encuentren con un sistema de 
recursos tan diferente. 

A modo de conclusión, entiendo que el sistema procesal español 
necesita dar entrada a la segunda instancia, para toda clase de delitos. 
La fórmula a adoptar puede ser objeto de diversas matizaciones, lo 
que es indudable es que el mito jurídico de la única instancia propio 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882, se ha venido abajo, a 
consecuencia de las modificaciones introducidas para los delitos me- 
nores. 

La adopción generalizada de la apelación, en materia de senten- 
cias, entiendo es, en primer lugar consecuencia del artículo 14.5 del 
Convenio de Nueva York de 1966, ratificado por España el 27 de 
abril de 1977. Lo que en dicho precepto se establece, «toda persona 
declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo conde- 
natorio y la pena que se le haya impuesto, sean sometidos a un 
Tribunal Superior, conforme a lo prescrito en la ley», obliga a intro- 
ducir una segunda instancia, como ha manifestado el Tribunal 
Constitucional, aunque a veces en forma no todo lo suficientemente 
clara que sería de desear. Así en la sentencia 7611982, refiriéndose al 
anterior precepto, «que como tal mandato por sí y en sí no es bastante 
o suficiente para crear recursos inexistentes~, aunque se ve forzado a 
reconocer que «su texto obliga a considerar que, entre las garantías 
del procesi penal a las que genéricamente se refiere el artículo 24.2 
de la Constitución Española, se encuentra la del recurso ante un 
Tribunal Superior, y que, en consecuencia, deben ser interpretadas en 
el sentido más favorable a un recurso de ese género todas las normas 
de Derecho Procesal Penal*. 



En segundo lugar, la segunda instancia en materia penal, comple- 
ta el cuadro de garantías al que se refiere in genere el artículo 24 de la 
Constitución Española, que consagra en su plenitud el derecho a la tu- 
tela judicial efectiva. Cierto es que en este artículo no se ha constitu- 
cionalizado ningún sistema de reglas procesales en concreto, tampoco 
ningún sistema de recursos, pero, no obstante, resulta altamente pro- 
bable, que los redactores de tal norma no ignoraron las consecuencias 
que el artículo 24, habría, ha tenido y debe continuar desarrollando, en 
el sistema de recursos, en materia de sentencias penales. 

En este sentido la Sentencia del Tribunal Constitucional de 19 de 
mayo de 1987, reconoce que «el derecho a recumr en el orden penal 
forma parte necesariamente del contenido del derecho a la tutela judi- 
cial efectiva». 

Así pues, de todo lo arriba recogido y situándome en perspectiva 
de lege ferenda, la futura Ley Procesal Penal, ha de implantar un com- 
pleto sistema de recursos contra las sentencias, completando la actual 
situación derivada del Jurado, P.A. y modificaciones procesales resul- 
tantes del nuevo Código Penal, permitiendo que el recurso de casa- 
ción recupere su verdadera naturaleza, y se instaure una segunda ins- 
tancia contra todas las sentencias, sea cnal sea el procedimiento en el 
que se hayan dictado y fuere cual fuere la gravedad del delito objeto 
del mismo. 

Como fórmula a adoptar a la hora de implantar una generalizada 
segunda instancia que permita olvidar las ach~aies faltas de concor- 
dancia, derivadas de recientes reformas, serían muy útiles las ideas re- 
cogidas por Ruiz Vadillo en la Ley, de adjudicar la primera instancia 
a un Juez (Juez de lo Penal) y una segunda ante un Tribunal 
Colegiado, con actividad probatoria limitada, a los casos de no haber- 
se admitido o practicado en primera instancia; esta fórmula o sistema, 
podría ser implantado en los casos en que la pena más grave solicita- 
da, no excediese de los cinco años, y para el caso de ser superior, la 
primera instancia se desarrollaría ante la Audiencia Provincial, co- 
rrespondiendo la apelación a la Sala de lo Penal del Tribunal Superior 
de Justicia. (Pontevedra). 

Ñ) TRATAMIENTO PROCESAL DE LA DECLARACION DE 
INCAPACIDAD, DE LA TUTELA Y DE LOS INTERNA- 
MIENTOS PSIQUIATRICOS 

Tratamiento procesal de la declaración de incapacidad 
Se trata de sugerir una reflexión sobre la necesidad de flexibilizar 

las normas procesales en una materia tan sensible como es la relativa 



a la incapacidad. Varios son los aspectos que, a modo de crítica o de 
posible modificación legislativa, pueden plantearse sobre el trata- 
miento procesal de la declaración de incapacidad. Algunos de ellos ya 
han sido tratados en las Memorias de la Fiscalía General del Estado y 
en concreto en la de 1996 (págs. 189-195), de aquí que sólo exponga- 
mos las consideraciones siguientes: 

a) Posibilidad de aplicar flexiblemente el procedimiento de nze- 
nor cuantía: Sabido es que este procedimiento fue utilizado con ca- 
rácter transitorio para la tramitación de las incapacidades y prodigali- 
dades ya desde la Disposición Adicional Unica de la Ley 1311983, de 
24 de octubre, entre tanto no se procediera a regularlo de otra manera 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pero que alcanzó carta de na- 
turaleza en el actual artículo 484.2." de dicha Ley Rituaria y se man- 
tiene y reitera en la Disposición Adicional Tercera de la Ley Orgánica 
111996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. Así pues, lo 
que fue una remisión transitoria a las normas de este procedimiento 
para tramitar esta clase de asuntos, se ha convertido en algo definiti- 
vo. No obstante, las especiales características de esta materia, casi de 
orden público, y respecto de las que no cabe allanamiento ni transac- 
ción, hacen posible que pueda admitirse la necesaria flexibilidad de 
las normas procesales de este proceso para adaptarlo a las caracterís- 
ticas de la materia que nos ocupa. A tal efecto apuntamos las siguien- 
tes modificaciones que, sin merma de las garantías procesales, sim- 
plifican'an la tramitación: 

- Conveniencia de no convocar la comparecencia prevista en el 
artículo 691 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, puesto que el pro- 
cedimiento debe en todo caso continuar (no es posible el allanamien- 
to ni la transacción), máxime si en la demanda y10 en la contestación 
se ha solicitado el recibimiento del pleito a prueba, petición que, sin 
duda. conviene aue el Ministerio Fiscal formule en todo caso en su de- 
manda o contesiación; más aún, teniendo en cuenta que en todo caso 
se han de practicar las pruebas que con carácter obligatorio establece 
el artículo 208 del Código Civil, con independencia de que las pro- 
pongan o no las partes. Lo dicho nos lleva a afirmar que, caso de ha- 
berse convocado dicha comparecencia y no hubiere concurrido a ella 
ninguna de las partes, no cabría (o cuanto menos no sería convenien- 
te), sin más trámite dictar auto de sobreseimiento y el archivo de los 
autos como determina el párrafo 3." del citado artículo 691 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. Tan sólo se aprecia esta conveniencia de 
la comparecencia ciiando la demanda tuviera algún defecto o error 
subsanable. 



- Conveniencia de no aplicar lo dispuesto en el artículo 701 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal en lo relativo a poner de manifiesto en 
Secretaría las pruebas practicadas para formular resumen de las mis- 
mas, y sí utilizar la vía del artículo 669 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, para remitir a la Fiscalía los autos originales, única manera de 
que el Ministero Fiscal pueda formular un adecuado escnto de resumen 
de pruebas, pues, en otro caso, es muy difícil que pueda desplazarse a 
otro Juzgado de la provincia a examinar las actuaciones para formular 
el pertinente escnto de resumen de las pruebas practicadas. Una solu- 
ción intermedia, no legal pero tampoco prohibida por la ley, podría ser 
que el Juzgado remitiera testimonio de dichas pruebas a la Fiscalía vis- 
ta la función que en esta materia ejerce el Ministerio Fiscal. 

b) Conveniencia de cubrir el vacío legislativo existente en la Ley 
14996 de Asistencia J~irídica Gratuita, en cuanto al reconocimiento 
al derecho a litigar gratriitamente al familiar que pretende instar un 
procedimiento de incapacidad o cuando debe actuar como defensor 
judicial por haber sido nombrado por resolución judicial. Se entien- 
de que su actuación deviene obligatoria y en interés y en beneficio del 
presunto incapaz. En cambio, la situación económica que, a efectos 
del derecho de justicia gratuita, se toma en cuenta, es la del deman- 
dante o la del defensor judicial, y no la del presunto incapaz, en cuyo 
nombre, o al menos, en su beneficio se actúa. Así, el artículo 3.4 de la 
Ley 111996, establece dentro de los requisitos básicos, que «el dere- 
cho a la asistencia jurídica gratuita sólo podrá reconocerse a quienes 
litiguen en defensa de derechos o intereses propios». La solución a la 
que llega dicha norma puede en algún caso ser injusta. Finalmente, 
como una cuestión más de índole práctica y de flexibilidad que de 
adaptación legal, se apunta la conveniencia de desistir de la acción 
ejercitada ante el Juzgado que correspondía inicialmente al del domi- 
cilio del demandado, con el consiguiente archivo de lo actuado, para 
posteriormente plantear de nuevo la demanda ante el Juzgado corres- 
pondiente al del nuevo lugar de residencia del presunto incapaz. Nos 
estamos refiriendo a supuestos en los que, una vez iniciado el proce- 
so, el demandado ha cambiado de domicilio o ha ingresado en un cen- 
tro o residencia situada en otro término judicial. En tales situaciones, 
se hace imposible que el Juez que conocía de la demanda pueda exa- 
minar al presunto incapaz. La cuestión viene planteada por cuanto 
que, si se ha alegado en la contestación a la demanda la excepción di- 
latoria de falta de competencia territorial al amparo del artículo 533.1 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, esta excepción se resolverá en 
la sentencia, de forma que se habrá Lrarnilado el proceso, salvo quizá 
el reconocimiento del presunto incapaz, para finalmente no poder re- 



solver la pretensión de incapacidad. MAS aún, si no se hubiera alega- 
do por ninguna de las partes esa excepción, tampoco el Juez puede 
plantearla de oficio, como se deduce del artículo 74 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. 

Tratamiento procesal de la tutela 

Relacionado con lo anterior, cabe mencionar la conveniencia de 
que la tutela fuera vista por el mismo Juez que declaró la incapacidad. 
Y ello por estimar que la constitución de la tutela no viene a ser más 
que la ejecución de la sentencia dictada en los autos de menor cuan- 
tía. Puede fundamentarse esa pretensión de unidad de actuaciones en 
el mismo Juzgado en base al artículo 55 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Pese a todo, el intento de esta Fiscalía en este sentido, ya 
iniciado hace tiempo, no ha sido asumido por los Juzgados, y así se si- 
guen distribuyendo a los distintos Juzgados (al menos en casi todos 
los de la provincia), a través del turno de reparto. No sería precisa re- 
forma legislativa alguna para ello, puesto que bastaría una adaptación 
de las normas de reparto de asuntos entre los Juzgados, aprobada por 
la Junta de Jueces. Sólo se ha seguido ese criterio en la capital, donde 
es al Juzgado de 1." Instancia número 5, al que se reparten estos asun- 
tos, ya que es el que también tiene asignado el conocimiento de las in- 
capacidades; también entre los Juzgados de La Palma del Condado se 
hace el reparto de estos asuntos asignándolos por antecedentes al 
Juzgado que ya hubiere conocido de la incapacidad. 

Otra conclusión que se deriva de lo anterior es que resultaría con- 
veniente que todas las actuaciones posteriores a la constitución de la 
tutela (autorizaciones judiciales de internamiento, enajenación de 
bienes del incapaz, etc.), fueran conocidas también por el Juez que 
constituyó la tutela. No obstante, lo que se acaba de a f m a r  puede co- 
lisionar, evidentemente, con otros preceptos de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal relacionados con la competencia territorial, como es 
el caso, por ejemplo, del artículo 63, número 23, de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, en el que se establece que la autorización para la 
venta de bienes de incapaces se rige por el domicilio del lugar donde 
se hallen las cosas, el cual puede que no coincida con el que del Juez 
que constituyó la tutela. 

Tratamiento procesal de los internarnientos psiquiát~cos 
Haciéndonos eco de las recomendaciones que al respecto de los 

internamientos psiquiátricos ya hiciera el Defensor del Pueblo en su 
Informe Anual del año 1991, lo escueto de la regulación contenida en 
el artículo 211 del Código Civil hace que surjan algunos problemas 



que, con acierto, recogió el Defensor del Pueblo en su informe. En 
efecto, quedan abiertas cuestiones tales como la legitimación para so- 
licitar la autorización de internamiento, sea cual sea el Juez compe- 
tente para autorizarlo (especialmente si el Centro donde ha de ingre- 
sar no radica en el partido judicial del domicilio del que ha de ser 
internado). De entre las cuestiones s~iscitadas, vamos a hacer referen- 
cia a la del control judicial sobre la decisión de alta médica efectuada 
por los servicios sanitarios y, por tanto, del fin del ingreso previa- 
mente autorizado por un Juez. Ciertamente, el ingreso obedece a una 
prescripción médica y el cese de ese ingreso debe responder también 
a una decisión sanitaria. La intervención judicial se debe a que el su- 
jeto no puede o no tiene capacidad para decidir por sí mismo o pres- 
tar su consentimiento, dada su alteración mental. Son los médicos los 
que deciden el fin del internamiento, comunicándolo al Juzgado, don- 
de se archiva el expediente. Pero, siendo esto así, ello no quita la po- 
sibilidad de que el Juez que autorizó el ingreso pueda (y quizá deba) 
autorizar igualmente su cese, pudiendo incluso, tras cumplir de nuevo 
lo establecido en el artículo 21 1 del Código Civil, autorizar la conti- 
nuación del internamiento. Cierto que se puede objetar que esta se- 
gunda autorización no está prevista en dicho artículo, y que además 
supondría más bien una «orden», pues iría en contra de lo prescrito 
por el psiquiatra que acordó el alta médica. Y son razones también de 
índole práctica las que dificultan que se lleve a cabo esa segunda au- 
torización, pues hasta que el Juez tome la decisión sobre la continua- 
ción o no del internamiento ha transcurrido un tiempo en el que el in- 
temo puede verse privado de libertad indebidamente. Aclaremos que 
esta cuestión la pl&teamos para aquellos ingresos de personas que su- 
fren una crisis o una agudización de su proceso y precisan ingresar en 
una Unidad de agudos por el tiempo imprescindible para contener esa 
fase aguda. Ante todas esas objeciones, se puede traer a colación el ar- 
tículo 209 del Código Civil, aplicable dentro de un procedimiento de 
incapacidad ya iniciado, o la disposición adicional tercera de la ya ci- 
tada Ley Orgánica 111996, de 15 de enero, se viene a fijar la actuación 
de oficio de¡ Juez en todos los procedimientos de incapacidad, prodi- 
galidad y los restantes que se tramitan por jurisdicción voluntaria, en 
orden a poder adoptar las medidas que estime oportunas en beneficio 
del incapaz; o bien el actual artículo 216 del Código Civil, redactado 
por la misma Ley Orgánica 111996. Sin duda esta Ley va a tener una 
importancia y trascendencia fundamental a la hora de interpretar y 
aplicar la normativa referida a incapaces en general. 

También se puede apuntar el silencio legal o falta de regula- 
ción en aspectos tales como la autorización de tratamiento médico 



ambulatorio involuntario (sin internamiento), ante lo cual en la 
práctica se aplica el artículo 211 del Código Civil para esos su- 
puestos, fundamentándolo en que es una medida de menor entidad 
(y semejante) que el internamiento involuntario. Sería deseable 
que hubiera una mayor certeza legal. Incluso debería regularse de 
una forma más amplia un específico procedimiento para estas 
cuestiones, que diera seguridad y certeza a lo escueto del artículo 
211 del Código Civil, y tratar de evitar así los problemas que su 
aplicación plantea. 

Las consideraciones anteriormente expuestas tienen como finali- 
dad evitar que se gasten tantas energías procesales en llegar final- 
mente a constatar y declarar lo que la realidad de forma incontestable 
evidencia. La práctica nos está dando lecciones, en ciertas materias, 
del camino a seguir. Estimamos que la creatividad judicial podria en 
muchas ocasiones solventar algunas de las cuestiones que a modo de 
reflexión hemos apuntado. (Huelva). 

O) PROPUESTAS EN RELACION CON DETERMINADOS 
PRECEPTOS DEL LIBRO 1 DEL CODIGO PENAL 

A) La definición de la comisión por omisión, en el artículo 11 
del nuevo Código parece irreprochable. No obstante, entiendo que su 
apartado 6)  resulta en exceso exigente, al incluir tan sólo los supues- 
tos en que el omitente haya creado una ocasión de riesgo. 

A tenor del principio de legalidad, tal redacción impedirá sancio- 
nar los supuestos en que lo que haya hecho el omitente sea incremen- 
tar o potenciar indebidamente el riesgo (lícito o ilícito, pero menor o 
más remoto) que ya existiera anteriormente. Y ello es tanto más ina- 
decuado, cuanto que, en la práctica, muchos de los casos hasta ahora 
punibles en comisión por omisión lo han sido por resultar ésta deter- 
minante en la producción del resultado lesivo, no por ser el origen o 
agente creador del riesgo. 

B) El artículo 19 del Código Penal resulta de lo más sibilino. En 
el fondo, no se compromete a despenalizar las conductas de los me- 
nores de dieciocho afios, sino sólo a no punirlas en su articulado. 
Según eso (y su párrafo segundo es sintomático) las Leyes especiales 
pueden regular la responsabilidad penal del menor. 

No se trata, sólo, de que la práctica llegue a hacer de las medidas 
de corrección verdaderas penas. Ahora resulta que hay dos responsa- 
bilidades penales: la del Código y la de la legislación especial. 



En el fondo, lo que parece latir es el deseo legislativo de equipa- 
rarse a otros Estados europeos sin asumir el riesgo y coste de no em- 
plear las penas contra los peores «delincuentes» adolescentes. Si la si- 
tuación y la opinión social eran dudosas, mejor sería haber mantenido 
la situación del Código anterior (art. 65), que permitía sustituir las pe- 
nas por medidas correctoras o de reeducación para los menores entre 
dieciséis y dieciocho años. 

Pese a su transitoriedad, hay que aludir, de pasada, a lo inco- 
rrecto que es haber supeditado algo tan esencial como la entrada en 
vigor de este artículo 19, a la aprobación de la ley penal del menor 
(disposición derogatoria única y disposición transitoria 12." del 
Código Penal), lo que supone la condena penal de los jóvenes entre 
dieciséis y dieciocho años de forma aleatoria y, en cualquier caso, 
provisional. 

C) En las exenciones de responsabilidad criminal de los núme- 
ros 2." y 3." del artículo 20 del Código Penal, resucita la vieja doctri- 
na, poco menos que medieval, de las actiones liberae in causa, para 
los supuestos en que se hubiera previsto o debido prever la comisión 
del delito al tiempo de colocarse en trastorno mental transitorio o in- 
toxicación plena. 

Dejando aparte las dificultades probatorias de estos escarceos por 
el temtorio de la mente, entiendo que la reforma es desacertada, cuan- 
do menos, en un doble sentido. Por un lado, porque rigoriza la apre- 
ciación de estas eximentes, rompiendo con la directriz de progresiva 
mejor acogida de la perturbación mental en el Derecho Penal. Por 
otro, porque plantea un problema de difícil solución técnica, para los 
casos de eximente incompleta por falta del requisito que tratamos: ¿se 
aplicará el artículo 21, o se sancionará -si es posible- el supuesto 
como infracción imprudente? 

Pienso que las eximentes a que aludo podrían haber seguido la 
tradición de los Códigos anteriores, de excluir los casos de buscarlas 
de propósito para cometer el delito, y comprender los casos de previ- 
sión, sin perjuicio de la responsabilidad civil ex delicto. 

D) Es muy discutible que fuera necesaria, a estas alturas juris- 
prudenciales y médicas, la configuración expresa como eximente de 
las intoxicaciones y síndromes aludidos en el artículo 20, número 2.", 
del Código. Mientras se dejaron en manos de la valoración y conoci- 
mientos de los Tribunales, la situación fue evolucionando al ritmo de 
la Psiquiatría y de la opinión y repercusión sociales. Ahora, que se 
plasman en un texto rígido y se rodean de requisitos tan exigentes co- 
mo la plenitud y la antes aludida libertas in causa, temo que se dé pie 
a rigonsmos de corte moralizador o alejados del sentir social. 



En mi opinión, una buena formulación de la eximente del núme- 
ro l." del artículo 20 hace innecesaria la del número 2." Me temo que 
la práctica forense la haga, no sólo innecesaria, sino también contra- 
producente. 

E) En materia de circunstancias atenuantes (art. 21), me llama 
especialmente la atención la desaparición de las de embriaguez y pre- 
terintencionalidad (art. 9, circunstancias 2.' y 4.' del viejo Código). 

La embriaguez, como cualquier otra intoxicación por «drogas», 
no puede, sin más ni más, erradicarse del Código, sin una explicación 
del legislador, ni un consenso social absoluto. No ha sido éste el caso 
español, cuya explicación parece venir, más bien, de juzgar innecesa- 
rio el mantenimiento de la atenuante, por entenderla embebida en la 
de grave adicción (art. 20-2.a). Craso error, evidentemente, pues la bo- 
rrachera o ingestión esporádica de drogas no son una «adicción», y 
menos, grave. 

En consecuencia, debiera darse respuesta expresa a los casos de 
embriaguez e ingestión relevante de drogas, en vez de forzar el recur- 
so a la atenuante por analogía que, sorprendentemente, puede suponer 
la desaparición de toda exigencia de no buscada de propósito para el 
delito (y, por supuesto, de no habitualidad, como imponía rigurosa- 
mente el Código Penal anterior). 

En cuanto a la supresión de la atenuante de preterintencionalidad 
«homogénea», me parece totalmente injustificada. Con los límites a 
que la había reducido la Jurispmdencia, constituía una forma sencilla 
y razonable de resolver tensiones culpabilistas de tipo menor. Eso, y 
nuestra propia tradición legislativa, entiendo que justificaban su per- 
manencia, sin tantos pruritos de pureza culpabilista que -por cier- 
to- todavía no han dado con una fórmula clara y uniforme de resol- 
ver la preterintencionalidad llamada heterogénea. 

F) Pasando a las circunstancias agravantes (art. 22), y haciendo 
gracia de todo comentano a la modernísima y oportunista agravación 
por razón de discriminación (art. 22-4.a), quiero referirme a la agra- 
vante genérica o «cajón de sastre», 2." de dicho artículo. Aunque 
siempre es de agradecer la síntesis, tengo mis dudas de que tal agra- 
vante cumpla con las exigencias del principio de legalidad, en una 
materia tan sensible como la agravatoria. Y me confirma en las du- 
das, el que el legislador tampoco parece muy enterado de lo que esta 
agravante puede llegar a comprender, cuando la incluye con las de 
disfraz y abuso de superioridad, que no tienen mucho que ver con la 
que tratamos. 

Opino que no debe aceptarse una agravante tan ambigua como és- 
ta de «prevalimiento» o «aprovechamiento», cuya interpretación pue- 



de llegar a permitir la inclusión en ella de agravantes tradicionales 
(noctumidad; despoblado; cuadrilla; auxilio de gente armada o que 
proporcione impunidad), las dudas sobre la acogida, total o parcial, de 
otras (incendio, naufragio u otra calamidad o desgracia; morada) y la 
probable exclusión general de otras más (astucia, fraude). Con lo cual, 
las agravantes totalmente desaparecidas serían las de premeditación; 
publicidad; ofensa de la autoridad, y desprecio de la edad o dignidad. 

En fin, demasiadas ambigüedades para el Derecho penal, y más, 
en sede de agravantes. 

H) Como parece inevitable en todas las reformas penales de hon- 
do calado, el nuevo Código ha dado redacción distinta a la agravante 
de reincidencia (art. 22-8.a). El objetivo parece claro: restringir aqué- 
lla al mínimo posible, es decir, la denominada reincidencia específica. 

Sin embargo, y de forma aparentemente contradictoria, extiende 
al Título el ámbito de coincidencia del delito antecedente y del enjui- 
ciado, en vez del Capítulo, como en el Código derogado (art. 10-15.a). 
Y, lo que es peor, define la especificidad en la reincidencia como 
«misma naturaleza» delictiva, con una terminología imprecisa y aten- 
tatoria de la seguridad jurídica. 

Una posibilidad interpretativa dudosa -  de esta agravante la 
brinda la Disposición Transitoria Octava del Código Penal: delitos 
que tengan análoga denominación y ataquen del mismo modo a idén- 
tico bien jurídico. Otra -no menos discutible y más imprecisa- na- 
ce del artículo 794.3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: que no 
exista diversidad del bien jurídico, ni mutación sustancial del hecho. 

Creo, en efecto, que el concepto de reincidencia específica debe 
conectarse con el de homogeneidad delictiva, acuñado por el Tribunal 
Supremo en materia de principio acusatorio y no indefesión. Con to- 
do, la certeza jurídica aconsejaba mantener una fórmula similar a la 
del Código derogado, matizada -si acaso- con la inaplicación de la 
agravante en los casos de sustancial heterogeneidad fáctica entre am- 
bos delitos. 

Desde lo hondo de mi convicción, entiendo llegado el momento 
en que la agravante de reincidencia desaparezca del Código Penal. Y 
ningún momento mejor para ello que el actual, siendo así que el nue- 
vo Código permite a los Tribunales imponer la pena en su mitad su- 
perior, aunque no concurran agravantes. 

1) El nuevo Código Penal ha robustecido la protección de los 
<&capaces», configurando su victimización como agravante para nu- 
merosos delitos (a título de ejemplo, lesiones, detenciones ilegales y 
secuestros, prostitución, exhibicionismo y pornografía, descubrimien- 
to y revelación de secretos, etc.). Tan notable relevancia penal no pa- 



rece aconsejar que el artículo 25 conforme un concepto puramente pe- 
nal o de hecho del incapaz, al margen de la declaración judicial. 

Si se tratara de algunos preceptos penales aislados, tal vez podría 
admitirse semejante definición vulgar o fáctica. Pero, en atención al 
peso penal cada vez mayor de la incapacidad, no resulta conveniente, 
ni teórica ni probatoriamente, que la caracterización como «incapaz» 
de una persona se haga en sede penal y sin las debidas garantías civi- 
les. Se roza peligrosamente los límites correctos de la prejudicialidad. 
Y no digamos, cuando de la «incapacidad» se deducen consecuencias 
procesales en tema de infracciones perseguibles a instancia de parte. 

Que los preceptos penales protejan especialmente a personas des- 
validas, enfermas, o como se les quiera llamar, es una cosa. Que los 
términos «incapaz» e «incapacidad» tengan un valor diferente del que 
procede de la previa declaración del Juez civil, es otra cosa, y bastan- 
te peligrosa además. 

J) En el mismo artículo 25 figura una definición legal de «docu- 
mento», de la que puede decirse algo parecido a la de «incapaz», a sa- 
ber, que no parece oportuno que exista un concepto penal de tal reali- 
dad, que puede llegar a colisionar con el que acuñen otras ramas del 
Derecho (civil, procesal) más adecuadas para ello. Además, la ampli- 
tud de la acepción penal es tan grande, que pudiera producirse la pa- 
radoja de que las definiciones de la más estricta de las disciplinas ju- 
rídicas fueran más amplias que las de otras ramas más flexibles y 
menos ominosas del Ordenamiento. 

Cabría preguntarse si es acertado que el legislador penal se meta a 
Académico de la Lengua, por más que sus definiciones sean bastante 
correctas (como es el caso con la de «documento»). En mi opinión, pa- 
labras de uso general, y hasta vulgar, como es la de documento deben 
quedar a la precisión de los lexicólogos (y de los Jueces, por aplicación 
concreta), y no precisan de soportes legales o «definiciones auténticas». 

Por lo demás, siempre quedan (tal vez, afortunadamente) cabos 
sueltos para el intérprete. Por ejemplo: ¿son las placas de matrícula de 
los automóviles «documentos», a efectos de punir su falsificación? Yo 
así lo entiendo, pero reconozco que la cosa es discutible, cuando me- 
nos, con argumentos históricos. u 

K) Pasando al sector de las penas del libro 1 del Código, podría 
comenzarse con una cuestión aparentemente baladí, pero que está 
dando lugar a serias discrepancias docirinales. Me refiero al solapa- 
miento en un día (o, en su caso, una peseta) de los grados penales o 
de las penas superiores o inferiores. Todo empezó con una redacción 
confusa de algunos preceptos legales, poco inclinados al martilleante 
«y un día» de la anterior legislación, y acabó por originar dudas en te- 



mas tan relevantes, como la posibilidad de otorgar, o no, los benefi- 
cios de suspensión de condena. 

Probablemente, el tema sea más bien de interpretación que de re- 
forma legislativa. En cualquier caso, favorezca operjudique al pena- 
do, entiendo que todo solapamiento es lógicamente absurdo y jurídi- 
camente confuso. Hay que seguir con el «y un día», «menos un día», 
«y una peseta», etc., y rectificar -si es necesario- los preceptos le- 
gales que se presten a dudas a este respecto. 

L) En la Memoria de esta Fiscalía del pasado año 1995, se hizo 
pormenorizada crítica de la deficiencia legislativa de castigar un mis- 
mo delito con penas graves y menos graves. La cuestión no puede re- 
solverse como el cómodo expediente del artículo 13.4. Hay que revi- 
sar el libro Ii del Código Penal, para que cada delito prevea penas 
graves o menos graves y, en consecuencia quede deslindada con ab- 
soluta precisión la competencia judicial para su enjuiciamiento. 

Parece ser que, para en su momento, está previsto otro reme- 
dio para el desbarajuste, consistente en aumentar la competencia 
de los Juzgados de lo Penal. Creo que no es esa la cuestión. El te- 
ma es cómo pudo ser tan ligero el legislador, inventando primero 
los delitos menos graves, para luego saltarse su triparticíón al tau- 
rino modo. Resulta difícil comentar en serio algunas leyes, cuando 
los propios legisladores parecen tomarse a la ligera su cometido, 
en ocasiones. 

M) La pena de arresto de fin de semana está cumpliendo los ma- 
los pronósticos que se formularon a su promulgación. La falta de cen- 
tros abundantes y adecuados donde cumplirla y la personalidad y cir- 
cunstancias de la gran mayoría de los penados, están desvirtuando el 
sentido de esta pena, que no es otro que el de afligir «moralmente», 
sin grave detrimento familiar ni laboral. 

Supuesto que difícilmente el legislador dará marcha atrás en una 
institución emblemática del Código Penal de 1995, podría, al menos, 
sugerirse que el arresto de fin de semana se configure como pena al- 
ternativa siempre (de forma que los Jueces no se vean obligados a im- 
ponerla, en tanto no exista la infraestructura necesaria), y con la posi- 
bilidad de que el reo pueda optar por cumplirla de forma continuada, 
si le resulta menos gravoso para sus intereses. 

N) En cuanto a la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, 
los problemas logísticos la hacen casi impracticable. Por otra parte, su 
característica de facultativa para el reo tampoco se compagina bien 
con el concepto clásico de pena. Finalmente, sus pretensiones educa- 
tivas y ejemplarizantes tienen poco que ver con delincuentes adultos 
y, por ende, de carácter formado. 



El trabajo gratuito y comunitario debe quedar circunscrito al ám- 
bito de la delincuencia menor y juvenil y, si acaso, como forma de 
compensar responsabilidades civiles para con la Sociedad. 

O) El sistema de determinación de la multa por cuotas cronoló- 
gicas se ha evidenciado (como no podía ser menos) complicado e 
inútil. Los Tribunales penales no están para hacer complejas averi- 
guaciones de la situación económica de los incu!pados, y menos, en 
una época y país en que la opacidad y el engaño presiden la vida tri- 
butaria y profesional. A fin de cuentas, la fijación de la cuantía del 
día-multa se viene haciendo «a ojo de buen cuberos y, en caso de du- 
da, aplicando valoraciones medias sobre el salario habitual en la lo- 
calidad. 

Por otra parte, el sistema de multas actual impone un exagerado 
automatismo al pasar a responsabilidad personal subsidiaria, la cual se 
ha visto excesivamente hipertrofiada. 

Creo, en suma, que sería preferible volver al sistema de fijación 
de multas del Código derogado. 

P) El artículo 66-1." del nuevo Código Penal ha implantado el 
régimen de discrecionalidad judicial plena, cuando no concurren en 
el caso circunstancias atenuantes y agravantes. Este criterio tiene 
amplia tradición en España, y abundantes partidarios. No obstante, 
creo que el momento para reimplantarlo no ha sido, precisamente, el 
más propicio. De una parte, no existe en la Sociedad ese grado de 
confianza en la unidad y el acierto del criterio judicial, como para 
otorgar a los Tribunales tan amplias facultades. De otra, la jurispru- 
dencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo convier- 
te el ejercicio de la discrecionalidad judicial extensa en un calvario 
de motivaciones y de posibles recursos, que la reduce, en buena par- 
te, a papel mojado. 

Además, el arbitrio amplio que el Código recoge parece exigir 
unas penas de extensión relativamente corta. Sin embargo, el legisla- 
dor de 1995, en general, parece haber mantenido, cuando no amplia- 
do, el promedio de la extensión de las penas previstas para los diver- 
sos delitos. 

En estas circunstancias, resulta más lógico mantener la cortapisa 
legal de que, sin circunstancias de agravación, el juzgador no pudiera 
llegar a los límites máximos de las penas. El problema estriba en que, 
al dividir aquéllas en dos mitades, en vez de en tres grados, se pierden 
los contornos para una precisa asignación de la dosis penal cuando no 
concurren circunstancias. Por ello, la propuesta de reforma no es fá- 
cil, pues supondría el retorno, también, a la tripartición de las penas 
en grados. 



Q) La regulación de las medidas de seguridad (arts. 95 a 108) re- 
sulta totalmente insuficiente, sobre todo, en el aspecto procedimental 
y de ejecución. Es de suponer que sea desarrollada legal y reglamen- 
tariarnente. Por tanto, no se trata aquí de proponer reformas mayores, 
sino de reclamar la pronta promulgación de las pertinentes normas de 
desarrollo. 

Con todo, hay algunos aspectos de la normativa del Código que 
merecen un tajante rechazo, a la luz de la experiencia. En primer lu- 
gar, puede aludirse al olvido en que se dejan los supuestos en que la 
menor imputabilidad peligrosa no alcance los términos de las exi- 
mentes incompletas, o se halle incluida en el artículo 21-2." del 
Código punitivo. 

En segundo lugar, hay que manifestar la crítica desfavorable a que 
sean los Jueces de Vigilancia los encargados de la labor de segui- 
miento e informe en materia de medidas de seguridad. Estas activida- 
des deben correr a cargo de funcionarios o instituciones ad hoc, sin 
que intervenga otra Autoridad judicial que la que ha de resolver sobre 
el fondo de los asuntos. 

También muestro mi rechazo a la indiscriminada generaliza- 
ción del principio de menor aflictividad de las medidas de seguri- 
dad (art. 6.2 del Código Penal). En concreto, las medidas de in- 
ternamiento para perturbados psíquicos no debieran estar 
condicionadas, ni en su existencia, ni en su duración, a la grave- 
dad de las penas del delito cometido. La naturaleza, objetivos y 
contenido de las medidas de seguridad son totalmente diferentes 
de los de las penas. No entenderlo así, en el caso de los delin- 
cuentes mentalmente anormales, supone un serio perjuicio para 
ellos y la sociedad en que se desenvuelven. Y pensar que los me- 
canismos civilistas pueden ser la alternativa es, en nuestro país, 
un puro ejercicio de utopía. 

R) Finalmente, en materia de extinción de la responsabilidad cri- 
minal, quiero formular dos reservas en orden a la prescripción. Hace 
referencia la primera a la imprescriptibilidad de los delitos de genoci- 
dio y de las penas impuestas por los mismos. Entiendo que tal excep- 
ción no tiene ningún sentido (ni siquiera a la vista de disposiciones in- 
ternacionales anticuadas y no generalmente compartidas), máxime 
teniendo en cuenta la grande y excesiva amplitud que a dicho delito 
da el Código Penal español (art. 607). 

En segundo lugar, muestro mi disconformidad con lo preceptua- 
do en el artículo 132.2 del Código Penal, en orden a que la intermp- 
ción de la prescripción deje sin efecto el tiempo transcumdo de ésta. 



Por este procedimiento, ciertas prescripciones pueden llegar a ser di- 
latadísimas o casi imposibles de conseguir. Propongo que, pasada la 
interrupción prescriptiva, el tiempo vuelva a correr, incluyendo el que 
ya hubiera transcumdo con anterioridad. (Salamanca). 




















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































